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INTRODUCCIÓN

1. En su 47° período de sesiones, la Comisión de Derechos Humanos aprobó la
resolución 1991/67, de б de marzo de 1991, titulada "La situación de los
derechos humanos en Kuwait bajo la ocupación iraquí". En esa resolución, la
Comisión condenó la invasión y ocupación de Kuwait el 2 de agosto de 1990 por
las fuerzas militares del Iraq y condenó enérgicamente a las autoridades
iraquíes y a las fuerzas de ocupación por sus graves violaciones de los
derechos humanos del pueblo de Kuwait y de nacionales de terceros Estados y,
en particular, los casos de tortura, detenciones arbitrarias, ejecuciones
sumarias y desapariciones, en violación de la Carta de las Naciones Unidas,
los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y otros instrumentos jurídicos
pertinentes. La Comisión también expresó su grave preocupación por la
destrucción, el desmantelamiento y el saqueo sistemáticos de que es objeto la
infraestructura económica de Kuwait, que redundó en grave detrimento del
disfrute actual y futuro por el pueblo de Kuwait de sus derechos económicos,
sociales y culturales, y condenó enérgicamamente que el Iraq no trate a todos
sus prisioneros de guerra y a los civiles detenidos de conformidad con los
principios internacionalmente reconocidos del derecho humanitario.

2. Además, la Comisión pidió a su Presidente que, en consulta con la Mesa,
designara a un Relator Especial "con el mandato de que examine las violaciones
de los derechos humanos cometidas en el Kuwait ocupado por las fuerzas
invasoras y de ocupación iraquíes". Se pidió al Relator Especial que "informe
lo antes posible a la Asamblea General y a la Comisión de Derechos Humanos en
su 48° período de sesiones" y prepare lo antes posible un informe preliminar y
lo transmita al Secretario General.

3. El 31 de mayo, durante su primer período ordinario de sesiones de 1991,
el Consejo Económico y Social adoptó la decisión 1991/251, por la que hizo
suya la resolución 1991/67 de la Comisión.

4. Posteriormente, en el 47° período de sesiones de la Comisión de Derechos
Humanos, su Presidente nombró al Sr. Walter Kalin (Suiza) Relator Especial
sobre la situación de los derechos humanos en Kuwait bajo la ocupación iraquí.

5. El Relator Especial presentó al Secretario General su informe preliminar
el 26 de septiembre de 1991. Una vez distribuido a todos los Estados Miembros
de las Naciones Unidas de conformidad con el párrafo 12 de la resolución 1991/67
de la Comisión, la Tercera Comisión de la Asamblea General examinó el informe
(A/46/544) el día 19 de noviembre de 1991.

6. El presente informe final que sustituye al informe preliminar se presenta a
la Comisión de Derechos Humanos de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 9
de la resolución 1991/67 de la Comisión.

7. En el capítulo I del presente informe se describe el mandato del
Relator Especial, su origen, sus limitaciones y su relación con otros mandatos,
así como las actividades emprendidas por el Relator Especial. El capítulo II
contiene información sobre los antecedentes históricos y económicos y una breve
cronología de los hechos relativos a la invasión y ocupación de Kuwait que
posiblemente permitan una mejor comprensión de la situación de los derechos
humanos durante ese período. El capítulo III establece el marco jurídico
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general en el que el Relator Especial basó su informe; examina la
aplicabilidad del derecho consuetudinario, los Pactos Internacionales de
Derechos Humanos de 1966, y otros instrumentos jurídicos pertinentes y estudia
la interrelación entre estas fuentes legales. En los capítulos IV y V el
Relator Especial examina la información relativa a las violaciones de los
derechos civiles y políticos y de los derechos sociales, económicos y
culturales en Kuwait durante la ocupación iraquí. El capítulo VI contiene un
memorando presentado por el Relator Especial al Gobierno del Iraq y la
respuesta de este Gobierno. En el capítulo VII el Relator Especial resenta
sus conclusiones y recomendaciones. Los anexos contienen información
pertinente recogida por el Relator Especial. El anexo I consiste en una lista
de lugares de detención en Kuwait. El anexo II contiene documentos que se
presumen de origen iraquí, presentados al Relator Especial por el Gobierno
de Kuwait y entidades no gubernamentales encontrados, según las informaciones,
en Kuwait después de la retirada iraquí, con información relativa a las
violaciones de derechos humanos. En el anexo III se reproduce la
resolución 46/135 de la Asamblea General, de fecha 17 de diciembre de 1991.
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I. MANDATO DEL RELATOR ESPECIAL

A. Origen del mandato

8. El mandato del Relator Especial fue establecido por la Comisión de
Derechos Humanos en su 47° período de sesiones en el marco del tema 12 b)
del programa, "Cuestión de la violación de los derechos humanos y las
libertades fundamentales en cualquier parte del mundo, y en particular en
los países y territorios coloniales y dependientes". De conformidad con la
resolución 1991/67 de la Comisión, el Relator Especial había de examinar
"las violaciones de los derechos humanos cometidos en el Kuwait ocupado por
las fuerzas invasoras y de ocupación iraquíes" (párr. 9) y estaba autorizado
"a que procurase obtener la información pertinente del Gobierno de Kuwait, los
organismos especializados y las organizaciones intergubernamentales y no
gubernamentales" (párr. 11).

9. El Observador de Kuwait presentó el proyecto de resolución
(E/CN.4/1991/L.41/Rev.1). Con este motivo, reafirmó el compromiso de su
Gobierno de respetar los derechos humanos de conformidad con los principios
enunciados en la Carta de las Naciones Unidas y con las disposiciones de los
Pactos Internacionales de Derechos Humanos, los Convenios de Ginebra de 1949 y
el Protocolo Adicional a éstos de 1977 relativo a la protección de las
víctimas de conflictos armados internacionales y la Convención IV de La Haya,
de 1907, además de la Constitución de Kuwait que "declara que todas las
personas son iguales ante la ley, disposición que se aplica tanto a los
ciudadanos de Kuwait como a los extranjeros" (véase E/CN.4/1991/SR.54,

párr. 14).

10. Durante el examen del proyecto de resolución se sometió a debate el
alcance del mandato propuesto. La delegación iraquí presentó el proyecto de
resolución E/CN.4/1991/L.90, en el que se proponían enmiendas para ampliar el
alcance del mandato del Relator Especial para incluir la situación de los
derechos humanos en Kuwait después de la ocupación iraquí e incluir las
violaciones de los derechos humanos que presuntamente habían cometido las
autoridades de Kuwait. Depués de proceder a su examen se rechazó el proyecto
de resolución E/CN.4/1991/L.90 por 32 votos contra 2 y 5 abstenciones
(véase E/CN.4/1991/SR.54, párr. 29).

11. El proyecto de resolución E/CN.4/1991/L.41/Rev.1 presentado por la
delegación de Kuwait, fue aprobado sin enmiendas.

B. Contenido y limitaciones del mandato

12. La resolución 1991/67 de la Comisión hace referencia a los principios
consagrados en la Carta de las Naciones Unidas, los Pactos Internacionales de
Derechos Humanos y otros intrumentos jurídicos pertinentes, entre ellos los
derechos civiles y políticos, los derechos económicos, sociales y culturales,
y los principios de derecho humanitario. En consecuencia, la expresión
"violaciones de los derechos humanos" que figura en el párrafo 9 de la
resolución y fija el mandato del Relator Especial debe interpretarse en
sentido amplio a fin de que incluya todas las garantías de protección de las
personas previstas en el derecho internacional relativas a la situación que
contempla el mandato.
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13. En otros aspectos, sin embargo, el mandato del Relator Especial es
limitado. Una primera limitación afecta a los autores de las presuntas
violaciones de derechos humanos, por cuanto el párrafo 9 de la resolución sólo
faculta al Relator Especial a examinar "las violaciones de los derechos
humanos... por las fuerzas invasoras y de ocupación iraquíes".

14. La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las
Minorías aprobó la resolución 1991/7 en la que expresó la esperanza de que
el Relator Especial nombrado en cumplimiento de la resolución 1991/67 de la
Comisión, prestara la debida atención a las violaciones flagrantes de los
derechos humanos que presuntamente se estaban cometiendo en Kuwait e
informara a la Comisión de los hechos que afectasen a la situación de los
derechos humanos en Kuwait desde la retirada de las fuerzas iraquíes.
El Relator Especial recibió denuncias procedentes de diversas fuentes
relativas a ejecuciones arbitrarias, torturas y tratos crueles, inhumanos y
degradantes, detenciones arbitrarias, juicios injustos, desapariciones
forzosas o involuntarias y expulsiones y deportaciones a gran escala de no
kuwaitíes que según las informaciones tuvieron lugar después de que las
fuerzas de ocupación iraquíes se retiraran de Kuwait. El Relator Especial
tuvo en cuenta la clara redacción del mandato adoptado por la Comisión
de Derechos Humanos y los antecedentes de su adopción, por una parte, y las
respectivas esferas de competencia de la Comisión y la Subcomisión, por otra,
y consideró que no estaba facultado para examinar la actual situación de los
derechos humanos en Kuwait. Posiblemente fuera, sin embargo, conveniente
examinar dichos informes en el marco de los procedimientos temáticos
pertinentes establecidos por la Comisión de Derechos Humanos.

15. La segunda limitación es de carácter geográfico. De conformidad con el
párrafo 9 de la resolución 1991/67 de la Comisión, el Relator Especial está
únicamente facultado para examinar las violaciones de los derechos humanos
cometidas "en el Kuwait ocupado". Sin embargo, en la resolución la Comisión
también hace referencia a las "deportaciones de Kuwait y... la detención
continuada de prisioneros de guerra y de civiles" y se pide su liberación
inmediata (véase el párrafo octavo del preámbulo y el б de la parte
dispositiva). El Relator Especial interpretó, en consecuencia, que esa
disposición se refería a las violaciones de los derechos humanos originadas en
el Kuwait ocupado y, en consecuencia, también examinó la información que había
recibido relativa a la suerte de las personas que habían sido presuntamente
deportadas de Kuwait por las fuerzas iraquíes durante la ocupación y recluidas
en el Iraq.

16. Por último, el párrafo 11 de la resolución 1991/67 limita los contactos
del Relator Especial con los gobiernos, autorizándole a que procure obtener la
información pertinente del Gobierno de Kuwait, los organismos especializados y
las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales pero no de
gobiernos distintos al de Kuwait. El Relator Especial consideró que esta
limitación no le impedía aceptar la información que pudieran presentar otros
gobiernos. A ese respecto debe señalarse que el Gobierno del Iraq expresó su
interés por facilitar al Relator Especial información pertinente después de
que éste hubiera presentado su informe preliminar a la Tercera Comisión de la
Asamblea General (véase el capítulo VI).
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С. Relación con otros mandatos

17. A petición del Gobierno de Kuwait, en marzo de 1991 el Secretario General
nombró una misión de alto nivel para visitar Kuwait bajo la Presidencia
del Sr. Abdurahim A. Farah, que había sido Secretario General Adjunto,
asistido por el Sr. Victor Sukhodrev y el Sr. John Pace. El mandato de la
misión, que duró del 16 de marzo al 4 de abril de 1991, preveía, entre otras
actividades, evaluar la pérdida de vidas humanas durante la ocupación iraquí
de Kuwait y examinar las prácticas de las fuerzas de ocupación contra
la población civil de ese país e igualmente presentar un informe al
Secretario General para su remisión al Consejo de Seguridad. El informe de la
misión (documento S/22536 de 29 de abril de 1991) era provisional en lo
relativo a violaciones de derechos humanos. Sirvió al Relator Especial de
excelente punto de partida y facilitó considerablemente sus propios esfuerzos
para preparar un informe general. Los dos informes, dirigidos a distintos
órganos de las Naciones Unidas, se complementan por ello entre sí.

18. En carta de junio de 1991 dirigida al Relator Especial, el
Secretario General Adjunto de Derechos Humanos expresó su seguridad de que
el Secretario haría cuanto fuera posible para garantizar la coordinación de
las actividades del Relator Especial con las de otras partes del programa de
derechos humanos. Consciente de la necesidad de coordinar su mandato y el del
Relator sobre la situación de los derechos humanos en Iraq,
el Relator Especial pidió a la Secretaría que garantizase dicha coordinación
en especial en lo relativo al problema de las personas deportadas de Kuwait
a Iraq durante la ocupación. Posteriormente, el Relator Especial sobre Kuwait
bajo la ocupación iraquí y el Relator Especial sobre Iraq acordaron que se
examinara en el presente informe la cuestión de las personas desaparecidas que
según las informaciones habían sido deportadas de Kuwait por las fuerzas de
ocupación iraquíes y seguían detenidas en Iraq.

D. Actividades del Relator Especial

19. El Relator Especial visitó Kuwait del 12 al 20 de junio de 1991 y
del 31 de agosto al 6 de septiembre de 1991. Durante esas visitas fue
recibido por los Ministros de Justicia y del Interior, los Subsecretarios
de Relaciones Exteriores y de Salud y otros altos funcionarios de esos
ministerios. Celebró conversaciones con representantes del Comité Nacional
de Kuwait para la localización de prisioneros de guerra y personas
desaparecidas (con anterioridad el Comité de Derechos Humanos de Kuwait),
la Sociedad Kuwaiti de la Media Luna Roja, la Asociación Kuwaiti para la
Protección de las Víctimas de Guerra y el Fondo Kuwaiti de Solidaridad Social
para el Bienestar de los Mártires y los Prisioneros de Guerra, la Universidad
de Kuwait, el Instituto de Investigaciones Científicas de Kuwait y la
Asociación Arabe de Derecho. También se reunió con muchas personas que habían
permanecido en Kuwait durante la ocupación, incluidos médicos, abogados,
dirigentes religiosos, miembros de la comunidad diplomática y periodistas.
Entrevistó a más de 80 víctimas o testigos de violaciones de los derechos
humanos presuntamente cometidas por las fuerzas de ocupación iraquíes; y
visitó varios lugares que guardaban relación con su mandato, incluidos lugares
que habían sido utilizados como locales de detención, edificios saqueados y
destruidos, y pozos de petróleo incendiados.
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20. El Relator Especial también tomó nota de las actas resumidas de las
reuniones de diversos órganos de las Naciones Unidas en las que se examinó la
situación de los derechos humanos en Kuwait bajo la ocupación iraquí, entre
ellos las relativas al 47° período de sesiones de la Comisión de Derechos
Humanos, y a los 43° y 44° períodos de sesiones de la Subcomisión de
Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías. Examinó asimismo
los siguientes informes presentados por el Iraq a los órganos de supervisión
constituidos para dar cumplimiento a los principales instrumentos
internacionales de derechos humanos en los que es Parte: el segundo informe
periódico presentado por los Estados Partes en virtud del artículo 40 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 21 de abril de 1986
(CCPR/C/37/Add.3); el tercer informe periódico presentado por los Estados
Partes en virtud del artículo 40 del Pacto de 5 de junio de 1991
(CCPR/C/64/Add.6).

21. De conformidad con su mandato, el 17 de mayo de 1991, el Relator Especial
envió una solicitud de información a los organismos especializados competentes
de las Naciones Unidas y a las organizaciones gubernamentales y no
gubernamentales. Tomó nota de la información facilitada en respuesta a su
solicitud, especialmente de los informes preparados por la UNESCO, la OMS,
el UNICEF y el PNUMA, así como de los informes preparados por las
organizaciones no gubernamentales y de la información sobre el registro y
la repatriación de personas del Iraq a Kuwait que le proporcionó el Comité
Internacional de la Cruz Roja.
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II. ANTECEDENTES

22. En el presente capítulo se facilita información general de base sobre
Kuwait y se esbozan, dentro de un contexto histórico, los hechos relacionados
con la situación de los derechos humanos en Kuwait durante la ocupación
iraquí, que duró del 2 de agosto de 1990 al 26 de febrero de 1991.

A. Información general de base sobre Kuwait

23. La historia de Kuwait como entidad política se remonta a más de 200 años.
Formaba parte del imperio otomano cuando, a mediados del siglo XVIII, empezó a
gobernarlo la familia Al-Sabah en condiciones de relativa autonomía. En 1899,
el jeque Mubarak firmó un acuerdo con Gran Bretaña por el que Kuwait pasó a
ser protectorado británico. Mantuvo esta situación hasta su independencia
en 1961, paso criticado en aquella época por la República del Iraq que
pretendía que Kuwait era parte integrante del Iraq. El 4 de octubre de 1963,
sin embargo, el Gobierno del Iraq reconoció la plena independencia y soberanía
de Kuwait. En 1963 Kuwait fue admitido como Miembro de las Naciones Unidas.

24. La Constitución de Kuwait de 14 de Jumada al-Thani de 1382 (11 de
noviembre de 1962) establece que "Kuwait es un Emirato hereditario, cuya
sucesión corresponde a los descendientes de la familia Mubarak Al-Sabah"
(art. 4), la religión del Estado es la mahometana (art. 2) y el árabe la
lengua oficial (art. 3).

25. En 1985 la población total de Kuwait era, según el censo oficial de ese
año, de 1.697.301 personas. De ese total, 681.288 (40,1%) eran ciudadanos
kuwaitíes y 1.016.013 (59,9%) no kuwaitíes (de ellos 642.814 personas de
origen árabe, 355.947 asiáticos, 2.039 africanos, 11.908 europeos
y 3.142 americanos). De acuerdo con la Administración Central de Estadística
de Kuwait, la población había aumentado a 2.142.600 personas con anterioridad
al 2 de agosto de 1990. Formaban esta población 826.586 kuwaitíes (38,6%)
y 1.316.014 no kuwaitíes (61,4%). Entre los no kuwaitíes figuraban un número
no determinado de apatridas a los que también se llamaba "beduinos" que desde
hacía mucho tiempo residían en Kuwait y poseían un estatuto especial con
derechos limitados. Se estimó que durante la ocupación iraquí abandonaron
Kuwait más de dos tercios de la población civil (informe de la misión Farah,
documento S/22536, párr. 6).

B. Hechos relacionados con la situación de los derechos humanos
en Kuwait durante la ocupación iraquí

26. El 17 de julio de 1990 el Presidente Saddam Hussein del Iraq pronunció un
discurso en el que acusó a la familia real de Kuwait de dañar la economía del
Iraq haciendo bajar el precio del petróleo mediante una producción superior a
la cuota asignada por la OPEP. También acusó a Kuwait de extraer del campo
petrolífero de Rumaila petróleo crudo por valor de 2.400 millones de dólares y
sostuvo que debía cancelarse la deuda de 12.000 millones de dólares en
concepto de préstamos de guerra concedido por Kuwait. El 31 de julio de 1990,
se celebraron en Jeddah negociaciones entre Izzat Ibrahim, Vicepresidente del
Consejo Revolucionario Iraquí y el Príncipe Heredero y Primer Ministro de
Kuwait, Sheikh Saad Al Abdullah Al-Sabah.
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27. El 2 de agosto de 1990, fuerzas iraquíes invadieron Kuwait. El Iraq
sostuvo que Kuwait había sido "parte integrante del Iraq hasta la primera
guerra mundial" y que estaba restableciendo su soberanía sobre Kuwait, que
había sido interrumpida por la administración colonial británica.
Inmediatamente después de la invasión, el Iraq instauró un "Gobierno
provisional del Kuwait libre", integrado por nueve personas, que estaba
encabezado por el coronel Ala Hussein Ali. El 8 de agosto, el gobierno de
transición fue disuelto y el Iraq proclamó la anexión de Kuwait. El 28 de
agosto se anunció que la zona del territorio kuwaití lindera con el Iraq había
pasado a formar parte de la provincia de Basora y que el resto del territorio
de Kuwait, constituía la decimonovena provincia del Iraq.

28. En septiembre y octubre de 1990, las autoridades iraquíes dictaron varias
ordenanzas encaminadas a "iraquizar" Kuwait. Entre ellas cabe citar:

a) los tribunales kuwaitíes "pasaron a depender de la Presidencia"
de la Corte de Apelación de Basora (Declaración № 5853 del

Ministro de Justicia de I
o
 de septiembre de 1990, publicado en

Alwaqai Aliragiya (el Boletín Oficial de la República del Iraq),
vol. 33, № 41, 10 de octubre de 1990, pág. 3);

b) el dinar kuwaití, que hasta entonces se había cotizado a la par
del dinar iraquí, fue suprimido el 26 de septiembre de 1990
(resolución № 383 de la Junta del Mando Revolucionario de 6 de

Rabii'Al-Awwal, 1411 H./25 de septiembre de 1990, publicado en

Alwaqai Aliraqiya, vol. 33, № 41, 10 de octubre de 1990, pág. 2);

c) se disolvieron los establecimientos y organizaciones kuwaitíes
pasando sus propiedades y derechos a los órganos administrativos
iraquíes (por ejemplo, la resolución № 369 de la Junta del Mando

Revolucionario de 19 Safar 1411 H./9 de septiembre de 1990, por

el que se disolvía la empresa Kuwaiti Airlines, publicada en
Alwaqai Aliraqiya, vol. 33, № 40, 3 de octubre de 1990, pág. 7);
resolución de la Junta del Mando Revolucionario № 413 de 15 de

Rabii'Al-Thani, 1411 H./3 de noviembre de 1990 por la que se

disolvía el Banco Central Kuwaití, publicada en Alwaqai Aliraqiya,
vol. 33, № 47, 21 de noviembre de 1990, pág. 2); resolución № 423

de la Junta del Mando Revolucionario de 30 de Rabii'Al-Thani, 1411

H./18 de noviembre de 1990, por la que se disolvía la Empresa
General de Transportes de Kuwait, publicada en Alwaqai Aliraqiya,
vol. 33, № 49, de 5 de diciembre de 1990, pág. 2);

d) se obligó a los ciudadanos de Kuwait a intercambiar sus
documentos de identidad por la tarjeta de identidad iraquí
(resolución № 383 de la Junta del Mando Revolucionario de б

Rabii'Al-Awwal, 1411 H./25 de septiembre de 1990, publicada en

Alwaqai Aliraqiya, vol. 33, № 41, 10 de octubre de 1990, pág. 2).

Además, las placas de los vehículos kuwaitíes debieron ser sustituidas por
placas iraquíes en las que Kuwait figuraba como provincia del Iraq y se
cambiaron los nombres de las calles con connotaciones kuwaitíes.
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29. Entre el 2 de agosto de 1990 y el 29 de noviembre de 1990 el Consejo de
Seguridad de las Naciones Unidas aprobó 12 resoluciones relativas a la
ocupación de Kuwait por el Iraq:

i) Resolución 660 de 2 de agosto de 1990 por la que se exigía la
inmediata retirada del Iraq y se instaba al Iraq y a Kuwait a
iniciar negociaciones y a apoyarse para ello en la Liga de los
Estados Arabes;

ii) Resolución 661 de 9 de agosto de 1990, por la que declaraba nula y
sin valor la anexión de Kuwait en virtud de la ley internacional y
se pedía que se abstuvieran de todo contacto con el Iraq que pudiese
interpretarse como reconocimiento de dicha anexión;

iii) Resolución 622 de 9 de agosto de 1990 por la que se declaraba que la
anexión de Kuwait carecía de validez jurídica y había de
considerarse nula y sin valor y exhortaba a abstenerse de todo acto
o transacción que pudiera interpretarse como un reconocimiento de la
anexión;

iv) Resolución 666 de 18 de agosto de 1990, por la que se exigía la
inmediata liberación de todos los rehenes;

v) Resolución 665 de 5 de agosto, por la que se exhortaba a todas las
naciones miembros a desplegar fuerzas navales en el Golfo y a
adoptar las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento de
las sanciones económicas contra el Iraq;

vi) Resolución 666 de 14 de septiembre de 1990, por la que se pedia que
toda distribución de ayuda alimentaria fuera realizada por
organizaciones humanitarias tales como los organismos especializados
de las Naciones Unidas y el Comité Internacional de la Cruz Roja;

vii) Resolución 667 de 24 de septiembre de 1990, por la que se condenaban
todos los actos de agresión contra las embajadas extranjeras y su
personal en Kuwait y se solicitaba la liberación de todos los
rehenes extranjeros;

viii) Resolución 669 de 24 de septiembre de 1990, por la que se establecía
un comité para examinar todas las peticiones de asistencia
presentadas por los países miembros afectados por su adhesión al
embargo económico decretado contra el Iraq;

ix) Resolución 670 de 25 de septiembre de 1990, por la que se ampliaba
el embargo al tráfico aéreo con el Iraq y se pedía la detención de
los cargueros iraquíes en puertos extranjeros, caso de sospecharse
que se había violado el embargo;

x) Resolución 674, de 29 de octubre de 1990, por la que se recordaba
que el Iraq era responsable en virtud del derecho internacional de
todos los daños, pérdidas o perjuicios ocasionados a Kuwait o a
terceros países como consecuencia de la ocupación ilegal de Kuwait;
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xi) Resolución 677 de 28 de noviembre de 1990, por la que se condenaban
todos los intentos del Iraq de alterar la composición demográfica de
Kuwait y se encargaba a las Naciones Unidas la custodia de una copia
del registro de la población de Kuwait;

xii) Resolución 678 de 29 de noviembre de 1990, por la que se establecía
un plazo para que el Iraq cumpliera todas las resoluciones
pertinentes previamente adoptadas por el Consejo de Seguridad y si
para el 15 de enero de 1991 no lo hubiera hecho, se autorizaba la
utilización de todos los medios necesarios para hacer valer y llevar
a la práctica dichas resoluciones y restaurar la paz y la seguridad
en la región.

30. El 16 de enero de 1991 las fuerzas de la coalición, compuesta de 26
Estados, lanzaron ataques aéreos preventivos contra el Iraq. El 26 de febrero
de 1991, el Iraq comenzó una retirada total e incondicional de Kuwait.

31. Durante todo el período de la ocupación de Kuwait por el Iraq, el
Gobierno iraquí no atendió a los llamamientos humanitarios hechos por diversas
organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales en nombre de las
víctimas de violaciones de los derechos humanos cometidas presuntamente por
las fuerzas iraquíes en el Iraq y Kuwait.
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III. MARCO JURÍDICO

32. En este capítulo se examinan en términos generales las diferentes fuentes
de derecho aplicables a la situación de los derechos humanos en Kuwait bajo
ocupación iraquí. A ese respecto, el Relator Especial tomó nota de las
resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad, a saber, la resolución 662
(1990) en la que se declara "que la anexión de Kuwait por el Iraq en cualquier
forma y por cualquier pretexto carece de validez jurídica y ha de considerarse
nula y sin valor" y la resolución 664 (1990) en la que se reafirma esa
decisión.

A. Interacción entre los derechos humanos y el derecho humanitario

33. Existe consenso en la comunidad internacional en el sentido de que los
derechos humanos fundamentales de todas las personas deben ser respetados y
protegidos tanto en tiempos de paz como durante los períodos de conflicto
armado.

34. En 1967 el Consejo de Seguridad subrayó en su resolución 237 (1967) que
los derechos humanos esenciales e inalienables deben respetarse incluso
durante las vicisitudes de la guerra y recomendó a los gobiernos interesados
que respetaran los principios humanitarios proclamados en los Convenios de
Ginebra. En el Acta Final de la Conferencia Internacional de Derechos
Humanos, celebrada en Teherán en 1968 (publicación de las Naciones Unidas,
№ de venta: E.68.XIV.2, pág. 19) se desarrolla la síntesis entre derechos
humanos y derecho humanitario cuando se observa que "... la violencia y
brutalidad generalizadas... y concretamente las exterminaciones en masa, las
ejecuciones sumarias, las torturas, el trato inhumano a los prisioneros, las
matanzas de civiles en los conflictos armados y el uso de armas químicas y
biológicas... socavan los derechos humanos", y que "los principios
humanitarios deben prevalecer incluso en épocas de conflicto armado".
En consonancia con ello, la Asamblea General, en su vigésimo quinto período de
sesiones, reafirmó el 9 de diciembre de 1970 la inviolabilidad de esas normas
en varias resoluciones relativas a la protección de los derechos humanos en
los conflictos armados. Entre ellas figuraba la resolución 2675 (XXV) en la
que afirmó ciertos "principios básicos para la protección de las poblaciones
civiles en los conflictos armados", el primero de los cuales era el de que los
derechos humanos fundamentales aceptados en el derecho internacional y
enunciados en los instrumentos internacionales seguían siendo plenamente
válidos en casos de conflictos armados.

B. Derecho internacional consuetudinario

1. Consideraciones elementales de humanidad

35. La Conferencia Internacional de Derechos Humanos celebrada en Teherán
en 1968 (véase el párrafo 34) pidió al Secretario General que "tras celebrar
consultas con el Comité Internacional de la Cruz Roja, señale a la atención de
todos los Estados Miembros del sistema de las Naciones Unidas las normas
actuales de derecho internacional a este respecto, y los exhorte a que...
aseguren que en todos los conflictos armados los habitantes y los beligerantes
estén protegidos de conformidad con "los principios del derecho de las
naciones, surgido de los usos y costumbres establecidos entre los pueblos
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civilizados, de las leyes de humanidad y de los dictados de la conciencia
pública". Esta cláusula, llamada cláusula Martens, fue incluida en el
preámbulo del reglamento concerniente a las leyes y costumbres de la guerra
terrestre, anexo a la Convención de La Haya de 1907. También está incluida en
los cuatro Convenios de Ginebra (artículo 63 del primero, artículo 62 del
segundo, artículo 142 del tercero, y artículo 158 del cuarto Cc-nvenio de
Ginebra).

36. En la cláusula Martens están incorporados tres principios
consuetudinarios de la protección de los derechos humanos: i) que el derecho
de las partes a escoger los medios y los métodos de hacer la guerra, es decir,
el derecho de las partes en un conflicto de adoptar medios destinados a dañar
al enemigo, no es ilimitado; ii) que debe establecerse una distinción entre
las personas que participan en operaciones militares y las que pertenecen a la
población civil, con objeto de dejar estas últimas a salvo en toda la medida
de lo posible; y iii) que está prohibido desencadenar ataques contra la
población civil en tanto que tal.

37. La cláusula Martens ha adquirido carácter consuetudinario y es por tanto
aplicable en todo caso, con independencia de la participación en los tratados
en que figura. No admite excepción cualesquiera que sean las circunstancias.
Se aplica tanto si se ha declarado como si no se ha declarado el estado de
guerra y tanto si éste ha sido reconocido por una parte en el conflicto como
si no lo ha sido. Así, en el asunto del estrecho de Corfú, la Corte
Internacional de Justicia reconoció ya en 1949 la naturaleza consuetudinaria
de esas exigencias humanitarias cuando declaró que "las consideraciones
elementales de humanidad..." pertenecen a los principios generales y admitidos
que se han de observar tanto en tiempo de guerra como en períodos de conflicto
armado (asunto del estrecho de Corfú, Fondo, I.C.J. Reports 1949, pág. 22).

38. Más recientemente, la Corte Internacional de Justicia amplió la doctrina
de Corfú relativa a los principios consuetudinarios de derecho en lo que se
refiere a los derechos humanos. En el asunto Barcelona Traction de 1970, la
Corte reconoció que en derecho internacional existen "obligaciones de un
Estado con la comunidad internacional en su conjunto" (asunto relativo a la
Barcelona Traction, Light and Power Company Limited, segunda fase, sentencia
de 5 de febrero de 1970, I.C.J. Reports 1970, párr. 33). Esas obligaciones
pueden derivarse "del hecho de proscribir los actos de agresión y de genocidio
así como de los principios y normas relativos a los derechos fundamentales de
la persona humana", algunos de los cuales "han pasado a formar parte del
cuerpo general del derecho" (párr. 34).

2. Articulo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949

39. En el asunto de Nicaragua de 1986, la Corte Internacional de Justicia
reiteró la existencia de "principios generales fundamentales de derecho
humanitario" y declaró que "los Convenios de Ginebra son en cierto aspecto un
desarrollo de esos principios y en otros aspectos una simple expresión de los
mismos" (Nicaragua c. Estados Unidos de América, Fondo, I.C.J. Reports 1986,
párr. 218). Entre esos principios fundamentales que son vinculantes para los
Estados incluso cuando los Convenios no son aplicables en tanto que derecho de
los tratados (como sucedía con el problema que debía examinar la Corte, véase
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Nicaragua contra EE.UU., págs. 112 y 113, párrs. 216 y 217) figuran, según la
Corte, las normas contenidas en el artículo 3 común a los cuatro Convenios de
Ginebra. En opinión de la Corte, "son normas que... reflejan lo que la Corte
denominó en 1949 "consideraciones elementales de humanidad"" (párrafo 218,
cita del asunto del estrecho de Corfú, Fondo, C.I.J. Reports 1949, pág. 22).

40. Según el artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra, cada
Estado Parte

"[e]n caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que
surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes... tendrá
la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones:

1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades,
incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las
armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad,
herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las
circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de
índole desfavorable basada en la raza, el color, la religión o la
creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro
criterio análogo.

A este respecto, se prohiben, en cualquier tiempo y lugar, por
lo que atañe a las personas arriba mencionadas: a) los atentados
contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio
en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la
tortura y los suplicios; b) la toma de rehenes; c) los atentados
contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y
degradantes; d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo
juicio ante un tribunal legítimamente constituido, con garantías
judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos
civilizados.

41. Aunque en tanto que derecho de los tratados el artículo 3 sólo se aplica
a los conflictos armados que no tienen carácter internacional, las normas del
derecho consuetudinario que contiene deben también ser observadas, según la
Corte, en los conflictos internacionales:

"No cabe duda alguna de que, en el caso de conflictos
internacionales armados, esas normas constituyen también un criterio
mínimo, al que se añaden las normas más elaboradas aplicables a esos
conflictos" (Nicaragua c. Estados Unidos, Fondo,
I.C.J. Reports 1986, párr. 218)

3. Artículo 75 del Protocolo Adicional I de 1977 a los Convenios
de Ginebra de 1949

42. El Iraq no es parte en el Protocolo Adicional I de 1977 a los Convenios
de Ginebra de 1949, pero ciertas disposiciones del citado Protocolo, en
especial las relativas a la protección de los civiles y de las personas
detenidas por la Potencia ocupante, se consideran de carácter consuetudinario
porque reiteran y amplían disposiciones establecidas ya en los Convenios de
Ginebra que con el tiempo y el uso han obtenido el consenso internacional.
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43. Las más importantes de esas disposiciones son las normas establecidas en
el artículo 75 como garantías fundamentales para los detenidos. Según el
párrafo 1 del artículo 75:

"las personas que estén en poder de una parte en conflicto y que no
disfruten de un trato más favorable en virtud de los Convenios o del
presente Protocolo serán tratadas en toda circunstancia con humanidad y
se beneficiarán, como mínimo, de la protección prevista en el presente
artículo, sin distinción alguna de carácter desfavorable basada en la
raza, el color, el sexo, el idioma, la religión o las creencias, las
opiniones políticas o de otro género, el origen nacional o social, la
fortuna, el nacimiento u otra condición o cualesquiera otros criterios
análogos. Cada parte respetará la persona, el honor, las convicciones y
las prácticas religiosas de todas esas personas."

44. En el párrafo 2 del artículo 75 se dispone que:

"los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental
de las personas, en particular: i) el homicidio; ii) la tortura de
cualquier clase, tanto física como mental; iii) las penas corporales;
y iv) las mutilaciones", están "prohibidos en todo tiempo y lugar... ya
sean realizados por agentes civiles o militares". Lo mismo se aplica
a "b) los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos
humillantes y degradantes, la prostitución forzada y cualquier forma de
atentado al pudor; c) la toma de rehenes; d) las penas colectivas;
y e) las amenazas de realizar los actos mencionados."

45. Debe señalarse que en virtud del artículo 75 del Protocolo Adicional I
están protegidas ciertas categorías de personas, entre ellas los partisanos,
que no quedan totalmente protegidos por los Convenios de Ginebra.
Las disposiciones del párrafo 2 del artículo 75 corresponden en gran medida a
las normas fundamentales, que no admiten excepción, de los tratados sobre
derechos humanos.

46. El párrafo 4 del artículo 75 establece los criterios que deben observarse
en todo momento para garantizar la imparcialidad de los juicios. Esas
garantías procesales, que se ajustan a las del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, pueden adquirir gradualmente fuerza de principios de
derecho consuetudinario relativos al tratamiento de todas las personas
detenidas durante los conflictos armados.

4. Declaración Universal de Derechos Humanos

47. El 10 de diciembre de 1948 la Asamblea General, en su resolución 217
(III) A, adoptó y proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos "como
ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, ..."
a fin de asegurar "por medidas progresivas de carácter nacional e
internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos".
La Declaración, estableciendo un vínculo entre los derechos humanos y la paz,
dice que "considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos
humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la
humanidad" y que "la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por
base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e
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inalienables de todos los miembros de la familia humana...". Dice además que
"los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la
Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los
derechos y libertades fundamentales del hombre".

48. En la Declaración se establece que "[t]oda persona tiene todos los
derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción
alguna..." y que "no se hará distinción alguna fundada en la condición
política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción
dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un
territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier
otra limitación de soberanía". La Declaración es por tanto aplicable también
a los territorios ocupados.

49. La Declaración Universal es importante en tanto que declaración general e
innovadora que proclama el interés internacional por la causa de los derechos
humanos, pero también lo es porque -por lo menos en lo referente a sus
principios básicos- ha logrado actualmente aceptación consuetudinaria.

C. Aplicabilidad de los Pactos Internacionales de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales v de Derechos Civiles y Políticos

50. Los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
y de Derechos Civiles y Políticos, de 1966, codifican y desarrollan las
garantías de la Declaración Universal de Derechos Humanos. El 25 de enero
de 1971 el Iraq pasó a ser Parte en ambos Pactos, asumiendo todas las
obligaciones de ellos dimanantes, de conformidad con la obligación "que la
Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados... de promover el respeto
universal y efectivo de los derechos y libertades humanos".

1. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

51. Según el párrafo 1 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, cada Estado Parte "se compromete a adoptar
medidas... hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la
adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí
reconocidos". Ni esta disposición ni ninguna de las demás disposiciones del
Pacto limita su aplicación al territorio de los Estados Partes. Además, el
Pacto no prevé excepciones en situaciones excepcionales o de conflicto
armado. Por consiguiente, un Estado Parte sigue quedando vinculado por el
Pacto si ocupa el territorio de otro Estado y ejerce en él un poder estatal
de facto.

52. Aunque el Pacto no prevé explícitamente excepciones en período de
emergencia pública, sería posible que en tiempos de conflicto armado sus
garantías sólo se aplicaran en medida limitada por ser también limitados los
recursos disponibles mencionados en el párrafo 1 del artículo 2. Debe
señalarse, sin embargo, que según el párrafo 10 de la observación general № 3

(1990) adoptada por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en
su quinto período de sesiones, "corresponde a cada Estado Parte una obligación
mínima de asegurar la satisfacción de por lo menos niveles esenciales de cada
uno de los derechos. Así, por ejemplo, un Estado Parte en el que un número
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importante de individuos está privado de alimentos esenciales, de atención
primaria de salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o de las formas más
básicas de enseñanza, prima facie no está cumpliendo sus obligaciones en
virtud del Pacto". Por tanto, "todas las medidas de carácter deliberadamente
retroactivo... deberán justificarse plenamente" demostrando que incluso con el
"aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se disponga" no se
puede mantener el nivel anteriormente conseguido (E/1991/23-E/C.12/1990/8,
anexo III). La prohibición de privar a las personas, de manera
injustificable, de las garantías fundamentales inherentes a los derechos
económicos, sociales y culturales figura además implícitamente en el
artículo 5, según el cual los Estados Partes no pueden interpretar el Pacto en
el sentido de "reconocer derecho alguno a un Estado... para emprender
actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los
derechos o libertades reconocidos en el Pacto".

53. Si en un Estado dado la realización de los derechos del Pacto llega a un
nivel más alto que el nivel esencial mínimo mencionado por el Comité en su
observación general № 3 (1990) puede limitarse, según el artículo 4, el
disfrute efectivo de esos derechos; sin embargo, esas limitaciones tienen que
estar "determinadas por la ley", ser compatibles "con la naturaleza de esos
derechos" y sólo pueden imponerse "con el exclusivo objeto de promover el
bienestar general en una sociedad democrática"; además, esas limitaciones no
pueden ser discriminatorias porque en el párrafo 2 del artículo 2 del Pacto
los Estados Partes "se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos
que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color,
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social".
Como el Pacto no admite excepciones al artículo 2 en situaciones
excepcionales, esas prescripciones deben respetarse incluso en períodos de
conflicto armado.

54. Por tanto, procede examinar si la presunta privación, a personas que
vivían en Kuwait durante la ocupación iraquí, de los derechos económicos,
sociales y culturales garantizados por el Pacto estaba o no justificada por la
situación reinante en Kuwait durante el período de la ocupación o si respondía
a la intención de destruir los niveles esenciales mínimos de cada una de las
garantías del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales.

2. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

a) Ámbito de aplicación

55. El párrafo 1 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos establece el ámbito de aplicación. Cada Estado Parte en el Pacto:

"se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se
encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los
derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza,
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra
condición social."
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56. Como reconoció el Consejo de Seguridad en sus resoluciones 660 (1990)
y 662 (1990) de 2 y 9 de agosto de 1990, las fuerzas iraquíes invadieron
Kuwait el 2 de agosto de 1991 quebrantando la soberanía, independencia e
integridad territorial del Estado de Kuwait y usurpando la autoridad del
Gobierno legítimo de Kuwait en violación del derecho internacional. Si bien,
en consecuencia, está reconocido por la comunidad internacional que Kuwait,
durante la ocupación, no se encontraba "en el territorio" del Iraq, la
aplicación de las obligaciones dimanantes del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos no queda excluida por la estipulación del artículo 2
referente a la territorialidad.

57. Según el Comité de Derechos Humanos, establecido en aplicación de la
parte IV del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la
aplicación extraterritorial del Pacto no queda excluida cuando las presuntas
violaciones tienen lugar en territorio extranjero, siempre que el que las
cometa en ese territorio extranjero sea un agente de un Estado Parte en
el Pacto.

a) En dos asuntos de 1976 relativos a detención y secuestro, prisión
ilegal, tortura, trato cruel y otras formas de trato inhumano o
degradante en territorio extranjero y subsiguiente deportación al
territorio del Estado Parte por sus agentes, el Comité, en opiniones
emitidas de conformidad con el artículo 5 del Protocolo Facultativo
de 1966, se pronunció en favor de la aplicación extraterritorial.
El Comité invocó el párrafo 1 del artículo 5, que prohibe la
interpretación del Pacto "en el sentido de conceder derecho alguno a
un Estado... para emprender actividades o realizar actos encaminados
a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades
reconocidos en el Pacto" y subrayó que "sería inadmisible
interpretar la responsabilidad que confiere el artículo 2 del Pacto
en el sentido de que permite a un Estado Parte cometer, en el
territorio de otro Estado, violaciones del Pacto que no puede
cometer en el suyo" (comunicación № R.12/52, López Burgos contra
Uruguay, párr. 12.3 y comunicación № R.13/56, Lilian Celiberti

contra Uruguay, párr. 10.3, ambas de 29 de julio de 1981, documento
A/36/40, anexos XIX y XX).

b) En esos dos asuntos, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 94
del reglamento provisional del Comité, se unió a las observaciones
del Comité una opinión individual concordante en la que se afirmaba
la aplicabilidad extraterritorial del Pacto pero se aclaraba y
ampliaba el razonamiento del Comité. Esa opinión concordante se
basaba en el argumento de que

"interpretar las palabras "que se encuentren en su territorio"
según su significado literal estricto, excluyendo todo tipo de
responsabilidad por los actos que se realicen fuera de las
fronteras nacionales, llevaría a resultados totalmente
absurdos. Esta fórmula se adoptó con objeto de resolver
dificultades objetivas que pudieran impedir la aplicación del
Pacto en situaciones concretas."
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Y seguía diciendo que todas esas situaciones

"presentan el rasgo común de proporcionar una base plausible
para negar la protección preconizada en el Pacto. Por lo
tanto, se puede llegar a la conclusión de que la intención de
los redactores del Pacto, cuya decisión soberana no puede
ponerse en tela de juicio, era la de restringir el ámbito
territorial del Pacto, dado que pueden presentarse situaciones
en las que su aplicación tropezaría probablemente con
obstáculos excepcionales. Sin embargo, nunca se pretendió
conceder a los Estados Partes un poder discrecional ilimitado
para llevar a cabo ataques intencionados y deliberados contra
la libertad y la integridad personal de aquellos de sus
ciudadanos que vivan en el extranjero. Por consiguiente,
a pesar de la forma en que está redactado el párrafo 1 del
artículo 2, los acontecimientos que se produjeron fuera [del
territorio del Estado Parte] entran dentro del ámbito del
Pacto." (A/36/40, anexo XIX, apéndice, y anexo XX, apéndice.)

c) En su 42° período de sesiones, celebrado en Ginebra, el Comité de
Derechos Humanos examinó, conforme a lo dispuesto en el artículo 40
del Pacto, el tercer informe periódico presentado por el Iraq, que
abarcaba el período comprendido entre el Io de enero de 1986 y
el 31 de mayo de 1991 (CCPR/C/64/Add.6). En esa ocasión los
miembros del Comité hicieron varias preguntas acerca de violaciones
de los derechos humanos presuntamente cometidas por el Iraq durante
su ocupación de Kuwait (véase el informe del Comité de Derechos
Humanos, A/46/40, párrs. 625, 636 y 640). Los miembros del Comité,
de conformidad con sus opiniones anteriores sobre la aplicación
extraterritorial del Pacto, subrayaron la competencia del Comité,
cuando ésta fue negada por la delegación del Iraq, para hacer estas
preguntas. Además, el Comité, en sus observaciones finales, subrayó
"la clara responsabilidad del Iraq con arreglo al derecho
internacional en cuanto a la observancia de los derechos humanos
durante su ocupación" de Kuwait (A/46/40, párr. 652).

58. Se puede pues llegar a la conclusión de que la situación de la ocupación
de Kuwait por el Iraq, no obstante el tenor del párrafo 1 del artículo 2, está
comprendida en el ámbito de aplicación del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos. El Comité, en su calidad de órgano competente encargado
de la interpretación de las disposiciones y la aplicación del Pacto, ha
establecido, en los asuntos antes mencionados, basándose en el artículo 5 del
Pacto o en la fórmula de la opinión individual, sólidos precedentes de la
aplicabilidad extraterritorial del Pacto. Los hechos ocurridos en los asuntos
analizados por el Comité para sentar esos precedentes no difieren en esencia
de los de violación de los derechos humanos cometida por las fuerzas iraquíes
durante la ocupación de Kuwait sea contra nacionales iraquíes, sea contra
nacionales de otros países bajo la jurisdicción (de facto) del Iraq.
En consecuencia, la aplicación al Iraq, en relación con esas violaciones, de
las disposiciones del Pacto se ajusta a los precedentes establecidos.
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59. Debe subrayarse además que los Estados Partes están también obligados a
reconocer los derechos recogidos en el Pacto a los nacionales de países
extranjeros aunque éstos no lo hayan ratificado. A ese respecto el Comité de
Derechos Humanos, en su observación general 15 (27) dijo que "en general, los
derechos reconocidos en el Pacto son aplicables a todas las personas,
independientemente de la reciprocidad, e independientemente de su nacionalidad
o de que sean apatridas" (véase CCPR/C/21/Rev.1).

b) Suspensiones

60. Según el párrafo 1 del artículo 4, "[e]n situaciones excepcionales que
pongan en peligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido proclamada
oficialmente" los Estados Partes "podrán adoptar disposiciones que...
suspendan las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto". Sin embargo,
esas suspensiones sólo están permitidas "en la medida estrictamente limitada a
las exigencias de la situación" y deben ser compatibles con las demás
obligaciones que a los Estados Partes impone el derecho internacional. En el
párrafo 3 de esa disposición se dice que un Estado Parte "que haga uso del
derecho de suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados
Partes... por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, de las
disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los motivos que hayan
suscitado la suspensión".

61. Algunos derechos humanos fundamentales se aplican incondicionalmente
incluso en situaciones excepcionales. El párrafo 2 del artículo 4 del Pacto
dice que "[L]a disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los
artículos 6, 7, 8 (párrs. 1 y 2), 11, 15, 16 y 18".

62. Durante la invasión y ocupación de Kuwait, con inclusión del período de
conflicto armado a partir del 16 de enero de 1991, el Iraq, según su tercer
informe periódico, no proclamó "el estado de emergencia, sino que un estado de
guerra de hecho conduce forzosamente a la adopción de medidas inevitables"
(CCPR/C/64/Add.6, párr. 21). El Iraq no presentó la comunicación prescrita en
el párrafo 3 del artículo 4.

63. Según el Comité de Derechos Humanos, el derecho de tomar medidas de
suspensión, que es sustantivo, "puede no depender de una notificación oficial
hecha de conformidad con el párrafo 3 del artículo 4 del Pacto" (comunicación
№ R.8/34, Jorge Landinelli Silva contra Uruguay, A/36/40, anexo XII).

Sin embargo, en la observación general 5 (13) relativa al artículo 4,

"[e]l Comité opina que las medidas adoptadas de conformidad con el
artículo 4 son de carácter excepcional y temporal y sólo pueden durar
mientras corra peligro la vida de la nación interesada, y que, en
situaciones excepcionales, es sumamente importante la protección de los
derechos humanos, particularmente aquellos que no pueden ser objeto de
suspensión. El Comité estima también que es igualmente importante que,
en situaciones excepcionales, los Estados Partes informen a los demás
Estados Partes acerca de la índole y el alcance de la suspensión de
derechos que hayan llevado a cabo y las razones para ello."
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D. Aplicación de los Convenios de Ginebra de 1949

1. Aplicabilidad

64. El 14 de febrero de 1956 el Iraq pasó a ser Estado Parte en los Convenios
de Ginebra de 1949, comprometiéndose a cumplir los Convenios en todas las
circunstancias. Kuwait pasó a ser Estado Parte el 2 de septiembre de 1967.
Todos los Estados miembros de las fuerzas de la coalición son Estados Partes
en los Convenios. En el contexto de la ocupación de Kuwait, son especialmente
pertinentes el Tercer Convenio de Ginebra de 1949 relativo al trato debido a
los prisioneros de guerra y el Cuarto Convenio de Ginebra de 1949 relativo a
la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra.

65. Según el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra de 1949, éstos
"se aplicará[n] en caso de guerra declarada o de cualquier otro conflicto
armado que surja entre dos o varias de las Altas Partes Contratantes, aunque
el estado de guerra nohaya sido reconocido por alguna de ellas. Se aplicarán
"también en los casos de ocupación de la totalidad o parte del territorio de
una Alta Parte Contratante, aunque la ocupación no encuentre resistencia
militar".

66. Por lo que se refiere a la situación de la población civil del Kuwait
ocupado, el Consejo de Seguridad, de conformidad con la mencionada
disposición, afirmó en su resolución 674 (1990) de 29 de octubre de 1990 "que
el [Cuarto] Convenio de Ginebra... se aplica a Kuwait y que, en su carácter de
Alta Parte Contratante en el Convenio, el Iraq está obligado a cumplir
plenamente todas sus disposiciones". La misma afirmación figura en la
resolución 45/170 de la Asamblea General relativa a la situación de los
derechos humanos en el Kuwait ocupado.

2. Protección de los prisioneros de guerra

67. Son prisioneros de guerra, en el sentido del Tercer Convenio de Ginebra,
entre otras personas, "los miembros de las fuerzas armadas de una Parte en
conflicto, así como los miembros de las milicias y de los cuerpos de
voluntarios que formen parte de estas fuerzas armadas" (párr. 1 del art. 4A) y
"los miembros de las fuerzas armadas regulares que sigan las instrucciones de
un gobierno o de una autoridad no reconocidos por la Potencia detenedora"
(párr. 3 del art. 4A).

68. Los miembros capturados "de las otras milicias y de los otros cuerpos de
voluntarios, incluidos los de movimientos de resistencia organizados,
pertenecientes a una de las Partes en conflicto y que actúen fuera o dentro
del propio territorio, aunque este territorio esté ocupado", sólo se
consideran prisioneros de guerra si están "mandados por una persona que
responda de sus subordinados", tienen "un signo distintivo fijo y reconocible
a distancia", llevan "las armas a la vista" y dirigen "sus operaciones de
conformidad con las leyes y costumbres de la guerra" (párr. 2 del art. 4A).
Si no satisfacen esas condiciones, se les trata como civiles de conformidad
con el Cuarto Convenio de Ginebra y no se benefician del estatuto de
prisionero de guerra y concretamente de la prohibición de que se les imponga
sentencia de muerte por haber causado una muerte mientras participaban
directamente en un conflicto armado.
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69. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5, el
Convenio se aplica a los prisioneros de guerra "a partir del momento en que
caigan en poder del enemigo y hasta su liberación y su repatriación
definitiva". Si hay duda "por lo que respecta a la pertenencia a una de las
categorías enumeradas en el artículo 4 de las personas que hayan cometido un
acto de beligerancia y que hayan caído en poder del enemigo, dichas personas
se benefician de la protección del presente Convenio, en espera de que un
tribunal competente haya determinado su estatuto".

3. Protección de los civiles

70. El artículo 4 del Cuarto Convenio de Ginebra dice que éste "protege a las
personas que, en cualquier momento y de la manera que sea, estén, en caso de
conflicto o de ocupación, en poder de una Parte en conflicto o de una Potencia
ocupante de la cual no sean subditas".

71. Según el artículo 6, el Convenio es aplicable "desde el comienzo de todo
conflicto u ocupación" hasta "un ano después del cese general de las
operaciones militares"; sin embargo, "[l]as personas protegidas, cuya
liberación, cuya repatriación o cuyo reasentamiento tenga lugar después de
estos plazos, disfrutarán, en el intervalo, de los beneficios del presente
Convenio".

72. El artículo 5 permite determinadas excepciones, por estricta necesidad
militar, del cumplimiento de ciertos artículos relativos al trato de los
civiles. Así, una persona que esté en el territorio de una Parte en el
conflicto "no podrá ampararse en los derechos y privilegios conferidos por el
presente Convenio que, de aplicarse en su favor, podrían causar perjuicio a la
seguridad del Estado" en el caso de que ese Estado tenga "serias razones para
considerar que una persona protegida por el presente Convenio resulta
fundadamente sospechosa de dedicarse a actividades perjudiciales" para la
seguridad de ese Estado. Además, las personas capturadas por espías o
saboteadores o porque se sospeche fundadamente que han cometido actos, en
calidad distinta de la de combatientes en un conflicto armado, "perjudiciales
para la seguridad de la Potencia ocupante" podrán quedar privadas "de los
derechos de comunicación previstos en el presente Convenio, en los casos en
que la seguridad militar lo requiera indispensablemente". Sin embargo, el
artículo 5 establece también la obligación, que no admite excepciones, de que
"en cada uno de estos casos, tales personas siempre serán tratadas con
humanidad, y en caso de diligencias judiciales, no quedarán privadas de su
derecho a un proceso equitativo y legítimo, tal como se prevé en el presente
Convenio. Recobrarán, asimismo, el beneficio de todos los derechos y
privilegios de persona protegida, en el sentido del presente Convenio, en la
fecha más próxima posible, habida cuenta de la seguridad del Estado o de la
Potencia ocupante, según los casos".
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IV. LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS У LA PROTECCIÓN
CORRESPONDIENTE CON ARREGLO AL DERECHO DE LOS CONFLICTOS ARMADOS

EN KUWAIT BAJO LA OCUPACIÓN IRAQUÍ

73. A los efectos del análisis de la situación de los derechos humanos en
Kuwait bajo la ocupación iraquí, el período comprendido entre el 2 de agosto
de 1990 y el 26 de febrero de 1991 puede dividirse en tres períodos, en cada
uno de los cuales se registra una pauta diferente de violaciones de los
derechos humanos:

a) el período de la invasión que comenzó el 2 de agosto de 1990 y duró
unos pocos días hasta que cesó la resistencia armada de las fuerzas
armadas de Kuwait y se instalaron las fuerzas de ocupación iraquíes;

b) el período de la ocupación, es decir, desde mediados de agosto
de 1990 a mediados de febrero de 1991, que se caracterizó por la
constante resistencia activa y pasiva que opusieron los ciudadanos y
residentes de Kuwait para combatir y frustrar la política iraquí de
ocupación y anexión de Kuwait y por los intentos de las fuerzas de
ocupación de quebrantar esa resistencia;

c) el período que se inició el 19 de febrero de 1991, antes de la
retirada, en el que las fuerzas de ocupación del Iraq comenzaron una
campaña de detenciones en masa y deportaciones de hombres de Kuwait
al Iraq.

Esta distinción entre el período de la invasión, que comenzó el 2 de agosto
de 1990, el período de la ocupación y el período de las detenciones masivas,
que comenzó el 19 de febrero de 1991, se utilizará como marco analítico en el
presente informe.

A. Prohibición de la detención, prisión y deportación arbitrarias

1. Marco jurídico

74. El artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
prohibe la "detención o prisión arbitrarias" y estipula que "nadie podrá ser
privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al
procedimiento establecido en ésta", con todas las garantías judiciales
previstas en los artículos 9, 14, 15 y 16 del Pacto. En situaciones de
emergencia pública, incluidos períodos de conflicto armado, el artículo 4
permite que se suspendan estas disposiciones. En esos casos, las personas
detenidas y encarceladas están protegidas por las garantías judiciales
establecidas en los Convenios de Ginebra.

75. El artículo 21 del Tercer Convenio de Ginebra dispone que "la Potencia
detenedora podrá internar a los prisioneros de guerra", pero éstos deben ser
tratados humanamente (art. 13) y tienen derecho, "en todas las circunstancias,
al respeto de su persona y de su honor" (art. 14). La Potencia detenedora,
cuando decida el traslado de prisioneros de guerra, deberá tener en cuenta,
conforme al artículo 46, los intereses de los propios prisioneros, con miras,
particularmente, a no agravar las dificultades de su repatriación.
El artículo 118 estipula que los prisioneros de guerra serán liberados y
repatriados, sin demora, tras haber finalizado las hostilidades activas.
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76. El artículo 64 del Cuarto Convenio de Ginebra dispone que la Potencia
ocupante "podrá imponer a la población del territorio ocupado las
disposiciones que sean indispensables para... garantizar la administración
normal del territorio y la seguridad, sea de la Potencia ocupante, sea de los
miembros y de los bienes de las fuerzas o de la administración de ocupación".
Entre estas medidas pueden figurar la detención o prisión de miembros de la
población civil. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 5 (véase el
párrafo 72 supra) debe otorgarse en esos casos la gama completa de
salvaguardias judiciales expuesta en los artículos 67 a 75. De conformidad
con el artículo 49, "los traslados en masa o individuales, de índole forzosa,
así como las deportaciones de personas protegidas del territorio ocupado al
territorio de la Potencia ocupante... están prohibidos, sea cual fuere el
motivo". El artículo 133 dispone que "el internamiento cesará lo más
rápidamente posible después de finalizadas las hostilidades" y el artículo 134
que "las Altas Partes Contratantes harán lo posible por garantizar a todos los
internados el regreso al lugar de su residencia anterior, o por facilitar su
repatriación".

77. El artículo 34 del Cuarto Convenio de Ginebra prohibe "la toma de
rehenes". En cuanto a la utilización de personas como "escudos humanos", el
artículo 28 dispone que "ninguna persona protegida podrá ser utilizada para
proteger, mediante su presencia, ciertos puntos o ciertas regiones contra las
operaciones militares".

78. Existen, en derecho internacional, disposiciones especiales sobre los
derechos e inmunidades del personal diplomático y consular. Entre esas
disposiciones, revisten especial importancia los artículos 22 y 27 de la
Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, de 1961, por cuanto
establecen la inviolabilidad de los locales de las misiones diplomáticas y de
la persona de los agentes diplomáticos. En relación con esas garantías, la
Corte Internacional de Justicia sostuvo, en el caso de los rehenes
estadounidenses en el Irán, que se "no existe un requisito más fundamental
para el mantenimiento de relaciones entre los Estados que la inviolabilidad de
los agentes diplomáticos y de las embajadas, por lo que, a lo largo de la
historia, todos los credos y culturas han observado obligaciones recíprocas a
tal efecto" (Estados Unidos de América с Irán, Orden de 15 de diciembre
de 1975, I.C.J. Reports 1979, pág. 19; reafirmada en el fallo de 24 de mayo
de 1980, Fondo, I.C.J. Reports 1980, pág. 42).

2. Evaluación de los hechos

a) Reclusión de prisioneros de guerra

79. Durante la invasión de Kuwait y los primeros días posteriores a ella,
gran número de efectivos de las fuerzas armadas kuwaitíes que eran ciudadanos
de Kuwait o apatridas residentes en Kuwait (beduinos) fueron tomados
prisioneros de guerra. Todos fueron trasladados al Iraq, donde estuvieron
recluidos durante la ocupación. Otros miembros de las fuerzas armadas de
Kuwait que fueron capturados posteriormente, en la época de la ocupación,
fueron interrogados en Kuwait y trasladados al Iraq, donde estuvieron
recluidos en campos reservados por las autoridades iraquíes para prisioneros
de guerra.
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80. Entre los campos de prisioneros de guerra estaban el de Al Rasheed, en
Bagdad, el de Baqouba y los de Ramadi, Takriti y Mossul. Las autoridades
iraquíes no permitieron que el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR)
visitara esos campos. Según información proporcionada por ex prisioneros, las
condiciones de vida en los campos, especialmente durante las primeras semanas,
fueron muy duras debido a la falta de alimentos y atención médica.
Sin embargo, al menos durante los últimos meses de 1990, se permitió que los
prisioneros de guerra fueran visitados por familiares, de quienes pudieron,
pues, recibir dinero y alimentos.

b) Detención y deportación de civiles al Iraq durante el tiempo de la
ocupación

81. Entre la segunda quincena de agosto de 1990 y mediados de febrero
de 1991, gran número de civiles fueron detenidos y encarcelados por las
fuerzas de ocupación del Iraq. La mayoría de ellos eran ciudadanos de Kuwait
o apatridas (beduinos), aunque también había personas residentes en Kuwait
durante mucho tiempo que procedían de otros países árabes, incluidas personas
de origen palestino, egipcios, jordanos, árabes sauditas y sirios.

82. Pueden distinguirse las tres categorías de detenciones siguientes:

a) Personas detenidas en sus hogares por personal del ejército y
servicios de información. Esas detenciones fueron practicadas a
menudo por miembros del Servicio de Información del Iraq (Muhabarat)
junto con fuerzas armadas, en ocasiones gran número de soldados.
La mayoría de los civiles detenidos que fueron entrevistados por el
Relator Especial indicaron que habían sido detenidos en esas
circunstancias.

b) Personas detenidas en la vía pública o en puestos de control
establecidos por las fuerzas de ocupación del Iraq, tras haber sido
identificadas como personas objeto de una orden de detención.

c) Personas detenidas como parte de registros sistemáticos de viviendas
de determinados distritos de la ciudad de Kuwait u otras ciudades,
especialmente si se descubrían volantes, equipo de comunicación o
armas.

Algunas de las detenciones fueron calificadas de "brutales", incluida la de un
ex miembro del Parlamento, cuya esposa y hermana fueron amenazadas con una
bayoneta y cuyos hijos y demás familiares fueron maltratados.

83. Se indicaron los siguientes motivos de detención: i) pertenecer al
ejército o fuerzas de policía de Kuwait o desempeñar puestos importantes en la
administración de Kuwait, ii) participar en actividades armadas de la
resistencia, iii) poseer armas o munición, o iv) participar en resistencia no
violenta, incluida la manifestación de oposición a la invasión y ocupación,
con frecuencia mediante escritos en muros y la posesión y distribución de
octavillas y volantes. Sin embargo, los motivos de la detención no estaban
claros en ocasiones; así, a mediados de septiembre de 1990, cinco médicos de
la Media Luna Roja de Kuwait fueron detenidos y encarcelados durante más de
tres semanas sin ser acusados de ninguno de los referidos hechos.
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84. En otros casos, se informó de que se había detenido a familiares o amigos
de sospechosos junto con éstos o en lugar de éstos. En uno de esos
casos, 20 varones de edades comprendidas entre los 15 y los 50 años fueron
detenidos al entrar en el salón (diwanivah) de la vivienda de un amigo común.
En el caso de la referida detención de un ex miembro del Parlamento, su hijo y
su sobrino, de 17 y 18 años de edad, respectivamente, manifestaron que habían
sido detenidos junto con casi otros 20 familiares y amigos.

85. En la mayoría de los casos, los detenidos fueron llevados lo primero de
todo a lugares que servían de centros de detención, como comisarías, escuelas
o viviendas abandonadas de las que se habían hecho cargo las fuerzas iraquíes
de ocupación. Como muestra un análisis de las entrevistas, los detenidos eran
sometidos en esos lugares a un primer interrogatorio. Algunos de ellos eran
puestos en libertad después de unos pocos días, a veces tras el pago de un
soborno por ellos o sus parientes. La mayoría fueron trasladados a prisiones
o centros de detención más permanentes en Kuwait. Los interrogatorios se
centraban en las actividades de los detenidos o de sus amistades y parientes.
Se indicó a los detenidos que debían colaborar con las fuerzas de ocupación
del Iraq y proporcionar información. En los interrogatorios a menudo se les
aplicaron torturas. Algunos detenidos fueron puestos en libertad
seguidamente, con frecuencia después de firmar un juramento de fidelidad al
Gobierno iraquí. En otros casos, los detenidos fueron ejecutados tras sufrir
torturas. Los que no eran puestos en libertad ni ejecutados eran deportados
al Iraq, donde se les recluía en grandes prisiones o campos para detenidos.

Se incluye como anexo al presente informe una lista de los lugares de
detención en Kuwait (anexo I).

86. Casi todas las personas entrevistadas indicaron que los detenidos no
tenían acceso a abogados (véanse las excepciones en el párrafo 135 infra) y
que no se les permitía ponerse en contacto con sus familias. En general, no
se informaba del paradero de las personas detenidas a los familiares que
pedían información sobre ellas, por lo menos hasta que su liberación no era
inminente.

87. Los ex detenidos informaron prácticamente en todos los casos que sus
condiciones de detención habían sido rigurosas, especialmente durante los
primeros días y semanas. En muchos casos, esas condiciones continuaron en el
Iraq. Las celdas estaban a menudo atestadas y los prisioneros sufrieron
debido a la falta de alimentos y agua y servicios sanitarios, así como de una
atención médica adecuada.

c) Detención v deportación en masa al Iraq después del 19 de febrero
de 1991

88. Las personas aprehendidas durante las detenciones en masa practicadas por
las fuerzas de ocupación iraquíes durante el período inmediatamente anterior a
la retirada constituyeron una categoría especial de civiles detenidos y
deportados. Esas detenciones comenzaron el 19 de febrero de 1991 y
continuaron durante varios días. Fueron practicadas en puntos de control o
delante de las mezquitas. Algunas de las personas detenidas fueron informadas
del motivo de su detención y sometidas a interrogatorio; otras fueron
simplemente detenidas. Se informó de que se había detenido a ciudadanos
varones kuwaitíes de todas las edades, incluidos ancianos.
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89. La mayoría de esas personas fueron deportadas al Iraq. Algunas
permanecieron en grandes campos en Basra/ hasta que fueron liberadas y
repatriadas, mientras que otras fueron trasladadas a diferentes campos cerca
de Bagdad o en el Iraq septentrional. En casi todos los casos, esos
ex detenidos indicaron que las condiciones de vida en campos atestados eran
duras y dijeron que habían sufrido a causa de la escasez de alimentos, agua
potable contaminada, condiciones sanitarias deficientes y falta de atención
médica adecuada. También se informó de que los detenidos habían sido
golpeados y maltratados por los guardias.

d) Detención y deportación de extranjeros

90. Antes del 2 de agosto de 1991, residían en Kuwait más de 1,3 millones de
personas que no eran nacionales de Kuwait, incluidos más de 9.000 ciudadanos
de países de la OCDE. Se ordenó a las personas de esta última categoría que
comparecieran ante las autoridades del Iraq el 16 de agosto de 1990. Según
muchos informes de fuentes gubernamentales y no gubernamentales, esas personas
fueron deportadas posteriormente al Iraq y obligadas a permanecer en ese
país. Algunas estuvieron recluidas en lugares estratégicos y fueron así
utilizadas como "escudos humanos", en algunos casos hasta diciembre de 1990.
Según fuentes británicas, en un determinado momento estaban recluidos en el
Iraq 300 ciudadanos británicos. Entre ellos se encontraba el dueño de un
hotel, quién dijo que había sido llevado a Bagdad junto con su esposa y su
hijo de 19 años de edad. Allí fue trasladado inmediatamente a una fábrica de
productos químicos, donde junto con un grupo de unas 30 personas, incluidas
una niña de б y otra de 8 años, se vio obligado a pasar casi cinco días en una
habitación desprovista de ventanas. Posteriormente, fue conducido de nuevo en
repetidas ocasiones a esa fábrica por períodos de hasta varias semanas.

91. Otros extranjeros de origen occidental se ocultaron en Kuwait o vivieron
en ese país con falsas identidades. Algunos de ellos fueron detenidos y
maltratados, como es el caso de un instructor británico que, según se dice,
fue objeto, entre otras cosas, de simulacros de ejecución después de su
captura en enero de 1991.

92. Una situación especial fue la algunos miembros del personal diplomático y
consular que se encontraban en Kuwait en el momento de la invasión. El Iraq,
en violación de todas las normas pertinentes de derecho internacional, ordenó
la clausura de todas las embajadas hasta el 24 de agosto de 1991. Los
miembros de las misiones diplomáticas y consulares de los Estados que apoyaban
las fuerzas de la coalición quedaron recluidos en los recintos de las
embajadas hasta el 16 de diciembre de 1990.

3. Evaluación

93. En relación con el número de personas detenidas y encarceladas en Kuwait,
cabe hacer la siguiente evaluación cuantitativa:

a) Prisioneros de guerra: según las cifras proporcionadas por el CICR
al Relator Especial, un total de 4.219 prisioneros de guerra fueron
registrados y repatriados del Iraq a Kuwait entre marzo y septiembre
de 1991.
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b) Personas civiles detenidas durante la ocupación: el Relator
Especial no pudo determinar el número de esas personas. El CICR
registró y repatrió a 935 internados civiles que fueron detenidos en
el Iraq en marzo de 1991. Sin embargo, el número total de personas
detenidas durante el tiempo de la ocupación es mucho más alto de lo
que indica esta cifra y podría llegar a varios miles, una parte
considerable de las cuales fueron deportadas al Iraq. Un número
desconocido de personas fueron detenidas tan sólo temporalmente y
puestas en libertad de lugares de detención en Kuwait y el Iraq
antes del 26 de febrero de 1991. A este respecto cabe observar que
hubo muchos informes concernientes a detenciones por breve plazo.
Esos informes quedan corroborados por el hecho de que el número de
centros de detención en Kuwait durante la ocupación iraquí fue
elevado (véase la lista en el anexo I), lo que permitía proceder a
oleadas de detenciones a corto plazo de gran número de personas en
cualquier momento determinado. Hay también fuertes razones para
pensar que más de 2.000 personas que siguen desaparecidas fueron
detenidas por las fuerzas de ocupación iraquíes y deportadas al Iraq
(véanse los párrafos 156 y 157 infra).

c) Víctimas de las detenciones en masa de febrero de 1991: 1.174
personas que, con toda probabilidad fueron detenidas el 19 de
febrero de 1991 y durante los días siguientes, fueron devueltas de
Basra, según la información proporcionada al Relator Especial por el
Comité Internacional de la Cruz Roja, durante una operación que fue
organizada sin la participación del CICR el 7 de marzo de 1991.
Esta cifra no incluye todas las víctimas de esas detenciones en
masa, ya que, según.la información procedente de ex detenidos y
otras fuentes, un número desconocido de personas regresó por sus
propios medios de centros de detención en el Iraq meridional. Los
documentos que, según se informa, quedaron abandonados por las
fuerzas iraquíes en retirada (véase el anexo II, documento 1)
indican también que el número de víctimas de las detenciones en masa
de febrero de 1991 fue superior al de las personas cuyo regreso
quedó registrado el 7 de marzo de 1991. El Relator Especial estima
que, por lo menos 2.000 hombres kuwaitíes fueron detenidos el 19 de
febrero de 1991 y durante los días siguientes y deportados
posteriormente al Iraq.

d) Varios centenares de nacionales de otros países, principalmente de
países de la OCDE, entre ellos mujeres y niños, fueron deportados de
Kuwait al Iraq y obligados a permanecer en este último país durante
varios meses. No se proporcionaron estadísticas concretas al
Relator Especial.

94. Los informes indican que el Iraq ha violado disposiciones relativas a la
prohibición de la detención, prisión y deportación arbitrarias que no pueden
ser suspendidas incluso en tiempos de conflicto armado:

a) En virtud el Tercer Convenio de Ginebra, la Potencia detenedora
podrá internar a los prisioneros de guerra y trasladarlos en tal
concepto a su propio territorio para someterlos a una detención
adecuada (art. 21). Así pues no estaba prohibida la detención de
miembros de las fuerzas armadas de Kuwait en campos iraquíes.
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Sin embargo, el trato de que, según se informa, fueron objeto esos
prisioneros de guerra violó, en muchos casos, las obligaciones que
impone el Convenio en lo que respecta a las condiciones de detención.

b) El Cuarto Convenio de Ginebra autoriza a la Potencia ocupante, con
sujeción a determinadas condiciones restrictivas, a internar a
civiles protegidos. Sin embargo, la detención en masa, arbitraria o
prolongada de civiles no estaba justificada en muchos casos, incluso
en función de la necesidad militar, sobre todo a la luz de los
artículos 41 a 43, 68 y 78 del Cuarto Convenio. En una gran mayoría
de casos, las detenciones se practicaron en completa violación de
los derechos de procedimiento establecidos en esos artículos. La
deportación de civiles al Iraq violó la prohibición enunciada en el
artículo 48 del Convenio de trasladar y deportar a civiles del
territorio ocupado al territorio de la Potencia ocupante. La
utilización como escudos humanos en lugares estratégicos del Iraq de
civiles de países occidentales que habían residido en Kuwait
constituyó una violación del artículo 28.

c) La reclusión del personal diplomático y consular en los recintos de
sus embajadas no sólo violó la Convención de Viena de 1961 sobre
Relaciones Diplomáticas y demás disposiciones pertinentes de derecho
internacional, sino también principios básicos de derechos humanos.
La Corte Internacional de Justicia sostuvo, en un contexto
comparable, que "privar ilícitamente a seres humanos de su libertad
y someterlos a coerción física en condiciones rigurosas es
manifiestamente incompatible en sí mismo... con los derechos
fundamentales enunciados en la Declaración Universal de Derechos
Humanos" (Estados Unidos de América c. Irán, Fondo,

I.C.J. Reports 1980, párr. 91).

B. Prohibición de torturas y tratos crueles, inhumanos o degradantes

1. Marco -jurídico

95. La prohibición de la tortura consagrada en el artículo 5 de la
Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 ha pasado a ser parte del
derecho internacional consuetudinario. Asimismo, la prohibición de "las
mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios" y de los
"atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y
degradantes", que figura en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra,
es uno de esos principios humanitarios que, según ha declarado la Corte
Internacional de Justicia, forman parte del derecho internacional general
aplicable en conflictos armados tanto internacionales como no internacionales
(véanse los párrafos 40 y 41 supra).

96. En derecho de los tratados, el artículo 7 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos dice que "nadie será sometido a torturas ni a
penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes". Con arreglo al párrafo 2
del artículo 4 del Pacto, esta disposición figura entre los artículos que no
pueden ser suspendidos incluso en situaciones excepcionales. El Comité de
Derechos Humanos, en el párrafo 2 de su observación general al artículo 7,
dice:
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"Según se desprende de los términos de este artículo, el alcance de la
protección exigida es mucho más amplio que la simple protección contra la
tortura, tal como se la entiende normalmente. Quizás no sea necesario
establecer distinciones muy precisas entre las diversas formas prohibidas
de tratos o penas. Estas distinciones dependen de la naturaleza, la
finalidad y la severidad del trato particular que se dé... es también
obligación de las autoridades públicas garantizar la protección de la ley
contra esa clase de tratos, aun cuando sean infligidos por personas que
actúan fuera de los límites de su función pública o que no ejercen
función pública alguna."

97. Según el párrafo 1 del artículo 14 del Tercer Convenio de Ginebra, los
prisioneros de guerra tienen derecho al respeto de su persona y de su honor.
Con arreglo al artículo 13, los actos que pongan en grave peligro la salud de
un prisionero de guerra, entre ellos las mutilaciones físicas o experimentos
médicos o científicos, se consideran como infracción grave contra el Convenio;
asimismo, los prisioneros de guerra deberán ser protegidos en todo tiempo de
tratos crueles, inhumanos o degradantes y contra todo acto de violencia o de
intimidación, contra los insultos y la curiosidad pública. Además, los
artículos 17 y 99 prohiben la utilización de la tortura o de otra forma

de coerción física o moral para obtener de un prisionero de guerra
"datos de la índole que fueren" cuando haya sido capturado o para que
confiese un delito del que haya sido acusado en un procedimiento judicial.
El artículo 87 dispone que están prohibidos "los castigos corporales, los
encarcelamientos en locales donde no entre la luz solar y, en general, toda
forma de tortura o de crueldad"; el artículo 89 dispone que los castigos
disciplinarios "no serán, en ningún caso, inhumanos, brutales o peligrosos
para la salud de los prisioneros de guerra".

98. Las personas civiles están protegidas contra la tortura y los tratos
crueles, inhumanos o degradantes por varias disposiciones del Cuarto Convenio
de Ginebra. El artículo 27 estipula que las personas protegidas tienen
derecho, en todas las circunstancias, a que se respete su persona y su honor.
El artículo 32 enuncia la norma básica de la prohibición de "toda medida que
pueda causar sufrimientos físicos o la exterminación de las personas
protegidas" y especifica que "esta prohibición se aplica no solamente al
homicidio, a la tortura, a los castigos corporales, a las mutilaciones y a los
experimentos médicos o científicos no requeridos por el tratamiento médico de
una persona protegida, sino también a cualesquiera otros malos tratos por
parte de agentes civiles o militares". El artículo 31 prohibe la coacción
"física o moral contra las personas protegidas, en especial para obtener
de ellas, o de terceros, informaciones". En los lugares de internamiento,
la disciplina "debe ser compatible con los principios de humanidad"
(art. 100). En lo que respecta a las sanciones penales y disciplinarias, el
artículo 118 prohibe "todos los encarcelamientos en locales sin luz del día y,
en general, las crueldades de toda índole".

99. Las personas no protegidas por estos dos Convenios se benefician de las
garantías enunciadas en el artículo 3 común, que prohibe "las mutilaciones,
los tratos crueles, la tortura y los suplicios", así como "los atentados contra
la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes" y de
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las garantías fundamentales correspondientes del artículo 75 del Protocolo
Adicional I a los cuatro Convenios de Ginebra, ya que esas dos disposiciones
consagran el derecho consuetudinario aplicable también en tiempos de conflicto
armado y de ocupación (véanse los párrafos 41 a 43 supra).

2. Evaluación de los hechos

100. El Relator Especial ha recibido amplias informaciones sobre las torturas
y tratos crueles, inhumanos o degradantes infligidos por las fuerzas iraquíes
de ocupación. Además de los informes recibidos de organizaciones no
gubernamentales internacionales y del informe Farah (S/22536), se dispuso de
las siguientes fuentes de información:

a) Treinta y nueve entrevistas celebradas por el Relator Especial con
personas que afirmaron que habían sido víctimas de tortura, médicos
que habían visto o tratado a muchas de esas víctimas y familiares de
personas ejecutadas que vieron trazas de torturas en los cuerpos de
esas personas.

b) Las actas resumidas de 117 entrevistas con víctimas de torturas y
tratos crueles, inhumanos o degradantes mantenidas por la Asociación
Kuwaiti para la Defensa de las Víctimas de la Guerra. En algunas de
esas actas figura una evaluación médica del caso por médicos que
trabajaban en nombre de la Asociación; otras incluyen historiales
médicos y declaraciones juradas de hospitales de Kuwait y de otros
países. Para evaluar la exactitud de esas actas y la credibilidad
de esas declaraciones, el Relator Especial celebró entrevistas con
algunas de esas personas.

c) Los resultados de un estudio de 100 personas detenidas que fueron
repatriadas del Iraq, y de otro estudio de 330 ex detenidos que
estuvieron recluidos en Kuwait o en el Iraq (incluidos los
prisioneros por corto plazo); ambos estudios fueron realizados por
el Dr. Abdullah Al-Hammadi (hospital de Ibn Sina, ciudad de Kuwait).

d) Pruebas fotográficas que fueron corroboradas por testigos oculares o
que eran compatibles con los testimonios prestados por ex detenidos
que habían sido víctimas de tortura.

a) Prácticas

101. En lo que respecta al trato de miembros de las fuerzas armadas de Kuwait
que fueron hechos prisioneros de guerra en el momento de la invasión, el
Relator Especial recibió algunos informes que indicaban que algunas por lo
menos de esas personas habían sido torturadas al poco tiempo de haber sido
capturadas o después de su traslado a campos en el Iraq. Entre ellas estaba,
por ejemplo, un investigador de la policía, de 31 años de edad, que, según se
informa, fue interrogado y torturado en Kuwait con descargas eléctricas y
falaga (golpes prolongados en las suelas de los pies) después de haber sido
capturado por las fuerzas iraquíes de invasión; en el Iraq sufrió nuevas
torturas, entre ellas el estar colgado al techo durante casi dos días y verse
obligado a participar en la ruleta rusa. Sin embargo, la información
disponible no indica que los incidentes de este tipo fueran sistemáticos.
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102. La mayoría de las víctimas de la tortura fueron detenidas durante el
período de la ocupación (entre la segunda mitad de agosto de 1990 y la primera
de febrero de 1991). De las personas torturadas, la mayoría lo fueron porque
las fuerzas de ocupación iraquíes sospechaban que eran miembros de la
resistencia kuwaití/ aunque al parecer, algunas de ellas fueron torturadas por
haber expresado sus opiniones, por ejemplo, distribuyendo octavillas.

La mayoría de los casos comunicados seguía la misma pauta:

a) Tras su captura, esas personas eran conducidas normalmente a una
comisaría o a otro edificio establecido como centro de detención,
donde se las sometía a un primer interrogatorio en el curso del cual
la mayoría de ellas eran objeto de fuertes palizas o incluso graves
torturas.

b) Seguidamente, los detenidos eran llevados a una cárcel o centro
especial de investigación donde la mayoría de ellos eran sometidos a
nuevos interrogatorios. Por lo general, esos interrogatorios iban
también acompañados de fuertes palizas o graves torturas durante un
período de varios días o incluso semanas.

c) Algunos detenidos permanecían en esos lugares durante períodos
prolongados, mientras que otros eran puestos en libertad y otros
conducidos a cárceles y campos de detención en el Iraq.
En especial, quienes no habían admitido su culpabilidad o se negaban
a proporcionar la información solicitada de ellos, continuaban,
según se informó, siendo objeto de tortura, incluso tras su
deportación al Iraq.

103. Las personas encarceladas durante las detenciones en masa que comenzaron
el 19 de febrero de 1991 afirmaron que habían sido golpeadas y que su
reclusión había sido muy dura. Sin embargo, sólo hubo informes esporádicos de
interrogatorios acompañados de tortura.

104. El análisis del testimonio de las víctimas de tortura indica que la
tortura perseguía cinco fines diferentes: i) obligar a los detenidos a
confesar su culpabilidad; ii) obtener información, por ejemplo, sobre los
miembros o actividades de la resistencia; iii) castigar comportamientos
anteriores; iv) intimidar y aterrorizar a particulares y a sus familias,
así como a la población, para impedir la ejecución de actos de
resistencia; v) obligar a particulares a cooperar con las fuerzas de ocupación
(al parecer, la mayoría de los detenidos tenían que firmar una declaración en
la que afirmaban que estaban dispuestos a hacer esto).

105. Aunque la mayoría de las víctimas de la tortura eran hombres
de 18 a 40 años de edad, se informa también de que se torturó a ancianos, así
como a mujeres e incluso a niños. Varias mujeres que habían sufrido tortura
fueron entrevistadas durante la visita del Relator Especial. Entre ellas
estaban dos hermanas, de 18 y 19 años de edad, y su prima, de 16 años, todas
las cuales sufrieron, en septiembre de 1990, descargas eléctricas o quemaduras
de cigarrillos. Una mujer de negocios, de 44 años de edad, mostró quemaduras
de cigarrillos en varias partes del cuerpo, cardenales en su espalda, una
muñeca hinchada y dientes rotos. Dijo también que le habían arrancado las
uñas y la habían obligado a sentarse en un calentador de café encendido.
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Varios hombres fueron también testigos de la tortura de mujeres mientras
estaban detenidos. Es difícil determinar el porcentaje de mujeres y menores
que fueron víctimas de tortura. Las cifras siguientes ofrecen una
indicación. La lista de víctimas de tortura facilitada al Relator Especial
por la Asociación de Kuwait en Defensa de las Víctimas de la Guerra muestra
que 10 de las 106 personas (9/4%) eran mujeres. En un estudio hecho por
el Dr. Al-Hammadi de 330 ex detenidos, se llega a la conclusión de que, entre
las 261 personas que, según se dice, fueron torturadas, 27 (10,3%) eran
mujeres y 7 niños.

b) Métodos

106. Los métodos de tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes fueron
múltiples. El método más frecuente consistió en fuertes palizas en todo el
cuerpo, incluidas las partes sensibles; entre los instrumentos utilizados
había palos, varillas metálicas, porras, látigos, culatas de rifles y cables
de acero. En algunos casos, este tipo de golpes produjo lesiones graves.
Con frecuencia, las palizas incluían falaga. Según dos estudios realizados
por el Dr. Al-Hammadi, casi el 90% de quienes dijeron que habían sido
torturados afirmaron que habían sido golpeados. Un análisis estadístico
realizado por el Relator Especial de las 117 actas resumidas de entrevistas
con víctimas de tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes celebradas
por la Asociación de Kuwait confirmó esta cifra (en el 87% de las actas se
hace mención de palizas).

107. Se afirmó también que se habían utilizado corrientemente descargas
eléctricas (la aplicación de electricidad a partes sensibles del cuerpo,
incluidos los oídos, la lengua, los dedos de las manos y los pies y los
órganos genitales): el 48% de las víctimas de tortura entrevistadas por la
Asociación de Kuwait en Defensa de las Víctimas de la Guerra y el 36% de
quienes dijeron que habían sido maltratados de algún modo en el estudio hecho
por el Dr. Al-Hammadi de 330 ex detenidos afirmaron que habían sido víctimas
de descargas eléctricas.

108. Se informó de muchos casos de tortura psicológica, incluidas las
amenazas de torturar o violar a familiares, el obligar a personas a presenciar
ejecuciones o torturas, entre ellas la violación de otros detenidos o incluso
de familiares, simulacros de ejecuciones o amenazas de ejecución. Casi la
tercera parte de las personas entrevistadas por la Asociación de Kuwait en
Defensa de las Víctimas de la Guerra indicaron que habían sufrido graves
formas de tortura psicológica.

109. Otra forma frecuente de tortura fue la suspensión de los detenidos, en
ocasiones durante períodos prolongados, por los pies, los brazos o la cintura;
a menudo eran golpeados mientras estaban suspendidos. Entre las personas
entrevistadas por la Asociación de Kuwait en Defensa de las Víctimas de la
Guerra, el 21% indicó que había sido sometido a este tipo de tortura, mientras
que el porcentaje correspondiente fue del 31% en el estudio de víctimas de
tortura y malos tratos hecho por el Dr. Al-Hammadi de 330 ex detenidos.

110. El Relator Especial recibió pruebas de casos de quemaduras, normalmente
con cigarrillos, pero en ocasiones con agua hirviente o utensilios
domésticos. Otra forma de tortura infligida repetidamente fue la de arrancar
las uñas.
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111. Entre otros métodos utilizados estaba la tortura sexual. Las detenidas
fueron violadas y tanto hombres como mujeres sufrieron la inserción de cuellos
de botella, en ocasiones rotos. Dado que muchas víctimas de tortura sexual se
mostraban renuentes en dar a conocer sus experiencias, no se dispone de cifras
estadísticas.

112. Las mutilaciones graves fueron menos frecuentes; sin embargo, muchos de
los cuerpos de las personas ejecutadas mostraban mutilaciones graves. Según
pruebas fotográficas, los torturadores procedían a arrancar los ojos, cortar
las orejas o verter ácido en la cara o partes del cuerpo.

c) Lugares

113. Se infligieron torturas en muchos lugares de Kuwait o en el Iraq, a
donde fueron llevadas personas capturadas por las fuerzas iraquíes de
ocupación. Se incluye como anexo al presente informe (anexo I) una lista de
presuntos lugares de detención y tortura en Kuwait.

114. Cabe dividir esos lugares en las categorías siguientes:

a) En Kuwait, las personas detenidas por las fuerzas iraquíes de
ocupación eran torturadas en general en la comisaría local.
El testimonio de ex detenidos indicó que se infligieron torturas en
la mayoría de las comisarías de las ciudades y distritos de Kuwait.
Entre ellas, se informó de muchos casos de tortura que se habían
infligido en las comisarías de Sabah al Salem, Jahra, Hawalli,
Farwaniya, Salmiya y Firdous. Al parecer, algunas escuelas,
incluidas las escuelas secundarias de Abdallah Mobarak y Abdallah
Salem, sirvieron también de centros de detención y tortura;

b) Entre los centros mayores de detención de Kuwait donde las personas
detenidas fueron llevadas para ser sometidas sistemáticamente a
interrogatorio y tortura estaban la prisión de menores
(Sijn Al Adath) de Firdous, el Palacio Nayef (Gobierno Civil -
Muhafazat al 'Asima) en el centro de Kuwait, la granja experimental
Al Mashatel en Rabian y el edificio de la Embajada del Iraq.

c) Las personas deportadas al Iraq informaron de que se habían
infligido frecuentemente torturas en la cárcel de seguridad del
Estado de Basra, el campo de Abu Ghoraib y la cárcel de Samawah.

3. Análisis

115. No es posible determinar el número de víctimas de la tortura y de los
tratos crueles, inhumanos y degradantes. Según las entrevistas realizadas por
el Relator Especial, la misión Farah y la Asociación de Kuwait para la
Protección de las Víctimas de la Guerra, la tortura fue ampliamente
practicada. Una indicación de la práctica generalizada de la tortura figura
en los dos estudios llevados a cabo por el Dr. Al-Hammadi. De los 100 ex
detenidos que fueron repatriados del Iraq y cuya condición se analiza en el
primer estudio, 76 pretendieron haber sido objeto de alguna forma de tortura o
de tratos crueles, inhumanos o degradantes, y de los 330 ex detenidos cuyo
caso se detalla en el segundo estudio, 261 declararon haber sido sometidos a
tortura física o psicológica y agresiones.
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116. La información de que se dispone pone de manifiesto una pauta de
violación generalizada, por las fuerzas de ocupación iraquíes, principalmente
del artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el
artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de las
disposiciones correspondientes de los Convenios de Ginebra relativos a la
prohibición de la tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes.
Aunque la tortura de los prisioneros de guerra capturados durante la invasión
y de los hombres de ciudadanía kuwaití apresados durante la serie de
detenciones en gran escala de febrero de 1991 parece haber sido menos
frecuente, puede concluirse que durante el período de la ocupación se recurrió
sistemáticamente a la tortura y a los tratos crueles, inhumanos y degradantes
en el interrogatorio de las personas detenidas. Los métodos más brutales de
tortura se aplicaron, según los informes, a personas sospechosas de pertenecer
a la resistencia.

117. En muchos casos, la tortura y los tratos crueles, inhumanos o
degradantes produjeron lesiones físicas o mentales permanentes. Según los
informes médicos y psiquiátricos de que dispone el Relator Especial, varias
víctimas de la tortura todavía sufren, entre otras cosas, parálisis parcial,
dolores, estados de depresión profunda, perturbaciones del sueño y pesadillas,
ansiedad aguda, amnesia parcial e incapacidad para concentrarse, lo cual a
menudo requiere atención médica y psicológica. Deben también destacarse las
consecuencias, en el contexto cultural de Kuwait, de los casos de violación.

C. Derecho a la vida y prohibición de ejecuciones
sumarias y arbitrarias

1. Legislación aplicable

a) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

118. El artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
estipula que "el derecho a la vida es inherente a la persona humana.
Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida
arbitrariamente" (párr. 1). La pena de muerte "sólo podrá imponerse... por
los más graves delitos" y "sólo... en cumplimiento de sentencia definitiva de
un tribunal competente" (párr. 2).

119. Incluso en situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida
de la nación, no está autorizada la suspensión de esas disposiciones
(artículo 4, párrafo 2 del Pacto). Esto tiene principalmente dos
consecuencias:

a) Según el párrafo 3 de la observación general 6/16 del Comité de
Derechos Humanos relativa al artículo 6, la prohibición de la
privación arbitraria de la vida incluye la obligación de los Estados
de "tomar medidas para evitar... que sus propias fuerzas de
seguridad maten de forma arbitraria" (véase el documento
CCPR/C/21/Rev.l).

b) Incluso en situaciones excepcionales, la pena de muerte sólo
podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un
tribunal competente. Aun cuando en esas situaciones un Estado
establezca tribunales especiales para juzgar a personas civiles,
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"el procesamiento de civiles por tales tribunales debe ser
muy excepcional y ocurrir en circunstancias que permitan
verdaderamente la plena aplicación de las garantías previstas en el
artículo 14" (observación general 13/21 relativa al artículo 14,
párrafo 4, documento CCPR/C/21/Rev.1). Así pues, "de los términos
expresos del artículo б se desprende también que la pena de muerte
sólo puede imponerse de conformidad con el derecho vigente en el
momento en que se haya cometido el delito y que no sea contrario al
Pacto. Deben observarse las garantías de procedimiento que se
prescriben en él, incluido el derecho de la persona a ser oída
públicamente por un tribunal independiente, a que se presuma su
inocencia y a gozar de las garantías mínimas en cuanto a su defensa
y al. derecho de apelación ante un tribunal superior" (observación
general 6/16 relativa al artículo 6, párrafo 7, documento
CCPR/C/21/Rev.1). Esos principios, a causa de su naturaleza no
derogable, también son de aplicación a las personas que no estén
plenamente protegidas por los Convenios de Ginebra.

b) Los Convenios de Ginebra

120. Respecto de las "personas que participen directamente en las
hostilidades, incluso de los miembros de las fuerzas armadas que hayan
depuesto las armas y las personas que hayan quedado fuera de combate por
enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa", el artículo 3 de
las disposiciones generales de los Convenios de Ginebra prohibe no sólo
"los atentados a la vida y la integridad corporal, especialmente el homicido
en todas sus formas", sino también "las condenas dictadas y las ejecuciones
efectuadas sin previo juicio, emitido por un tribunal regularmente
constituido, provisto de garantías judiciales reconocidas como indispensables
por los pueblos civilizados". Si bien esa disposición, según su redacción, es
aplicable "en caso de conflicto armado sin carácter internacional" también
debe aplicarse, como ha declarado la Corte Internacional de Justicia, en
cuanto norma de derecho consuetudinario internacional, a los conflictos
internacionales, "porque las reglas mínimas aplicables a los conflictos
internacionales y a los conflictos que no tienen ese carácter son idénticas"
(Nicaragua c. Estados Unidos de América, Fondo, ICJ Reports 1986, pág. 114).

121. Según el Tercer Convenio de Ginebra sobre el trato a los prisioneros de
guerra, la vida de esos prisioneros está protegida en varios aspectos:

a) El artículo 13 prohibe "cualquier acto u omisión ilícita por parte
de la Potencia en cuyo poder se encuentren los prisioneros que
acarree la muerte... de un prisionero de guerra"; las violaciones de
esa prohibición serán consideradas "como grave infracción al
presente Convenio" (párr. 1). Las represalias contra un prisionero
de guerra están prohibidas (párr. 3).

b) De conformidad con los artículos 99 a 101, los prisioneros de guerra
pueden- ser condenados a muerte por un acto que se hallase prohibido
por la legislación de la Potencia en cuyo poder estén o por el
derecho internacional en la fecha en que se hubiese cometido dicho
acto; sin embargo, esas condenas sólo son admisibles si la persona
interesada tiene "la posibilidad de defenderse" o de contar "con la



E/CN.4/1992/26
página 36

asistencia de un defensor calificado" (art. 99, párr. 3).
La ejecución de la condena a muerte deberá aplazarse "por lo menos
seis meses a partir del momento en que la notificación detallada
prevista en el artículo 107 haya llegado a la Potencia protectora"
(art. 101).

122. Según el Cuarto Convenio de Ginebra sobre la protección de las personsas
civiles en tiempo de guerra, esas personas disfrutan de las siguientes
garantías en lo referente a su derecho a la vida:

a) En el artículo 27, párrafo 1, se establece la regla de que las
personas civiles protegidas "tienen derecho, en cualquier
circunstancia, al respeto a su persona... deberán ser tratadas, en
todo momento, con humanidad y especialmente protegidas contra
cualquier acto de violencia...". Ello incluye la prohibición de
actos que pongan en peligro la vida de los individuos y así se
consideran ilícitas las ejecuciones arbitrarias y sumarias.

b) En el artículo 32 se prohibe de manera más concreta "cualquier
medida capaz de causar... la exterminación de las personas
protegidas. Esta prohibición abarca no solamente el homicidio...
sino también cualquier otra crueldad practicada por agentes civiles
o militares".

c) En el artículo 37 se declara que las personas protegidas que se
encuentren en detención preventiva o sufriendo penas de privación de
libertad, serán tratadas, durante su encarcelamiento, con
humanidad. Así pues, las personas detenidas están protegidas contra
la arbitrariedad y la brutalidad; por lo tanto, la Potencia ocupante
debe abstenerse de matar a los detenidos y de cualquier otra acción
que pueda causar la muerte de esas personas.

d) Según el artículo 68, cuando personas protegidas cometieren una
infracción únicamente con el propósito de perjudicar a la Potencia
ocupante, no podrán ser castigadas con la pena de muerte, "salvo en
los casos en que éstas sean culpables de espionaje, actos graves de
sabotaje contra las instalaciones militares de la Potencia ocupante,
o infracciones dolosas que causen la muerte de una o varias
personas". Por otra parte, en tales casos, no podrá dictarse
condena alguna si no ha estado precedida de un proceso regular en el
que se hayan respetado los principios de un juicio justo con
inclusión del derecho a ser informado de los cargos concretos de la
acusación, del derecho a la defensa y del derecho a apelar
(arts. 71 a 73). Además, la ejecución de la sentencia de muerte
deberá aplazarse hasta la expiración de "un plazo de por lo menos
seis meses desde que la Potencia protectora haya recibido la
comunicación de la sentencia definitiva, en donde se confirme la
condena a muerte o la negativa del indulto" (art. 75).

e) En el artículo 33 se prohiben las penas colectivas y las medidas de
represalia contra las personas protegidas. También se prohibe toda
medida de intimidación o terrorismo. De ello puede deducirse la
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prohibición de las ejecuciones públicas o de la exposición pública
de los cuerpos de las personas ejecutadas con el fin de intimidar a
la población de un territorio ocupado.

123. Se aplican reglas especiales a las personas que se dediquen a
actividades violentas contra la Potencia ocupante. No se considera que esas
personas sean prisioneros de guerra y por lo tanto no están protegidas por las
reglas del Tercer Convenio de Ginebra en caso de no pertenecer a un movimiento
de resistencia que reúna las condiciones de los apartados a) a d) del
párrafo 2 del artículo 4, sección A (por ejemplo, que no lleven un signo
distintivo fijo y susceptible de ser reconocido a distancia o que no lleven
sus armas a la vista). Esas personas son civiles que, sin embargo, no podrán
ampararse en los derechos y privilegios conferidos por el Cuarto Convenio de
Ginebra en caso de que "pudieran causar perjuicio a la seguridad del Estado".
Ello no obstante, esas personas "serán siempre tratadas con humanidad y, en
caso de procesamiento, no quedarán privadas de su derecho a un proceso
equitativo y regular tal como prevé el presente Convenio" (art. 5). Así pues,
tales personas están también amparadas por las normas procesales de los
artículos 64 a 76. Además, disfrutan de las garantías procesales estipuladas
en el artículo 3 de las disposiciones generales, que a causa de su carácter de
derecho consuetudinario son también obligatorias para los Estados que
intervengan en conflictos armados internacionales (véase el párrafo 40 supra);
en cuanto al párrafo 4 del artículo 75 del Protocolo Adicional I, véase el
párrafo 46 supra).

2. Evaluación de los hechos

124. Según la información recibida, hubo numerosas víctimas cuando
Kuwait ejerció su derecho inmanente de legítima defensa con arreglo al
Artículo 51 de la Carta, como el Consejo de Seguridad reconoció explícitamente
(véase la resolución 661 (1990)). Con independencia de la ilegalidad de la
invasión y ocupación de Kuwait por el Iraq, las víctimas de combates u otras
operaciones armadas que tengan lugar de conformidad con los principios del
derecho aplicable en caso de conflictos armados no configuran per se.
violaciones de derechos humanos, de acuerdo con el derecho internacional
vigente.

125. Sin embargo, el Relator Especial recibió muchas informaciones acerca de
pretendidas violaciones del derecho a la vida de personas que habían quedado
fuera de combate, así como en el contexto de detenciones durante el período de
ocupación. Con los medios de que disponía el Relator Especial no fue posible
determinar con exactitud el número de casos de violación del derecho a la vida
y el de las garantías correspondientes del derecho aplicable en caso de
conflicto armado. Sin embargo, la información disponible indica la amplitud y
el carácter de esas violaciones.

a) Ejecuciones arbitrarias en el contexto de detenciones y registros

126. El Relator Especial recibió información acerca de la ejecución
arbitraria de prisioneros de guerra. Un inspector de policía kuwaití que
participó en la defensa armada durante los primeros días de la invasión y fue
capturado junto con dos de sus colegas por las fuerzas militares iraquíes
después de un tiroteo, comunicó que con muy poca posterioridad a su captura



E/CN.4/1992/26
página 38

uno de ellos fue ejecutado delante de él por soldados iraquíes al no querer
contestar a preguntas relativas a sus actividades militares. Esa acción no
sólo es contraria al artículo 17 del Tercer Convenio de Ginebra, que no
permite ejercer sobre los prisioneros de guerra ninguna coerción para obtener
de ellos información, sino que también viola el artículo 13 del mismo
Convenio. Sin embargo, los informes de ese tipo fueron escasos y los datos
disponibles no dan lugar a la conclusión de que esos hechos hayan sido
sistemáticos.

127. También se recibieron algunos informes acerca de ejecuciones arbitrarias
en el contexto de la detención de civiles. Un ciudadano británico, que se
había escondido después de la invasión, dijo al Relator Especial que el 29 de
septiembre de 1990 había visto cómo un kuwaití había sido ejecutado en
presencia de su familia por un oficial iraquí después de haberle mandado parar
su coche y haberlo registrado enfrente del hotel Omar Khayyam de Salmiya.
Ese relato es congruente con los informes de organizaciones no gubernamentales
sobre varios incidentes de naturaleza análoga que tuvieron lugar en el
contexto de registros y detenciones, particularmente en los puestos de
control. Según las informaciones, incidentes de ese tipo también se
registraron cuando tuvieron lugar las detenciones en masa de kuwaitíes a
partir del 19 de febrero de 1990. Un médico del hospital de Farwania comunicó
que durante ese período habían llegado a su hospital cuerpos de personas que
habían sido ejecutadas al tratar de evitar su detención.

b) Ejecuciones sumarias durante la detención o después de ella

128. La información recibida por el Relator Especial indica que la ejecución
sumaria de civiles que habían sido apresados y detenidos en Kuwait por las
fuerzas de ocupación iraquíes fue una práctica extendida y sistemática después
de la fase inicial de la invasión. Esa conclusión puede deducirse de los
siguientes testimonios y pruebas:

a) Las entrevistas del Relator Especial con los médicos y otro personal
sanitario que trabajaban en la Sociedad Kuwaití de la Media Luna
Roja o en los hospitales y pudieron ver o fotografiar los cuerpos.

b) Las entrevistas del Relator Especial con personas que presenciaron
las ejecuciones o vieron los cuerpos de las personas ejecutadas.

c) Las listas de personas que según sus familiares habían sido
ejecutadas y cuyos nombres fueron registrados por el Comité Nacional
de Kuwait para la localización de prisioneros de guerra y personas
desaparecidas y por la Asociación de Kuwait para la Protección de
las Víctimas de Guerra.

d) Ciento siete fotografías en poder del Relator Especial que muestran
las cabezas o los cuerpos de las víctimas. Según noticias, esas
fotografías fueron tomadas durante la ocupación cuando se
encontraban cadáveres en lugares públicos o los cuerpos se llevaban
a los hospitales. Entre los fotógrafos se encuentran conductores de
ambulancias, médicos y otro personal sanitario que trabajaban en los
hospitales o en la Sociedad Kuwaití de la Media Luna Roja.
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129. Muchas de las personas ejecutadas sumariamente habían sido arrestadas al
parecer por las fuerzas de ocupación iraquíes. Algo más tarde sus cadáveres
habían sido entregados por las fuerzas de ocupación iraquíes a uno de los
hospitales de Kuwait o se encontraron tirados en las calles y otros lugares
públicos por lo que posteriormente residentes de Kuwait los llevaron a los
hospitales o a las oficinas de la Sociedad Kuwaiti de la Media Luna Roja.
Un ayudante administrativo que trabajó en el hospital al-Razi hasta noviembre
de 1991 dijo al Relator Especial que al hospital habían llegado muchos cuerpos
de kuwaitíes ejecutados y con frecuencia mutilados. Gran parte de ellos se
trasladaron a los depósitos de cadáveres y a instalaciones de congelación de
alimentos, a veces fuera del hospital. Estas informaciones fueron confirmadas
por otro miembro del personal sanitario que había trabajado en el hospital
al-Razi durante el mismo período. Un médico que había prestado sus servicios
en el hospital policlínico Al-Sabah durante la ocupación dijo que había visto
muchos cadáveres con indicios de tortura. Un cirujano del hospital Mubarak
informó de que, en una ocasión, habían llegado al hospital 70 cadáveres
con señales de tortura. Todas esas informaciones eran coincidentes con
los informes que la misión Farah había recibido de los hospitales
(documento S/22536, párr. 26).

130. Según las informaciones, en otros varios casos se llevaba a su hogar a
las personas que habían permanecido detenidas durante algún tiempo y allí eran
ejecutadas por las fuerzas de ocupación iraquíes en presencia de sus
familias. La primera ola de tales ejecuciones comenzó en septiembre de 1990 y
duró varias semanas. Entre las primeras víctimas de que se tiene noticias se
contó el capitán Ahmed Kabazard, que fue ejecutado enfrente de su casa de
Jabriya el 16 de septiembre de 1990 en presencia de varios miembros de su
familia. Una mujer de 55 años de Bayan comunicó que su hijo salió de casa y
no volvió a ella el 2 de septiembre de 1990; seis días más tarde los soldados
iraquíes lo trajeron y lo ejecutaron de dos disparos. Esa mujer también
comunicó que durante la detención habían torturado a su hijo quemándole la
cara. El caso del doctor Hisham al-0baydan, un especialista en obstetricia de
la maternidad, que fue detenido y ejecutado ante su familia y vecinos en
octubre de 1990, es ampliamente conocido. En otro de los casos comunicados,
un oficial del ejército de 25 años fue ejecutado en circunstancias análogas en
Faiha el 23 de septiembre de 1990; su cuerpo mostraba señales de tortura.
Ejecuciones ante las familias también tuvieron lugar en enero y febrero
de 1991. Entre los casos comunicados al Relator Especial figura el de dos
empleados del Hotel Internacional de Kuwait que murieron de esa manera el 5 de
febrero de 1991 tras su detención el 13 de enero de 1991.

131. Algunos detenidos fueron al parecer arbitrariamente ejecutados durante
las sesiones de tortura. Un estudiantes de 17 años dijo al Relator Especial
que durante una sesión de tortura en el Palacio de Nayef, en el que estuvo
detenido durante el mes de octubre de 1991, fue obligado a presenciar la
ejecución de otro detenido durante una sesión de tortura. En un centro de
detención en Iraq, un inspector de policía de 31 años fue obligado a jugar a
la ruleta rusa con un amigo, que resultó muerto.

132. Los cadáveres de los ejecutados eran abandonados con frecuencia en las
calles y otros lugares públicos. Un ejemplo de ello son los casos de tres
hombres con los ojos vendados a quienes pegaron un tiro en la cabeza y cuyos
cadáveres quedaron tendidos en la calle, cerca de unas obras, en Shubhan
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durante varios días; el del cuerpo de una mujer abandonado en la calle en
Mishrif a fines de septiembre; y el de cuatro jóvenes que fueron ejecutados y
sus cadáveres abandonados cerca de la cuarta carretera de circunvalación de
Rawdah en febrero de 1991.

133. La mayoría de las personas ejecutadas eran sospechosas, según los
informes, de ser miembros activos de la resistencia. Tales personas corrían
riesgos especialmente graves, con independencia de su nacionalidad.
Entre las personas ejecutadas también se contaron miembros del cuerpo médico,
por ejemplo el director administrativo del centro de control del cáncer
de Kuwait, Abdelhamid Al Balhan, y otro miembro del personal, así como
el Dr. Hisham al-Obaydan que, sin embargo, era un miembro activo de la
resistencia y podría haber sido ejecutado por esa razón.

c) La pena capital

134. El Relator Especial recibió alguna información acerca de los
procedimientos judiciales seguidos antes de la ejecución o de otro tipo de
castigos. Un diplomático kuwaití de 25 años compareció dos veces ante lo que
él calificó de "tribunal de comité", es decir, ante tres personas que parecían
pertenecer al partido Baath. El diplomático fue acusado principalmente de
apoyo a la resistencia y actividades terroristas. Con posterioridad, fue
llevado a una prisión en Iraq donde se le dijo que si bien corría el riesgo de
ser ejecutado, se pediría al Presidente Saddam Hussein que conmutase su pena.
La misma persona informó al Relator Especial de que tres otras personas habían
sido condenadas a muerte. Una de ellas había sido, al parecer, trasladada a
Kuwait y ejecutada allí. Una mujer kuwaití de 23 años, que se había unido a
la resistencia, también fue llevada al Iraq y juzgada allí por lo que ella
llamó un "tribunal militar" bajo la acusación de posesión de propaganda de la
resistencia y armas. Sin embargo, antes de ser ejecutada la sentencia, la
mujer fue liberada durante las sublevaciones que ocurrieron después de
terminar la guerra.

135. En esos y otros casos en que los procesos desembocaron en la pena de
muerte, se dijo que las normas de procedimiento en favor de los acusados
habían sido gravemente quebrantadas. En uno de esos casos, únicamente se
permitió al acusado contestar a las preguntas formuladas por el tribunal, pero
no tuvo oportunidad de defenderse. En otro caso, un abogado defensor iraquí
estuvo presente, aunque sin decir nada. Ambos acusados habían sido torturados
durante el período anterior al juicio y no tuvieron oportunidad de presentar
testigos o de apelar contra la sentencia condenatoria.

136. Las informaciones comprenden otra categoría de sentencias de muerte:
las ejecutadas sobre la base de las resoluciones del Consejo del Comando
Revolucionario del Iraq que establecieron la pena de muerte por acaparar
alimentos con fines comerciales (resolución 315 del 20° Muharram 1411 H./ll de
agosto de 1990, publicada en Alwaqai Aliragiya (Boletín Oficial de la
República del Iraq), vol. 33, № 35, 29 de agosto de 1990, pág. 3) por
realizar actos de rapiña (robos) (resolución 322 del 23° Muharram 1411 H./14
de agosto de 1990, publicada en Alwaqai Aliraqiya, vol. 33, № 36, 5 de

septiembre de 1990, pág. 3) y por "dar refugio a nacionales occidentales
con el fin de esconderlos de las autoridades" (resolución 341
del 3° Safar 1411 H./24 de agosto de 1990, publicada en Alwaqai Aliraqiya,
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vol. 33, № 37, 12 de septiembre de 1990, pág. 3). Algunas ejecuciones por
actos de rapiña fueron anunciadas por la televisión y los periódicos del
Irag. Es imposible determinar si la sentencia de muerte fue impuesta después
de un proceso equitativo.

d) Fallecimientos ocurridos durante periodos de reclusión en el Iraq

137. Algunos informes indican que ocurrieron algunos casos de fallecimiento
durante períodos de reclusión de prisioneros de guerra o civiles deportados
al Iraq, a raíz de las condiciones de detención o de malos tratos infligidos
por los guardias. Por ejemplo, dos civiles que habían sido deportados al Iraq
a últimos de septiembre de 1990 y estaban detenidos en Basra vieron el cuerpo
de un hombre que había sido apaleado por un guardia y había sufrido un ataque
cardíaco mortal. Otros comunicaron que algunas personas detenidas en el Iraq
habían muerto a causa de falta de asistencia médica adecuada. El número de
fallecimientos de personas detenidas en el Iraq no se puede determinar porque
ese país no ha llevado un registro de los casos ni informado sobre ellos
(véase el párrafo 158 c) infra).

e) Violaciones del derecho a la vida en el contexto de la represión de
la libertad de expresión

138. El derecho a la vida también se violó cuando ciudadanos y residentes de
Kuwait expresaban su opinión política en forma pacífica. Un incidente de esa
clase se registró al parecer el 8 de agosto de 1990 cerca del hospital Mubarak
de Jabriyah cuando las fuerzas de ocupación iraquíes dispararon
indiscriminadamente contra una manifestación de mujeres que gritaba consignas
antiiraquíes. Según un cirujano de dicho hospital, que atendió a las víctimas
del incidente, resultaron muertas dos personas y otras gravemente heridas,
entre las que se contaban niños.

139. Según los informes de organizaciones no gubernamentales, varios jóvenes
fueron ejecutados arbitrariamente después de ser arrestados mientras escribían
o pintaban con aerosol lemas antiiraquíes en las paredes. En una entrevista
con el Relator Especial, un hombre informó de que había visto los cadáveres de
dos adolescentes abandonados en una calle de Mishrif a fines de septiembre
de 1990. Al parecer habían sido ejecutados delante de sus familias por haber
realizado pintadas antiiraquíes.

3. Análisis

140. Los informes y demás datos de que dispone el Relator Especial indican la
aplicación de una práctica de violaciones deliberadas y graves del derecho a
la vida, establecido en el artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos
Humanos y en el artículo б del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, así como de las garantías correspondientes en virtud del derecho
aplicable en caso de conflicto armado. Aun teniendo presente que la pérdida
de vidas durante la ocupación de Kuwait por el Iraq obedece parcialmente a la
situación de conflicto armado, está ampliamente demostrado que ha habido
muchas ejecuciones arbitrarias y sumarias. Con frecuencia se ejecutaba a las
personas después de haberlas torturado y a menudo ello ocurría sin proceso
previo. En las oportunidades en que hubo juicio, éste no se ajustaba a las
garantías fundamentales propias de un proceso equitativo, incluidas las
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aplicables en caso de guerra. Existen pruebas de que se llevaron a cabo
ejecuciones en público o en presencia de familiares de las víctimas y de que
se dejaban los cadáveres expuestos al público con el propósito de infundir
terror a la población civil. En otros casos, los fallecimientos se debieron a
las condiciones generales de los lugares de reclusión tanto en Kuwait como en
el Iraq, incluida la conducta de los guardias y la falta de atención médica
adecuada.

141. De acuerdo con la información de que dispone el Relator Especial, no es
posible determinar el número de personas muertas o ejecutadas en violación del
derecho a la vida previsto en las normas jurídicas relativas a los derechos
humanos y en las garantías correspondientes del derecho aplicable en caso de
conflicto armado. En algunos casos se desconocen las circunstancias concretas
que rodearon la muerte; además el Iraq, en violación de sus obligaciones en
virtud de los artículos 101 y 107 del Tercer Convenio de Ginebra y del
artículo 75 del Cuarto, no informó sobre las sentencias de muerte impuestas a
los prisioneros de guerra y a los civiles detenidos ni expidió las actas de
defunción de las personas fallecidas durante su reclusión, como lo exigen los
artículos 120 y 121 del Tercer Convenio de Ginebra y los artículos 129, 130 y
131 del Cuarto. Por esas razones no se puede precisar cuántas de las personas
que aún figuran como desaparecidas han perdido la vida mientras estaban
detenidas por las fuerzas de ocupación iraquíes.

142. No obstante, se dispone actualmente de algunos datos sobre el número
total de ciudadanos y residentes de Kuwait que fueron muertos durante la
ocupación, mientras se espera la verificación de la suerte que han corrido las
personas desaparecidas. El Comité Nacional de Kuwait para la localización de
prisioneros de guerra y personas desparecidas ha elaborado una lista en la que
figuran 130 nombres y direcciones de personas que han sido ejecutadas.
La Asociación de Kuwait para la Protección de las Víctimas de Guerra dispone
de una lista de 81 personas que, según sus familias, fueron ejecutadas.
Otros 233 nombres incluidos en esa lista corresponden a personas que al
parecer fueron asesinadas en otras circunstancias. El Fondo Kuwaiti de
Solidaridad Social para el Bienestar de los Mártires y Prisioneros de Guerra
facilitó al Relator Especial los nombres de 68 personas ejecutadas y
de 272 personas asesinadas en otras circunstancias, cuyos casos habían sido
registrados por sus familiares. Además, el Relator Especial
recibió 107 fotografías de personas presuntamente ejecutadas, la mayoría de
las cuales no han sido identificadas hasta el momento.

143. El Relator Especial llegó a la conclusión de que centenares de personas
perdieron la vida como consecuencia de las ejecuciones y otras acciones de las
fuerzas de ocupación iraquíes en violación del derecho a la vida protegido por
el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y por
las garantías correspondientes en virtud del derecho aplicable en caso de
conflicto armado, incluido el artículo 3 de las disposiciones generales de los
cuatro Convenios de Ginebra de 1949. Las cifras pueden ser mucho más altas si
se comprueba que entre las personas detenidas, según los informes, por las
fuerzas de ocupación iraquíes y todavía consideradas como desaparecidas, hay
otras víctimas de violaciones del derecho a la vida cuyos casos todavía no son
conocidos.
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D. Desapariciones y desaparecidos

1. Marco jurídico

144. La práctica y la doctrina internacionales han tipificado las
desapariciones como un crimen de lesa humanidad. La desaparición forzada de
seres humanos es una violación múltiple y continuada de muchos derechos, a
saber, el derecho a la libertad y a la seguridad de la persona, la prohibición
de detenciones o reclusiones arbitrarias, la prohibición de tratos crueles,
inhumanos y degradantes y de la tortura, y el derecho a la vida (caso
Velasquez Rodríguez, Organización de los Estados Americanos, Corte

ínteramericana de Derechos Humanos, juicio de 29 de julio de 1988, informe
anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 1988). Estos derechos
de la persona fueron reconocidos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos de 1966 así como en los Convenios de Ginebra de 1949 y, por lo
tanto, varias cláusulas de estos instrumentos son aplicables al fenómeno de la
desaparición en el contexto de la situación de los derechos humanos en Kuwait
bajo la ocupación iraquí.

145. En el párrafo 7 del artículo 119 del Tercer Convenio de Ginebra se prevé
que las Partes contendientes se pondrán de acuerdo para instituir comisiones a
fin de localizar a los prisioneros dispersos y asegurarles la repatriación en
el plazo más breve. Cuando muere un prisionero de guerra, el párrafo 2 del
artículo 120 puede ser muy útil para aclarar los casos de desaparición. En él
se estipula que los certificados de defunción o "listas, certificados
conformes por un oficial responsable, de todos los prisioneros de guerra
muertos en cautiverio, serán remitidos en el plazo más breve a la Oficina de
información de prisioneros de guerra instituida según el artículo 122". En el
párrafo 2 del artículo 120 se establece que "a fin de que puedan encontrarse
siempre las sepulturas, habrán de registrarse todos los detalles relativos a
éstas y a las inhumaciones por el servicio de tumbas creado por la Potencia en
cuyo poder se encuentren los prisioneros". De conformidad con el
artículo 121, "toda muerte o herida grave de un prisionero de guerra causadas
o que haya sospecha de haber sido causadas por un centinela, por otro
prisionero o por cualquier otras persona" así como "todo fallecimiento cuya
causa se ignore" deberán ser comunicados a la Potencia protectora.

146. En el párrafo 3 del artículo 133 del Cuarto Convenio de Ginebra se
estipula que "mediante acuerdo entre la Potencia en cuyo poder se hallen los
internados y las Potencias interesadas, deberán constituirse comisiones, al
fin de las hostilidades o de la ocupación territorial, para la búsqueda de los
internados dispersos". Con respecto a la certificación de las defunciones, en
el párrafo 2 del artículo 129 se estipula que "el fallecimiento de cada
internado será comprobado por un médico, extendiéndose un certificado en que
se expliquen las causas de la muerte y sus circunstancias". Esas actas se
remitirán lo antes posible a la Potencia protectora así como a la agencia
central. En el párrafo 3 del artículo 130 se establece que "en cuanto las
circunstancias lo consientan y lo más tarde al fin de las hostilidades, la
Potencia en cuyo poder se encuentren los internados, transmitirá a las
Potencias de quienes éstos dependan, por intermedio de las oficinas de
información previstas en el artículo 136, listas de enterramientos de los
internados fallecidos". De conformidad con el artículo 131, "toda muerte o
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herida grave de un internado causada o sospechosa de haber sido causada por
otro internado o cualquier otra persona, así como todas las defunciones cuya
causa sea desconocida" deberá ser comunicada a la Potencia protectora.

147. En el artículo 33 del Protocolo Adicional I se establece la obligación
de cada parte en el conflicto de buscar a las personas dadas por desaparecidas
por una parte contraria. Sin embargo, esta disposición no se incluye en los
Convenios de Ginebra y, por lo tanto, no se aplica a la situación de los
derechos humanos en Kuwait bajo la ocupación iraquí.

2. Evaluación de los hechos

a) Cifras

148. En marzo de 1991 se elaboró una lista original de las personas
desaparecidas después de la retirada de las fuerzas de ocupación iraquíes.
Contenía más de 11.700 nombres (véase el informe Farah, documento S/22536,
párr. 29). Tras las repatriaciones en gran escala de prisioneros de guerra y
civiles internados a fines de marzo y principios de abril de 1991 y la reunión
espontánea de familias que habían estado separadas durante el período de la
ocupación, el número de personas desaparecidas disminuyó considerablemente.
Durante su primera visita en junio de 1991, el Relator Especial recibió
informes de que hasta ese mes más de 3.800 personas continuaban desaparecidas.

149. En una reunión convocada durante la primera visita del Relator Especial
por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Kuwait y presidida por el decano
del cuerpo diplomático, algunos embajadores de países asiáticos mencionaron
que un gran número de sus ciudadanos que vivían en Kuwait en el momento de la
invasión todavía estaban desaparecidos. No obstante, no se suministró al
Relator Especial una información concreta y pormenorizada sobre dichos casos.

150. Durante su segunda visita, el Relator Especial recibió del Ministerio de
Justicia una lista, de fecha 5 de agosto de 1991, preparada por computadora
por el Comité Nacional de Kuwait para la localización de prisioneros de guerra
y personas desaparecidas. En esa lista figuran 2.472 casos de desaparecidos,
entre los que se incluyen 1.835 ciudadanos kuwaitíes, 442 residentes apatridas
de Kuwait (beduinos) y 195 de otras nacionalidades. La disminución del número
de desaparecidos entre la lista recibida en junio (3.800 desaparecidos) y la
presente lista sólo puede explicarse en grado muy limitado por el regreso o la
reaparición de las personas que antes figuraban como desaparecidas. En parte,
la reducción se debe también a que se corrigió la duplicación de nombres. Sin
embargo, la razón principal es que, con arreglo a la información suministrada
por los representantes del Ministerio de Justicia, se omitió en la lista los
nombres de unas 1.000 personas cuyos casos ya no eran considerados de interés
para el Gobierno de Kuwait. Entre estos desaparecidos figuran,
principalmente: i) los apatridas residentes de Kuwait (beduinos) que no
habían sido empleados por el Gobierno de Kuwait (los que sí habían sido
empleados suman 442 casos en la lista de 5 de agosto de 1991), ii) los
ciudadanos jordanos, entre ellos los de origen palestino, y iii) otros
palestinos. Por lo tanto, el número de personas desaparecidas puede ser mucho
más alto del que figura en la lista preparada por el Comité Nacional de Kuwait
para la localización de prisioneros de guerra y personas desaparecidas.
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151. En octubre de 1991, el Relator Especial recibió una tercera versión
de la lista de personas desaparecidas preparada por el Comité Nacional de
Kuwait para la localización de prisioneros de guerra y personas
desaparecidas. Esta lista, de fecha 13 de octubre de 1991, por motivos
ignorados por el Relator Especial, es más corta que las listas anteriores.
Contiene el nombre, año de nacimiento y nacionalidad de 2.101 personas.
En ella figuraban 1.583 ciudadanos kuwaitíes, 354 apatridas residentes de
Kuwait (beduinos), 2 nacionales de los Emiratos Árabes Unidos, 60 árabes
sauditas, 16 sirios, 29 egipcios, un omaní, 13 libaneses, un somalí, 3 nacionales
de Bahrein, 7 filipinos, 13 indios, 4 paquistaníes, 14 iraníes y un nacional de
Sri Lanka.

152. Por último, cabe apuntar que entre principios de abril y el 18 de agosto
de 1991, el CICR registró en el Iraq 3.506 civiles, internados civiles y
prisioneros de guerra que deseaban regresar a Kuwait. Hasta septiembre
de 1991, de esas personas, 41 prisioneros de guerra, 53 civiles internados y
112 civiles fueron autorizados por las autoridades kuwaitíes a regresar.
Durante su segunda visita a Kuwait, el Relator Especial recibió informes de
los representantes del Ministerio de Justicia de Kuwait de que había muy poca
duplicación de nombres en la lista de 2.101 personas preparada por el Comité
Nacional de Kuwait para la localización de prisioneros de guerra y personas
desaparecidas y la lista de 3.506 personas proporcionada por el CICR. En sus
observaciones sobre la lista proporcionada por el CICR, los representantes del
Ministerio de Justicia advirtieron que unas 2.900 personas de las 3.506
mencionadas pertenecían a familias de personas apatridas (beduinos) que se
habían dirigido voluntariamente al Iraq durante la ocupación porque tenían
vinculaciones con este país y que sólo algunas de las otras 600 personas que
figuraban en la lista proporcionada por el CICR podían haber sido detenidas
por las fuerzas de ocupación iraquíes.

b) Evaluación de la lista elaborada por el Comité Nacional de Kuwait
para la localización de prisioneros de guerra y personas
desaparecidas

153. La lista de fecha 13 de octubre de 1991, que contenía los nombres
de 2.101 desaparecidos, fue elaborada por el Comité Nacional de Kuwait para la
localización de prisioneros de guerra y personas desaparecidas sobre la base
de la información suministrada por sus familiares. El registro se inició poco
después del retiro iraquí de Kuwait y se estableció un centro especial con ese
propósito. Durante la primera visita del Relator Especial a Kuwait el
registro proseguía y el Relator visitó el centro en distintas oportunidades.
Allí no sólo recibió información sobre los detalles del método de registro,
por ejemplo, los requisitos que debían llenar los familiares registrantes
respecto de algún tipo de pruebas sobre la identidad de la persona
desaparecida, sino que también presenció la forma en que se hacían los
registros y se procesaba la información. Por consiguiente, no hay
indicaciones de que la lista contenga nombres de personas distintas de las que
efectivamente fueron registradas por sus familiares.

154. Cuando los familiares registraban a alguna persona como desaparecida se
les preguntaba en la mayoría de los casos por qué no habrían regresado esas
personas. Sus respuestas se dividían en cuatro categorías y esas categorías
eran identificadas por el último dígito del número de registro asignado a cada
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persona. El dígito 1 significaba que las personas habían sido registradas
como fallecidas; el dígito 2 designaba a quienes, según informes, habían sido
arrestados por las fuerzas de ocupación iraquíes; el dígito 3 se refería a las
personas que se creía que habían estado fuera de Kuwait durante la ocupación o
en el momento del estallido del conflicto armado, el 16 de enero de 1991, y
que no habían regresado ni se habían comunicado con sus familiares hasta la
fecha del registro; y el dígito 4 se empleaba para todas las personas que
hubieran desaparecido por motivos desconocidos por sus familiares; se usaba el
mismo dígito para algunos casos en que no se consignó el motivo de la
desaparición en el momento del registro. Si bien las personas de quienes
se informó que habían muerto figuraban en listas anteriores, sus nombres
se habían omitido de la lista de fecha 13 de octubre de 1991. Esta lista
contine 611 nombres en la categoría 2 (arrestadas), 400 en la categoría 3
(personas fuera de Kuwait durante la ocupación) y 1.088 nombres en la
categoría 4.

155. El Relator Especial se reunió con muchas personas que conocían a las
personas desaparecidas ya sea en su círculo familiar amplio, entre sus amigos
o en su vecindario. También celebró largas entrevistas con algunos familiares
de las 611 personas desaparecidas registradas en la categoría 2 (personas que,
según informes, habían sido arrestadas por las fuerzas iraquíes), quienes
dijeron haber presenciado el arresto o la detención de sus familiares
desaparecidos por parte de las fuerzas de ocupación iraquíes.

3. Análisis

156. Es evidente que muchas personas continúan desaparecidas en Kuwait.
Sin embargo, se plantea la cuestión de si, como se ha sostenido, todas esas
personas siguen recluidas en el Iraq. Es poco probable que la totalidad o la
mayoría de las 400 personas inscritas en la categoría 3 de la lista elaborada
por el Comité Nacional de Kuwait para la localización de prisioneros de guerra
y personas desaparecidas (aquellas que, según los informes, estaban en el
exterior y no pudieron reingresar a Kuwait en el momento del último contacto
con sus familiares) estén recluidas en el Iraq. Además, algunas de
las 1.088 personas desaparecidas de la categoría 4 (desaparición por motivos
desconocidos) podrían haber fallecido en territorio kuwaití a consecuencia de
la invasión, de las operaciones armadas de miembros de la resistencia kuwaití
durante la ocupación, del conflicto armado iniciado el 16 de enero de 1991, o,
de problemas de seguridad en la ciudad de Kuwait durante el período posterior
al 26 de febrero de 1991 cuando, según los informes de Amnistía Internacional
y otras organizaciones no gubernamentales, se produjeron matanzas de
represalia como resultado de la ocupación.

157. Sin embargo, según la información recibida, muchas de las personas
desaparecidas fueron arrestadas y detenidas por las fuerzas de ocupación
iraquíes. Es muy difícil determinar la suerte de esas personas. Es posible
que las personas deportadas de Kuwait al Iraq continúen recluidas.
Las autoridades kuwaitíes informaron al Relator Especial de que habían
presentado al CICR unos 400 nombres de personas que presuntamente fueron
vistas en reclusión por prisioneros de guerra e internados civiles que habían
sido repatriados del Iraq. Por otra parte, el Relator Especial recibió
informes de que el Comité Nacional de Kuwait posee aproximadamente 100 fotografi
de personas no identificadas que presuntamente habían sido muertas por las



E/CN.4/1992/26
página 47

fuerzas de ocupación iraquíes. (El Comité tiene el propósito de establecer un
centro donde se pondrán esas fotografías a disposición de quienes busquen a
familiares desaparecidos.)

158. De conformidad con las normas aplicables de derecho internacional el
Iraq debe dar razón de las personas efectivamente detenidas por sus fuerzas.
Si el Iraq siguiera manteniendo prisioneros de guerra e internados civiles
-premisa que sus autoridades niegan- se habrían violado algunos derechos
humanos fundamentales consagrados en el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos. El Iraq:

a) No ha informado a los familiares acerca del paradero de las personas
arrestadas en Kuwait ni ha permitido que las personas arrestadas
ejercieran su derecho a comunicarse con sus familiares.
Sin embargo, se ha hecho una excepción con los prisioneros de guerra
capturados durante la invasión, que pudieran recibir visitas en los
campamentos de prisioneros de guerra en el Iraq.

b) No ha facilitado información sobre las sentencias de muerte dictadas
contra prisioneros de guerra y reclusos civiles, como lo exigen los
artículos 101 y 107 del Tercer Convenio de Ginebra y los
artículos 74 y 75 del Cuarto Convenio de Ginebra.

c) No ha expedido las actas de defunción de los prisioneros de guerra y
de los internados civiles fallecidos ni ha suministrado información
acerca de sus sepulturas de acuerdo con los artículos 120 y 121 del
Tercer Convenio de Ginebra y con los artículos 129, 130 y 131 del
Cuarto Convenio de Ginebra.

159. En su resolución 46/135, aprobada el 17 de diciembre de 1991 (véase el
anexo III), la Asamblea General invocó estos artículos al pedir al Gobierno de
Iraq:

"4. ... que proporcione información sobre todos los nacionales de
Kuwait, y de terceros países que fueron deportados de Kuwait entre el 2
de agosto de 1990 y el 26 de febrero de 1991 y que aún pueden estar
detenidos, y que los ponga en libertad sin dilación»..;

5. ... que... proporcione información detallada acerca de las
personas arrestadas en Kuwait entre el 2 de agosto de 1990 y el 26 de
febrero de 1991, que puedan haber muerto durante ese período o después de
él mientras se hallaban detenidas, así como información sobre el lugar en
que están enterradas;

6. ... que emprenda la búsqueda de las personas que siguen
desaparecidas y que coopere con las organizaciones humanitarias
internacionales, como el Comité Internacional de la Cruz Roja, a ese
respecto;

7. ... que... coopere y facilite la labor de las organizaciones
humanitarias internacionales, especialmente la del Comité Internacional
de la Cruz Roja, en lo que respecta a la búsqueda y oportuna repatriación
de los nacionales de Kuwait y de terceros países detenidos y
desaparecidos."
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E. El derecho a salir del pais

1. Marco jurídico

160. En el párrafo 2 del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos se estipula que "toda persona tendrá derecho a salir
libremente de cualquier país, incluso del propio". Sin embargo, se permiten
limitaciones a este derecho sobre la base del párrafo 3 del mismo artículo.
Además, en virtud del artículo 4 del Pacto se permite la suspensión de este
derecho en situaciones de emergencia pública.

161. No obstante, las personas civiles están protegidas por el párrafo 1 del
artículo 35 del Cuarto Convenio de Ginebra, en que se estipula que
"toda persona protegida que deseare salir del territorio al comienzo o en el
curso de un conflicto, tendrá derecho a hacerlo, a menos que su marcha no
redunde en daño de los intereses nacionales del Estado. La decisión sobre su
salida se tomará según procedimiento regular, debiendo resolverse con la
máxima premura". De conformidad con el párrafo 2 del artículo 35, en caso de
que se niegue el permiso se tendrá derecho a obtener que un tribunal o un
consejo administrativo competente considere de nuevo la negativa en el plazo
más breve posible.

2. Evaluación y análisis de los hechos

162. Después de la invasión, en principio no se permitía a los ciudadanos
kuwaitíes abandonar su país para dirigirse a Arabia Saudita. Según los
informes, la prohibición afectaba especialmente a los jóvenes. Más adelante,
al encontrarse menos resistencia, muchos ciudadanos kuwaitíes abandonaron el
país con destino a Arabia Saudita. Se ha estimado que más de las dos terceras
partes de la población se vio obligada a exiliarse, con lo que la población se
redujo a unos 200.000 a 300.000 ciudadanos kuwaitíes y 300.000 a 400.000 no
kuwaitíes (véase el informe Farah, S/22536, párr. 6).

163. A los ciudadanos de los países de la OCDE no se les permitió salir
libremente del país sino que debían acudir a determinados lugares de reunión
desde donde muchos fueron trasladados al Iraq. Allí tuvieron que permanecer
hasta que se les permitió salir; algunas de las personas trasladadas de Kuwait
estuvieron recluidas en lugares estratégicos como "escudos humanos" (véase el
párrafo 90 supra). El 16 de diciembre de 1990 mediante un Decreto
presidencial se autorizó a todos los extranjeros a salir de Kuwait y del Iraq.

164. En principio se permitió a los ciudadanos de países asiáticos salir de
Kuwait a través del Iraq. Sin embargo, su repatriación tropezó con
considerables dificultades logísticas y causó grandes penalidades a muchas
personas. Algunas, según se informa, murieron en el trayecto. El decano del
cuerpo diplomático en Kuwait informó al Relator Especial que había visto los
cadáveres de varias jóvenes asiáticas que murieron deshidratadas porque no se
les proporcionó suficiente agua en su viaje al Iraq en ómnibus. Según
informó, muchas de esas personas fueron despojadas de sus objetos de valor al
salir del aeropuerto de Bagdad.
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165. En algunos casos, el Iraq tal vez tuvo razón al invocar sus intereses
nacionales, en el sentido del artículo 35 del Cuarto Convenio de Ginebra, para
no permitir que los kuwaitíes salieran de su país, pero según se informó al
Relator Especial, no inició procedimiento legítimo, como se estipula en dicho
artículo. El traslado de nacionales de terceros países, sobre todo de
ciudadanos de países de la OCDE, al Iraq y la presunta detención de algunos de
ellos como "escudos humanos" se hizo en violación de varias garantías de
derecho internacional. Por último, el trato dado a los ciudadanos de países
asiáticos fue contrario a los principios básicos del respeto a la persona
humana.

F. Libertad de religión, de expresión y de reunión

1. Marco jurídico

166. En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se garantiza
la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión (art. 18), la libertad
de expresión (art. 19) y el derecho de reunión pacífica (art. 21). Según el
artículo 4 del Pacto, a diferencia de las garantías previstas en los
artículos 19 y 21, la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión
consagrada en el artículo 18 no puede suspenderse, ni siquiera en situaciones
excepcionales, derecho que incluye "la libertad de manifestar su religión o
sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado,
mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza".

167. En el artículo 34 del Tercer Convenio de Ginebra se estipula que
"se dejará a los prisioneros de guerra toda libertad para el ejercicio de su
religión, incluso la asistencia a los oficios de su culto, a condición de que
se adapten a las medidas disciplinarias corrientes prescritas por la autoridad
militar".

168. En el párrafo 1 del artículo 27 del Cuarto Convenio de Ginebra se
estipula que "las personas protegidas, tienen derecho, en cualquier
circunstancia, al respeto a... sus convicciones y prácticas religiosas". Sin
embargo, el párrafo 4 del mismo artículo contiene una cláusula restrictiva
según la cual "las partes contendientes podrán tomar, respecto a las personas
protegidas, las medidas de control o seguridad que resulten necesarias a causa
de la guerra".

169. No obstante esta restricción del Cuarto Convenio y la posible suspensión
del Pacto, el ejercicio de las libertades de manifestar su religión, de
expresión o de reunión, jamás puede dar lugar, ni siquiera en caso de
conflicto armado, a un control que implique arrestos arbitrarios, tortura,
tratos crueles, degradantes o inhumanos o ejecuciones sumarias o arbitrarias.

2. Evaluación y análisis de los hechos

a) Libertad de expresión y de reunión

170. Se tienen pruebas de que las fuerzas de ocupación iraquíes no
permitieron las reuniones ni la expresión de opiniones consideradas hostiles
mientras duró la ocupación (véase también el anexo II, documento 2). Parece
que al menos, en algunos casos, se torturó a las personas arrestadas por
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distribuir folletos y otra información. Л este respecto, el estudio piloto

del Dr. Hammadi sobre 100 ex detenidos repatriados del Irak revela que 12 de

ellos fueron torturados por distribuir folletos y otra información. Otros
fueron muertos o ejecutados, presuntamente sin el debido juicio. Aunque la
supresión de las libertades de expresión y de reunión (artículos 19 y 21 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) es admisible en
circunstancias excepcionales, las medidas adoptadas por las fuerzas de
ocupación iraquíes para limitar esas garantías contravenían el derecho a la
vida y la prohibición de la tortura y de la detención arbitraria prevista en
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y las garantías
correspondientes de los Convenios de Ginebra.

b) Libertad de religión

171. Las fuerzas de ocupación iraquíes no prohibieron las actividades
religiosas en cuantos tales y no se persiguió sistemáticamente a las personas
por sus convicciones religiosas. Sin embargo, el Relator Especial recibió
denuncias de que con frecuencia se hostigaba e intimidaba a los dirigentes
religiosos o a los fieles cuando se dirigían a las mezquitas. Algunas
mezquitas fueron registradas y saqueadas. Unas pocas fueron destruidas, entre
ellas una mezquita en Abdali, cuyas ruinas pudo ver el Relator Especial
durante su segunda visita. Al parecer algunas instituciones religiosas tales
como el Centro para la Medicina Islámica, la Facultad de Derecho Islámico
(ley cherámica) y varias bibliotecas que contenían libros y manuscritos
religiosos fueron saqueadas, y lo que en ellas había trasladado al Iraq.

172. Se informa que algunos dirigentes religiosos fueron víctimas de
detenciones arbitrarias, tortura y ejecución debido a que sus actividades
religiosas eran consideradas hostiles por las fuerzas de ocupación iraquíes.
A este respecto, se informó al Relator Especial sobre las ejecuciones del
muían Salah Mohammed al Rifaa'i de la mezquita de Al Bukhari, de Mahmoud
Khalifa al Jasim, escritor religioso, y de Yussif Kather al Suri,
propagandista religioso; sin embargo, también se informó que todos ellos se
habían opuesto a la ocupación.

G. Protección especial a las mujeres y niños

1. Marco jurídico

173. En el artículo 24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos se estipula que "todo niño tiene derecho... a las medidas de
protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia
como de la sociedad y del Estado". En virtud del artículo 6 del Pacto, que no
puede suspenderse ni siquiera en situaciones excepcionales (art. 4), "no se
impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos
de 18 años de edad".

174. De conformidad con el artículo 14 del Cuarto Convenio de Ginebra,
deberán quedar al abrigo de los efectos de la guerra "los niños menores
de 15 años, las mujeres encintas y las madres de criaturas de menos
de 7 años". En el artículo 68 se estipula que no podrá dictarse la pena de
muerte contra una persona civil cuya edad fuere de menos de 18 años en el
momento de la infracción. En el artículo 76 se estipula que "las mujeres
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serán recluidas en locales separados y colocadas bajo la inspección inmediata
de mujeres" y que habrá de tenerse en cuenta el régimen especial prescrito
para los menores de edad.

17 5. En el artículo 27 del Cuarto Convenio de Ginebra se estipula que las
mujeres serán especialmente protegidas contra todo atentado a su honor y, en
particular, contra la violación, la prostitución forzada y todo atentado a su
pudor.

2. Evaluación y análisis de los hechos

a) Niños y menores

176. Los niños y los menores de 18 años también fueron víctimas de
violaciones de derechos humanos cometidas por las fuerzas de ocupación
iraquíes. Se detuvo a adolescentes y se les deportó algunas veces al Iraq, y
se detuvo junto con sus madres a niños de poca edad, al menos por períodos
breves. Entre los casos de que se informó cabe mencionar el de una niña
de 13 años de edad y el de un niño de 9 años, que fueron entrevistados junto
con sus madres. En la lista de desaparecidos elaborada por el Comité Nacional
de Kuwait para la localización de prisioneros de guerra y personas
desaparecidas figuran los nombres de 115 niños menores de 12 años.

177. Según se informa, algunos menores fueron torturados. Un estudiante
de 17 años de edad que fue detenido junto con otro estudiante buscado por las
autoridades iraquíes fue golpeado reiteradamente (se le sometió incluso a la
falaqa) y quemado con cigarrillos durante un período de un mes; dijo que se le
obligó a presenciar la tortura de otros, así como una ejecución. Según se
informa se golpeó a una muchacha de 16 años detenida junto con sus dos
hermanas mayores, se le aplicaron corrientes eléctricas y se le quemó con una
barra de hierro candente. En la lista de desaparecidos elaborada por el
Comité Nacional de Kuwait para la localización de prisioneros de guerra y
personas desaparecidas figuran los nombres de ocho personas que en 1990 no
habían cumplido aún los 18 años de edad.

178. Se dijo que otros menores habían sido ejecutados, principalmente por
rociar con pintura pulverizada lemas antiiraquíes en las paredes, durante las
primeras semanas posteriores a la invasión (véase el párrafo 138 supra).
En una lista de personas muertas elaborada por la Asociación de Kuwait para la
Protección de las Víctimas de Guerra figuran los nombres de tres menores
ejecutados, según se informa, por sus actividades de resistencia.
(Con respecto a los infantes y niños que murieron por falta de tratamiento
médico, véanse los párrafos 198 y 199 infra.)

179. Muchos niños pasaron por experiencias de efectos traumáticos al ser
testigos de acontecimientos relacionados con violaciones de derechos humanos.
Un estudio preliminar, realizado por una misión del UNICEF a Kuwait
del Io al 4 de marzo de 1991 indicaba que el 62% de los niños entrevistados
habían relatado experiencias, como las de haber visto cadáveres colgados de
postes de alumbrado o abandonados en la calle o de haber presenciado la
detención de familiares (informe del Dr. James Garbarino, "Mental health
issues for children in Kuwait", б de marzo de 1991). Debido a los efectos
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psicológicos a largo plazo de esas experiencias, el UNICEF, en colaboración
con el Ministerio de Salud de Kuwait, está preparando un programa para la
rehabilitación de esos niños.

180. Como conclusión, cabe afirmar que un número considerable de niños y
menores fueron víctimas de graves violaciones de derechos humanos cometidas
por las fuerzas de ocupación iraquíes. Además, muchos niños sufrieron las
consecuencias de medidas de intimidación o de actos de terrorismo dirigidos
contra la población civil y prohibidos por el artículo 33 del Cuarto Convenio
de Ginebra.

b) Mujeres

181. Entre las personas detenidas, deportadas, torturadas y ejecutadas
arbitraria o sumariamente, como ya se ha señalado en el presente informe,
figuraba un gran número de mujeres (véase el párrafo 105 supra relativo a la
tortura).

182. Además, las mujeres fueron víctimas de casos de violación. Según la
información recibida y las entrevistas celebradas por el Relator Especial
durante sus visitas a Kuwait, se pueden establecer las siguientes categorías
de casos de violación:

a) La violación de extranjeras, en su mayoría, pero no todas, muchachas
de origen asiático, por soldados iraquíes durante las dos primeras
semanas de la ocupación. Algunos miembros de la comunidad
diplomática presente en Kuwait en el momento de la ocupación
informaron al Relator Especial acerca de la violación de 14 mujeres
tailandesas, cuyos casos fueron investigados por la Embajada de
Tailandia. Según se informa, las extranjeras, incluidas mujeres de
origen asiático, egipcio o jordano, fueron violadas en el hostal
para enfermeras del complejo médico de Al Sabah.

b) La violación de mujeres, a veces en presencia de familiares
cercanos, durante registros domiciliarios realizados por personal
armado iraquí. El caso de una mujer de 55 años y sus dos hijas que
fueron violadas en esas circunstancias y que posteriormente
acudieron a la casa de maternidad fue comunicado al Relator Especial
por dos médicos que las atendieron. Otro médico del hospital
Mubarak atendió a dos víctimas, una de las cuales había sido violada
por dos soldados y un oficial en presencia de su familia.

c) La violación de mujeres que, según se informó fueron raptadas con
ese propósito en la calle o en puntos de control.

d) Por último, la violación de mujeres como método de tortura. También
se informó de que se obligaba a algunos detenidos, durante las
sesiones de tortura, a presenciar la violación de mujeres por
personal militar iraquí.

183. Por diversos motivos, incluso culturales, no pudo determinarse el número
de violaciones. Sin embargo, de la información proporcionada se deduce que
las violaciones no fueron incidentes aislados. Un ginecólogo de la casa de
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maternidad informó que durante la ocupación trató unos 12 casos de violación,
y 65 después de la liberación. Según otras fuentes, "muchas" mujeres
informaron a los médicos que habían sido violadas por iraquíes.

184. Las violaciones cometidas por miembros de las fuerzas de ocupación
iraquíes durante el ejercicio de sus funciones oficiales, en especial en el
contexto de los registros domicialiarios o de los interrogatorios durante la
detención, pueden considerarse casos de tortura y de tratamiento cruel,
inhumano o degradante. Con respecto a las violaciones cometidas por miembros
de las fuerzas armadas iraquíes que no estaban de servicio, el Iraq puede
haber incumplido la obligación contraída con arreglo al artículo 27 del Cuarto
Convenio de Ginebra, de amparar a las mujeres "contra todo atentado a su honor
y, en particular, contra la violación, la prostitución forzada y todo atentado
a su pudor".
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V. LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES
Y SU PROTECCIÓN EN VIRTUD DE LAS LEYES SOBRE EL CONFLICTO

ARMADO EN KUWAIT BAJO LA OCUPACIÓN IRAQUÍ

A. El derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud

1. Marco jurídico

185. En el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales se enuncia como norma general que "los Estados Partes en
el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más
alto nivel posible de salud física y mental". Entre las obligaciones se
incluyen: "a) la reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil,
y el sano desarrollo de los niños; b) el mejoramiento en todos sus aspectos de
la higiene del trabajo y del medio ambiente; ... d) la creación de condiciones
que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de
enfermedad".

186. El artículo 29 del Tercer Convenio de Ginebra dispone que la Potencia en
cuyo poder se encuentren los prisioneros tendrá la obligación de tomar todas
las medidas de higiene necesarias para garantizar la limpieza y salubridad de
los campos y para precaverse contra epidemias.

187. El artículo 55 del Cuarto Convenio de Ginebra enuncia la norma general
de que "en la medida de sus recursos, la Potencia ocupante tiene el deber de
asegurar el aprovisionamiento de la población en... productos médicos";
además, la Potencia ocupante "no podrá requisar... productos médicos
existentes en territorio ocupado mas que para las tropas y la administración
de ocupación; habrá de tener en cuenta las necesidades de la población civil".

188. EL Cuarto Convenio de Ginebra prohibe la destrucción por la Potencia
ocupante de los servicios de salud existentes en el territorio del Estado
ocupado. De conformidad con el artículo 56, la Potencia ocupante tiene, "en
la medida de sus medios,... el deber de asegurar y mantener, con el concurso
de las autoridades nacionales y locales, los establecimientos y servicios
médicos y hospitalarios, así como la sanidad y la higiene pública en el
territorio ocupado... Se autorizará al personal médico de todo tipo a
desempañar su misión". El artículo 57 dispone que "la Potencia ocupante no
podrá requisar los hospitales civiles mas que provisionalmente y en caso de
urgente necesidad para cuidar heridos y enfermos militares, y siempre a
condición de que se tomen a tiempo las medidas apropiadas para garantizar la
asistencia y tratamiento de las personas hospitalizadas, así como dar abasto a
las exigencias de la población urbana". Ese artículo expresa de modo claro
que las necesidades militares de servicios y suministros médicos nunca pueden
justificar que se haga caso omiso de las necesidades médicas de la población
civil en detrimento de esa población.

2. Evaluación de los hechos

189. El Relator Especial recibió amplia información en el sentido de que el
nivel de la atención de la salud en Kuwait, comparable antes al de los países
más industrializados, se había deteriorado gravemente a raíz de la ocupación
de Kuwait por las fuerzas de ocupación iraquíes. Ese deterioro había sido
ocasionado por:
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i) la salida de un gran número de profesionales de la salud, en
particular enfermeras y médicos;

ii) la clausura, el desmantelamiento y el saqueo de instalaciones
sanitarias;

iii) la denegación de acceso a los hospitales.

a) Intimidación de profesionales de la salud

190. La invasión y ocupación de Kuwait dio origen a la salida de un gran
número de profesionales de la salud, muchos de ellos extranjeros. Según un
informe de la Organización Mundial de la Salud (OMS), el número de
profesionales de la salud se redujo a aproximadamente un 20% del total
anterior (OMS, Plan de Acción de Emergencia, abril a junio de 1991,
Kuwait, 3 de abril de 1991, Resumen ejecutivo, pág. 1).

191. Si bien algunas de esas personas abandonaron Kuwait voluntariamente, se
afirma que la intimidación del personal médico por las fuerzas de ocupación
iraquíes contribuyó en gran medida a que disminuyera el número de
funcionarios. Las enfermeras, en particular, recibieron amenazas y se informó
que un elevado número de enfermeras asiáticas se marcharon después de que
varias enfermeras fueran violadas por las fuerzas iraquíes (en relación con el
incidente que se produjo en el albergue de enfermeras del complejo médico de
Al-Sabah, véase el apartado a) del párrafo 182 supra). Se afirma que un
médico del centro del cáncer del complejo médico Al-Sabah fue ejecutado
sumariamente por militares iraquíes. Se informó al Relator Especial de que
tras ese incidente se marchó más del 50% de los funcionarios restantes.
Se informó que aún figuraba como desaparecido un trabajador médico extranjero
del hospital de Ibn Sina. De otro funcionario se dijo que después de haber
recibido disparos había quedado parapléjico. También se dijo que nueve
funcionarios del mismo hospital habían sido detenidos, incluido un palestino
que fue torturado durante dos días antes de ser puesto en libertad.
Igualmente se informó al Relator Especial de que, en el hospital Mubarak, la
detención a principios de octubre de 1990 de tres enfermeras, y su posterior
encarcelamiento durante tres días, por haber participado en una manifestación
contra la ocupación, había causado un gran éxodo de enfermeras. De un total
de 538 enfermeras que trabajaban en ese hospital en el momento de la invasión
el 2 de agosto de 1990, sólo quedaron unas 100 en noviembre; en enero de 1991
el número se había reducido a 70, aproximadamente.

b) Clausura, desmantelamiento y saqueo de instalaciones sanitarias

192. Antes de la invasión de Kuwait por las fuerzas iraquíes, funcionaban en
el país seis hospitales regionales y nueve especializados, así como 72 centros
de salud. Según un informe de la OMS, después del retiro de las fuerzas
iraquíes, todos los centros de salud habían sido cerrados excepto 11 de ellos
que funcionaban con personal reducido. Los hospitales funcionaron a un nivel
de entre 10 y 20% de su capacidad original; un hospital regional fue
clausurado por falta de enfermeros y por escasez de energía eléctrica y agua
(OMS, Plan de Acción de Emergencia, abril a junio de 1991, Kuwait, 3 de abril
de 1991, pág. 1).
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193. Algunos servicios de salud fueron desmantelados y el equipo técnico fue
transferido al Iraq por orden de las autoridades iraquíes (véase también el
anexo II, documento 3). El centro de trasplante de órganos (que fue visitado
por el Relator Especial) fue saqueado. El centro de gastroenterologia también
fue saqueado y además gran número de sillones odontológicos y de ambulancias
fueron transferidos al Iraq (OMS, Plan de Acción de Emergencia, abril a junio
de 1991, Kuwait, 3 de abril de 1991, pág. 2).

c) Denegación de acceso a los hospitales

194. Las fuerzas de ocupación iraquíes no denegaron sistemáticamente el
acceso a los servicios de atención de la salud que todavía funcionaban.
No obstante, algunas restricciones dificultaban en gran medida el acceso, por
lo menos de algunas personas. Se informó al Relator Especial de que en el
otoño de 1990, cuando se ordenó a la población de Kuwait que canjeara el
documento de identidad kuwaití por otro iraquí, durante un período de algunos
días se denegó el acceso a los servicios médicos a las personas que rehusaban
el cumplimiento de esa orden. Por órdenes iraquíes, se impusieron
restricciones respecto de algunas prescripciones médicas, lo que hizo muy
difícil si no imposible la obtención de esos medicamentos para muchos
pacientes de enfermedades crónicas.

195. Las horas de toque de queda también limitaron el acceso a los servicios
médicos, al igual que el miedo generalizado a transitar por la ciudad.
Se afirmó que en repetidas oportunidades los conductores de ambulancias fueror
hostigados y recibieron disparos durante esas horas.

196. Se informó de discriminación en relación con las personas a las que se
permitía que recibieran tratamiento. Se dijo que se obligaba al personal
médico a prestar atención médica a los miembros de las fuerzas armadas
iraquíes y que se le prohibía tratar a los soldados de Kuwait o a miembros de
la resistencia kuwaití.

d) Consecuencias

197. La salida de médicos y enfermeras, el retiro de equipo y la interrupciói
repetida de suministros y energía eléctrica ocasionaron el deterioro de las
condiciones sanitarias y la disminución de la atención nutricional. Se indice
que esos factores incidieron considerablemente en el número de fallecimientos,
especialmente de niños pequeños, personas de edad y pacientes con impedimentos
físicos o mentales.

198. De acuerdo con las estadísticas de que dispuso el Relator Especial, las
tasas de mortalidad aumentaron considerablemente respecto de los pacientes de
hasta 50 años de edad. Las infecciones y la deshidratación, así como la
diabetes y la hipertensión no controladas se consideraron causas principales
de los fallecimientos en algunos hospitales que antes eran modernos y bien
equipados, incluidos el hospital de maternidad de Al Razi, los hospitales de
Ibn Sina y Al Farwania y el hospital psiquiátrico y el Centro de
Rehabilitación Social.
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199. En los informes publicados durante el período de ocupación se indicaba
que miembros de las fuerzas de ocupación iraquíes habían provocado el
fallecimiento de bebés prematuros al haberlos retirado de las incubadoras.
En cuanto a la mortalidad infantil de niños en incubadoras, los informes
recibidos por el Relator Especial durante sus visitas a Kuwait coincidían en
señalar que de 75 a 125 niños, nacidos en su mayoría en el hospital de
Al-Sabah, habían fallecido durante el mes de septiembre de 1991 y que sus
restos fueron enterrados en el cementerio de Al-Riqqa. Sin embargo, la
información transmitida al Relator Especial sobre las causas de esos
fallecimientos era contradictoria. Según algunas declaraciones, los miembros
de las fuerzas de ocupación iraquíes habían retirado varios de esos bebés de
las incubadoras. No obstante, el Relator Especial no pudo entrevistar a
ningún testigo. Se denunció que las fuerzas de ocupación iraquíes habían
ordenado la clausura de una de las dos salas equipadas con incubadoras en el
hospital de maternidad y que las incubadoras habían sido retiradas
temporalmente, aunque fueron devueltas más tarde. De acuerdo con otra
información, el fallecimiento de niños prematuros se debió principalmente a la
falta de personal y a los repetidos cortes del suministro de agua y energía
eléctrica que imposibilitaron la prestación de cuidados intensivos adecuados a
esos niños prematuros. El carácter contradictorio de la información
proporcionada al Relator Especial no permite llegar a conclusiones definitivas
respecto del fallecimiento de esos niños. Tal vez la exhumación y autopsia de
sus cadáveres por un equipo forense ayude a dilucidar las causas de su
fallecimiento.

3. Análisis

200. Según la información disponible, se puede llegar a la conclusión de que
el derecho de todos a disfrutar del más alto nivel posible de salud física y
mental garantizado por el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y por las salvaguardias correspondientes del
Cuarto Convenio de Ginebra, en particular los artículos 55 y 56, fue
gravemente conculcado por las fuerzas de ocupación iraquíes y las autoridades
iraquíes, aun teniendo presente que se requería menos atención médica durante
el período de ocupación porque un gran número de personas había abandonado
Kuwait.

4. Daños al medio ambiente

201. Durante las visitas del Relator Especial a Kuwait se manifestó
preocupación de que las consecuencias ambientales del incendio de los pozos
petrolíferos y de la contaminación de las aguas marinas podrían ser graves a
largo plazo para la salud de la población de Kuwait, inclusive la de las
generaciones futuras.

202. La guerra librada en el territorio de Kuwait provocó daños al medio
ambiente de carácter grave y en gran escala. Después del 16 de enero de 1991
se virtieron en el Golfo grandes cantidades de crudos de petróleo, lo que
contaminó gravemente las aguas y las costas. Según las cifras proporcionadas
por las autoridades kuwaitíes, 613 pozos de petróleo resultaron incendiados,
de 76 fluía el petróleo libremente y otros 99 quedaron dañados (Consejo de
Protección del Medio Ambiente de Kuwait, informe sobre la situación del medio
ambiente, noviembre de 1991, pág. 1). Las emisiones de humo afectaron
gravemente a amplias zonas de la región del Golfo y de otras regiones.
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203. El Relator Especial examinó el caso de los pozos de petróleo
incendiados. Consideró que las fuerzas de ocupación iraquíes habían provocado
deliberadamente los daños ambientales resultantes del incendio de los pozos de
petróleo. El Relator Especial recibió documentos abandonados en Kuwait por
las fuerzas de ocupación iraquíes en retirada que demostraban que esa
destrucción en todo Kuwait causada por las fuerzas iraquíes había sido
voluntaria, premeditada y sistemática. El Alto Comando había emitido
directrices ordenando la destrucción completa de los pozos por medio de
explosivos (véase el anexo II, documento 4).

204. Algunos doctores de Kuwait informaron al Relator Especial que después
de febrero de 1991 había habido algún aumento de los problemas de salud, sobre
todo en los niños, los ancianos y las personas enfermas, que podían atribuirse
a la contaminación del medio ambiente provocada por los pozos de petróleo
incendiados. Se indicó que esos problemas eran "limitados", aunque el aumento
de casos de problemas respiratorios fue considerable (en el hospital Adnan,
el 28,3% de todos los casos registrados entre el Io de marzo y el 25 de
septiembre de 1991 se refirieron a problemas respiratorios; en 1986 la cifra
correspondiente había sido del 15,94 (véase Consejo de Protección del Medio
Ambiente de Kuwait, informe sobre la situación del medio ambiente, noviembre
de 1991, pág. 24, cuadro 25-A). Sin embargo, se manifestó el temor de que a
largo plazo pudieran surgir consecuencias graves para la salud, especialmente
el problema del cáncer provocado por los contaminantes.

205. En el presente informe esos daños sólo pueden evaluarse sobre la base de
sus efectos en relación con los derechos humanos, debido a que no puede
afirmarse en el momento presente que el párrafo 3 del artículo 35 y el
artículo 55 del Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra, en que se
prohiben los "métodos o medios de hacer la guerra que hayan sido concebidos
para causar, o de los que quepa prever que causen" daños al medio ambiente
natural que puedan considerarse como "extensos, duraderos y graves", tengan un
carácter consuetudinario ni que sean aplicables a la situación kuwaití, habida
cuenta de que el Iraq no es parte en el Protocolo Adicional I. Lo mismo puede
decirse respecto de la Convención sobre la prohibición de utilizar técnicas de
modificación ambiental con fines militares u otros fines hostiles de 1976, que
obliga a las partes a no utilizar técnicas de modificación ambiental con fines
militares (es decir, la manipulación deliberada de procesos naturales) que
tengan efectos vastos, duraderos o graves, como medios para producir
destrucciones, daños o perjuicios a otras partes.

206. En la legislación internacional sobre derechos humanos, el derecho a un
medio ambiente limpio todavía no ha entrado a formar parte de un tratado
internacional o del derecho consuetudinario. Sin embargo, están quedando
consagrados algunos aspectos fundamentales de ese derecho. De conformidad con
el principio 1 de la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el Medio Humano, aprobada el 16 de junio de 1972, "el hombre tiene el
derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de
vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna
y gozar de bienestar...". En su resolución 45/94, aprobada el 14 de diciembre
de 1990, la Asamblea General reconoció que "toda persona tiene derecho a vivir
en un medio ambiente adecuado para su salud y su bienestar".
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207. Como se indica en la resolución 45/94 de la Asamblea General, existe un
vínculo estrecho entre el derecho a un medio ambiente limpio y el derecho a
disfrutar del más alto nivel posible de salud. Aunque el artículo 12 del
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales no reconoce
explícitamente el derecho al bienestar ambiental como tal, es evidente que el
derecho a la salud incluye el derecho a un medio ambiente seguro y saludable
(Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Manual de presentación de
informes sobre derechos humanos, Nueva York, 1991, pág. 65).
Por consiguiente, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
solicita constantemente información sobre esa cuestión de los Estados Partes
que presentan sus informes de conformidad con el artículo 16 del Pacto.

208. La guerra afecta a menudo el medio ambiente natural, aunque esas
consecuencias no constituyen por sí solas violaciones de los derechos
humanos. No obstante, teniendo en cuenta las decisiones anteriores de la
Asamblea General y del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
se puede llegar a la conclusión de que, no sólo en tiempo de paz sino también
en tiempo de conflicto armado, provocar deliberadamente daños ambientales en
gran escala que afecten gravemente la salud de una parte considerable de la
población de que se trate o entrañen riesgos para la salud de las generaciones
futuras representa una violación grave del derecho a disfrutar del más alto
nivel posible de salud consagrado en el artículo 12 del Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Sin embargo, debido a las
limitadas consecuencias a corto plazo para la salud de la población civil y a
las dificultades para determinar los efectos a largo plazo sobre la salud,
todavía es muy pronto para evaluar si la destrucción de los pozos de petróleo
por las fuerzas de ocupación iraquíes constituyó una violación de los derechos
consagrados en ese artículo. Sin embargo, ese comportamiento está en
contradicción con normas básicas relativas a los deberes de la Potencia
ocupante de asegurar y mantener la salud y la higiene públicas consagrados en
el artículo 56 del Cuarto Convenio de Ginebra.

209. Debido a su carácter deliberado, premeditado y en gran escala, los daños
ambientales provocados por las fuerzas de ocupación iraquíes también violan
"los usos establecidos entre naciones civilizadas, ... las leyes humanitarias
y... las exigencias de la conciencia pública" (artículo 158, párrafo 4 del
Cuarto Convenio de Ginebra). La cláusula Martens (véase el párrafo 35 supra)
debe cumplirse en todo momento y sin excepción alguna.

B. El derecho a la educación y al disfrute del progreso científico

1. Marco jurídico

210. El párrafo 1 del artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales estipula que los Estados Partes en dicho
Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación.

211. El párrafo 1 del artículo 15 del Pacto reconoce el derecho de toda
persona a "participar en la vida cultural", a "gozar de los beneficios del
progreso científico y de sus aplicaciones" y a "beneficiarse de la protección
de los intereses morales y materiales que le corresponden por razón de las
producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora".
De conformidad con el párrafo 2 de ese artículo, entre las medidas que deberán
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adoptarse para asegurar el pleno ejercicio de ese derecho "figurarán las
necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y
de la cultura".

212. De conformidad con el artículo 50 del Cuarto Convenio de Ginebra, "con
el concurso de las autoridades nacionales y locales, la Potencia ocupante
facilitará el buen funcionamiento de los establecimientos dedicados a la
asistencia y a la educación de niños".

2. Evaluación de los hechos

a) Destrucción de instituciones educacionales y científicas

213. El Relator Especial observó pruebas y escuchó testimonios relativos al
desmantelamiento y destrucción sistemáticos de las más importantes
instituciones educacionales, científicas y culturales de Kuwait llevados a
cabo por las fuerzas iraquíes. Visitó las Facultades de Derecho y de
Bellas Artes de la Universidad de Kuwait, en las que se habían saqueado las
aulas y las oficinas. Se informa que se transfirieron al Iraq el equipo y el
mobiliario, así como bibliotecas enteras. El resto del material fue destruido
y abandonado en el lugar.

214. El Instituto de Investigaciones Científicas de Kuwait (que fue visitado
por el Relator Especial) fue desmantelado y destruido sistemáticamente.
Durante varios años no será posible realizar investigaciones aplicadas.
Se informó que el desmantelamiento y transferencia de equipo al Iraq fue
organizado por investigadores iraquíes que habían recibido anteriormente su
formación en el Instituto, con lo que habían obtenido el conocimiento
tecnológico y científico necesario para llevar a cabo esas labores sin
destruir el material.

215. Hay pruebas que demuestran que el desmantelamiento, saqueo y destrucción
de esas instituciones científicas y de otras, entre ellas varias escuelas
primarias y secundarias, fueron voluntarios y sistemáticos. Л ese respecto,
el Relator Especial tomó nota de un informe de la UNESCO elaborado en mayo
de 1991 por el profesor Iba Der Thiam, Representante Especial del
Director General de la UNESCO, en que se describe detalladamente el carácter
sistemático de los daños causados a las instituciones educacionales y de
investigación de Kuwait. Se informó al Relator Especial que la transferencia
de equipo, mobiliario, aparatos, bibliotecas, etc., se basó a menudo en
órdenes escritas emitidas por el Ministerio de Educación iraquí y llevadas a
cabo por especialistas.

b) Disfrute de beneficios

216. Se informó que en la Universidad de Kuwait se destruyeron archivos que
contenían materiales para disertaciones doctorales y resultados de
investigaciones. Se robaron o destruyeron los resultados de investigaciones y
de trabajos de laboratorio en todos los departamentos del Instituto
de Investigaciones Científicas de Kuwait. También se informó que fueron
destruidos los datos relativos a más de 20 años de investigaciones sobre
pesquerías experimentales, así como todas las cisternas para la cría de peces,
los datos sobre los efectos sobre la fauna marina de la contaminación del
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petróleo, los estudios agrícolas y los estudios sobre ingeniería y recursos
hídricos. También desaparecieron otras investigaciones no fácilmente
repetibles, debido a lo cual se considera que las investigaciones se verán
retrasadas durante muchos años.

c) Protección de la producción científica

217. Se informa que se robaron y se transfirieron al Iraq la mayor parte de
los datos obtenidos por investigadores individuales y colectivos en
el Instituto de Investigaciones Científicas de Kuwait, que constituían un
patrimonio considerable de propiedad intelectual. El Relator Especial fue
informado de que existía la preocupación de que ese material pudiera ser
reproducido atribuyéndose a otras personas su propiedad intelectual.

3. Análisis

218. Sobre la base de la información disponible, se puede llegar a la
conclusión de que el derecho a la educación y al disfrute del progreso
científico consagrado en los artículos 13 y 15 del Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y las salvaguardias
correspondientes del artículo 50 del Cuarto Convenio de Ginebra han sido
violados sistemáticamente, en especial debido al desmantelamiento, saqueo y
destrucción de las instituciones educacionales y de investigación.

C. El derecho a la alimentación

1. Marco jurídico

219. El artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales reconoce "el derecho de toda persona a una alimentación adecuada
(párr. 1) y "el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra
el hambre" (párr. 2).

220. El artículo 26 del Tercer Convenio de Ginebra obliga a la Potencia en
cuyo poder se encuentren los prisioneros de guerra a proporcionar a éstos una
alimentación diaria suficiente. El artículo 55 del Cuarto Convenio de Ginebra
dispone que "en la medida de sus recursos, la Potencia ocupante tiene el deber
de asegurar el aprovisionamiento de la población en víveres".

2. Evaluación de los hechos y análisis

221. Según afirman diversas fuentes, la situación nutricional en Kuwait
durante la ocupación iraquí en general no originó graves preocupaciones.
Esto se debió parcialmente a la existencia de cooperativas de barrio que
lograron proporcionar alimentos a los kuwaitíes. Se ha afirmado que las
fuerzas de ocupación iraquíes tomaron represalias contra algunas personas que
trabajaban para esas cooperativas. Sin embargo, la información de que dispone
el Relator Especial no permite llegar a la conclusión de que esas medidas se
adoptaran con el objeto de paralizar la distribución de alimentos; según la
información disponible, se trataba más bien de que los miembros de esas
cooperativas eran sospechosos de participar en actividades de la resistencia.
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222. Miembros âe la comunidad diplomática informaron al Relator
Especial de un incidente que representó una violación del derecho a
una alimentación adecuada consagrado en el artículo 11 del Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Cuando en
agosto de 1990 unas 22.000 personas buscaron la seguridad y la ayuda de la
Embajada de Filipinas, las autoridades iraquíes prohibieron el suministro de
alimentos a esas personas. Únicamente haciendo caso omiso de esa prohibición
fue posible introducir alimentos en los locales de la Embajada.

223. Muchas personas que fueron deportadas al Iraq y quedaron allí
detenidas informaron de que habían sufrido una escasez de alimentos.
Esos informes fueron corroborados por un estudio experimental realizado por
el Dr. Abdullah Al-Hammadi del hospital Ibn Sina en relación con 100 detenidos
repatriados del Iraq. El estudio demostró que el 20% de esas personas habían
perdido más de 20 kilos de peso. Incluso teniendo en cuenta las dificultades
relativas a la situación del Iraq después del 2 de agosto de 1990, esos
resultados indican que se produjo una inobservancia repetida de la obligación
consagrada en el artículo 26 del Tercer Convenio de Ginebra de proporcionar a
los detenidos una alimentación diaria suficiente para mantener la buena salud
de los prisioneros de guerra y evitar la pérdida de peso.

D. Prohibición de la destrucción, desmantelamiento y saqueo
de la infraestructura y la propiedad privada

1. Marco jurídico

224. El párrafo 2 del artículo 16 del Cuarto Convenio de Ginebra obliga a los
Estados Partes, entre otras cosas, a proteger a las "personas expuestas a
graves peligros" a fin de ampararlas contra saqueos. El párrafo 2 del
artículo 33 contiene una prohibición general del saqueo, y en virtud del
párrafo 3 "quedan igualmente prohibidas las medidas de represalias respecto a
las personas protegidas o a sus bienes". El artículo 53 prohibe "a la
Potencia ocupante destruir bienes muebles o inmuebles pertenecientes
individual o colectivamente a personas particulares, al Estado u organismos
públicos o a agrupaciones sociales o cooperativas"; esas destrucciones sólo
son admisibles cuando "sean absolutamente necesarias a causa de las
operaciones bélicas".

2. Evaluación de los hechos

225. El Relator Especial recibió abundante información sobre la destrucción,
desmantelamiento y saqueo de la infraestructura y de los bienes públicos y
privados. Otra información, sobre todo relativa a la destrucción de la
infraestructura y de la propiedad pública y privada de Kuwait fue obtenida por
la misión Farah (véase su informe sobre el alcance y la naturaleza de los
daños causados a la infraestructura de Kuwait durante la ocupación, que figura
en el documento S/22535). Esa información se resume a continuación.

226. Las más altas autoridades iraquíes impartieron órdenes escritas para que
se confiscaran todos los bienes mobiliarios e inmobiliarios pertenecientes a
miembros de la familia Al-Sabah y para que se transfirieran los primeros
al Iraq (resolución 326 del Consejo del Comando Revolucionario de 27
de Muharram, 1411 H./18 de agosto de 1990, publicada en Alwaqai Aliraqiya
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(la Gaceta Oficial de la República del Iraq), vol. 33, № 37, 12 de septiembre

de 1990, resolución № 395 del Consejo del Comando Revolucionario de 9 de

octubre de 1990, publicada en Alwaqai Aliraqiya, vol. 33, № 50, 12 de

diciembre de 1990). Se saquearon y destruyeron varios palacios y casas

pertenecientes a miembros de la familia Al-Sabah.

227. Algunas firmas kuwaitíes, como las Aerolíneas de Kuwait, el Banco
Central de Kuwait y la empresa general de transportes de Kuwait, fueron
disueltas, confiscándose sus propiedades y quedando incorporadas en las
estructuras administrativas iraquíes (véase el apartado c) del
párrafo 28 supra). Se informó de que también habían sido disueltas algunas
empresas privadas.

228. También se dieron órdenes de que se desmantelaran y se transfirieran al
Iraq otros bienes públicos y privados, inclusive bibliotecas y resultados de
investigaciones de instituciones educacionales y científicas (véanse los
párrafos 213 a 215 supra), equipo técnico de hospitales (véanse los
párrafos 192 y 193 supra) y manuscritos y obras de arte de instituciones
religiosas y culturales (véase el párrafo 171 supra), así como de museos,
inclusive del Museo Nacional Dar al-Athar al-Islamiyyah, y algunas colecciones
privadas (para más detalles véase el informe de la UNESCO elaborado por el
profesor Iba Der Thiam, Representante Especial del Director General, mayo

de 1991, pág. 25). También fueron desmantelados o saqueados los ministerios,
así como oficinas y locales comerciales de propietarios privados. En esos
casos, los locales quedaron a menudo gravemente dañados o completamente
destruidos después de desmantelarse su contenido. El Relator Especial recibió
información de que en algunos casos equipos de especialistas del Iraq
desmantelaron equipo técnico y de otro tipo con arreglo a listas que llevaban
consigo, sobre la base de órdenes firmadas por las autoridades civiles y
militares iraquíes.

229. En algunas ocasiones, las casas de detenidos fueron saqueadas e incluso
destruidas como represalia. El Relator Especial vio la casa destruida del
capitán Ahmad Mahmoud Kabazard, que había sido arrestado a principios de
septiembre de 1991 debido a sus actividades en la resistencia. Se informa que
su casa fue quemada después de que se le ejecutara públicamente enfrente de
ella el 16 de septiembre de 1991. Otro presunto caso de represalias fue el
relativo a unas 18 casas en los alrededores de una escuela, que fueron
parcialmente destruidas por las fuerzas de ocupación iraquíes después de que
en los terrenos de la escuela se encontraran los cadáveres de dos soldados
iraquíes (informe de la misión Farah, S/22536, párr. 35).

230. Según numerosos informes, hubo frecuentes saqueos durante los registros
domiciliarios y de barrio practicados en forma sistemática. En esas
ocasiones, los miembros de las fuerzas armadas iraquíes en servicio robaron
mercancías, como aparatos electrónicos, o destruyeron bienes privados.
En otras ocasiones, miembros individuales de las fuerzas armadas iraquíes
presuntamente perpetraron saqueos mientras estaban fuera de servicio. (véase
también el anexo II, documento 5.)

231. Durante el período de la ocupación quedaron sin cuidado casas,
departamentos, oficinas, tiendas, depósitos y otros lugares análogos porque
sus propietarios habían abandonado el país o se mantenían escondidos, y en
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consecuencia miembros de las fuerzas de ocupación iraquíes o civiles
residentes en Kuwait cometieron robos en esos lugares.

232. Antes de su retirada, las fuerzas de ocupación iraquíes destruyeron
sistemáticamente locales públicos y privados, como oficinas o grandes hoteles,
instalaciones industriales, incluidas las de la industria petrolera kuwaití, y
otras instalaciones, como las centrales de energía eléctrica. (Para más
detalles véase el informe de la misión Farah sobre el alcance y la naturaleza
de los daños provocados a la infraestructura de Kuwait durante el período de
la ocupación iraquí, S/22535.)

233. Por último, se recibieron informes en que se describían los robos
perpetrados por las fuerzas iraquíes de las pertenencias de las personas que
abandonaban Kuwait durante la ocupación. Según se dijo, en la frontera esas
personas eran despojadas en forma sistemática de todos sus bienes. Se afirma
que las víctimas eran extranjeros, en particular mujeres de países asiáticos.

3. Análisis

234. Algunos casos de confiscación y desmantelamiento o destrucción de
infraestructuras y otros bienes públicos o privados pueden haber estado
justificados por razones militares válidas o pueden haber estado justificados
por otros motivos con arreglo al derecho internacional. Esto podría haber
sucedido por ejemplo en el caso de la confiscación de casas y su
transformación para uso militar a lo largo de la costa cuando se esperaban
ataques y desembarcos de los aliados.

235. Sin embargo, muchos casos de confiscación, desmantelamiento o
destrucción de infraestructuras y otros bienes públicos o privados fueron
deliberados, premeditados, sistemáticos y en gran escala. Esos actos
representaron una violación de las salvaguardias del Cuarto Convenio de
Ginebra debido a que no eran necesarios por motivos militares ni admisibles
con arreglo al derecho internacional.
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VI. CONTACTOS CON EL GOBIERNO DEL IRAQ

236. A raíz de la presentación por el Relator Especial del informe preliminar
(A/46/544) a la Tercera Comisión de la Asamblea General en su cuadragésimo
sexto período de sesiones, la delegación del Iraq manifestó que su Gobierno
deseaba formular observaciones sobre las conclusiones del Relator Especial.
Se convino al respecto que el Relator Especial presentaría un memorando que
trataría de cuestiones concretas relacionadas con sus conclusiones.

237. El б de diciembre de 1991 el Relator Especial envió al Gobierno del Iraq
la comunicación siguiente:

"Excelentísimo señor:

En relación con la resolución 1991/67 de la Comisión de Derechos
Humanos, en virtud de la cual fui designado Relator Especial sobre la
situación de los derechos humanos en Kuwait bajo la ocupación iraquí/
tengo el honor de hacer referencia a mi reciente reunión
del 20 de noviembre de 1991 con miembros de la delegación de su país en
la Tercera Comisión de la Asamblea General de las Naciones Unidas en
Nueva York y a nuestra reunión de hoy. Estas reuniones se han celebrado
después de que su representante en la Tercera Comisión expresara el deseo
de formular observaciones detalladas sobre mi informe preliminar.

En la reunión se examinó la cuestión de saber cómo se podrían
formular estas observaciones de manera que hiciera posible un diálogo
fructuoso sobre los asuntos planteados en mi informe preliminar.
Se convino en que yo presentaría a su Gobierno un memorando con
indicación de una serie de cuestiones relacionadas con mis conclusiones.
Expresé mi esperanza de que su Gobierno respondería a las mismas a tiempo
para que pudieran figurar en el informe definitivo a la Comisión de
Derechos Humanos.

Si su Gobierno tiene interés en tratar de otros asuntos más
generales en relación con la situación de los derechos humanos en Kuwait
bajo la ocupación iraquí, sus observaciones se podrán distribuir como
documento separado en el próximo período de sesiones de la Comisión de
Derechos Humanos."

238. Se adjuntó a esta comunicación el memorando siguiente, de
fecha б de diciembre de 1991, sobre cuestiones relacionadas con la situación
de los derechos humanos en Kuwait bajo la ocupación iraquí:

"A. Prohibición de la detención, la prisión
y la deportación arbitrarias

1) ¿Se detuvo en Kuwait a civiles en el contexto y por los motivos
mencionados en los párrafos 24 y 25 del informe preliminar? ¿Es
posible indicar el número de tales detenciones? ¿Cuáles fueron las
orientaciones para el trato de estos civiles? Sírvanse formular
observaciones sobre las informaciones según las cuales i) entre los
civiles detenidos se contaban mujeres y niños; ii) no se pudo
consultar a abogados en Kuwait, y iii) en muchos casos no se
permitió que los detenidos se pusieran en contacto con sus familias.
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В. Prohibición de la tortura v de los tratos crueles,
inhumanos y degradantes

2) Las detalladas entrevistas realizadas por mí mismo con 39 personas
que, según se alega, habían sido víctimas de tortura y que, en
algunos casos, tenían todavía señales evidentes de malos tratos, o
que, en su calidad de médicos, habían tratado a víctimas de tortura,
así como el análisis de las 117 actas levantadas de las entrevistas
realizadas por la Asociación de Kuwait para la Protección de las
Víctimas de Guerra con víctimas de tortura (acompañadas en varios
casos por informes médicos) y otras informaciones, me llevaron a la
conclusión de que las torturas sólo habían sido esporádicas en el
caso de las personas detenidas durante los días de la invasión o

el 19 de febrero de 1991 y los días siguientes, pero que su
utilización había sido sistemática en el contexto de la detención y
prisión de las personas sospechosas de pertenecer a la resistencia.
Sírvanse formular observaciones sobre estas conclusiones.
¿Ha habido alguna investigación o se han celebrado juicios durante
la ocupación o después de ésta en relación con la utilización de
torturas durante la ocupación de Kuwait?

C. Derecho a la vida

3) ¿Cuáles fueron las leyes y las orientaciones aplicables en Kuwait
para la imposición de la pena de muerte o para las ejecuciones
sumarias de las personas cuyas actividades se consideraban como
hostiles según la legislación iraquí? ¿Cuáles fueron los
procedimientos seguidos para la adopción de estas decisiones?
Sírvanse formular observaciones en este contexto sobre el punto 4
del documento 11 adjunto (acta de una reunión celebrada el 23 de
agosto de 1990), que según se alega fue hallado después de la
retirada iraquí de Kuwait y según el cual las personas que en
circunstancias normales serían condenadas a más de un año de
reclusión por conspiración o perturbación del orden público tenían
que ser ejecutadas en las circunstancias reinantes.

D. Derechos económicos, sociales y culturales y garantías
correspondientes del Cuarto Convenio de Ginebra

4) Sírvanse describir los motivos para la transferencia de material,
libros, datos de investigación, etc., de hospitales, facultades
universitarias, el Instituto Kuwaiti de Investigaciones
Científicas (KISR) e instituciones culturales, y por la destrucción
de algunas de estas instituciones (por ejemplo, el KISR). Sírvanse
describir las medidas que se puedan haber adoptado para conseguir o
salvaguardar el derecho a la salud y el derecho a la educación y al
goce de los beneficios del progreso científico.



E/CN.4/1992/26
página 67

E. Personas desaparecidas

5) Sírvanse explicar su posición acerca del problema de las personas
desaparecidas que fueron detenidas y presas en Kuwait durante el
período de la ocupación y formular observaciones sobre mis
recomendaciones contenidas en el párrafo 109 del informe preliminar."

239. No se había recibido del Gobierno del Iraq ninguna respuesta a estas
preguntas hasta el 15 de enero de 1992, fecha en que, por motivos técnicos,
fue necesario dar por concluido el presente informe. Por consiguiente, las
respuestas que se reciban después de dicha fecha se publicarán como adición al
presente informe.
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VII. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

A. Conclusiones principales

240. El Relator Especial ha procurado desempeñar su mandato de la manera más
completa y objetiva que le ha sido posible. Pudo obtener la cooperación de
las autoridades kuwaitíes, que le permitieron realizar su tarea con toda
independencia. Para compilar las informaciones necesarias para el desempeño
de su mandato, el Relator Especial, durante sus dos visitas a Kuwait,
entrevistó a un gran número de personas que manifestaron haber sido víctimas o
testigos presenciales de violaciones de los derechos humanos cometidas por las
fuerzas iraquíes de ocupación; el Relator Especial vio personalmente algunas
de las destrucciones que repercutieron sobre los derechos económicos, sociales
y culturales. Analizó también pruebas documentales y fotográficas puestas a
su disposición por individuos y organizaciones, así como informes de
organizaciones gubernamentales o no gubernamentales. Estudió además y tuvo en
cuenta los informes que el Iraq ha presentado a varios órganos de las
Naciones Unidas, así como la correspondiente legislación iraquí, en la medida
en que era accesible y guardaba relación con su mandato. El Relator Especial
pone de relieve que su informe se basa exclusivamente en informaciones
confirmadas por diversas fuentes y que han quedado excluidas las alegaciones
aisladas. Los casos individuales mencionados en el informe tienen por
finalidad servir de ilustración a observaciones basadas en informaciones más
generales.

241. Las conclusiones más importantes del presente informe se pueden resumir
en los términos siguientes.

242. En relación con la prohibición de la detención, la prisión y la
deportación arbitrarias, las informaciones disponibles indican que miles de
civiles, entre ellos ciudadanos de Kuwait, apatridas residentes en Kuwait
(beduinos) y ciudadanos de otros Estados árabes, algunos de origen palestino,
fueron detenidos, mantenidos presos durante períodos prolongados y en muchos
casos deportados inclusive al Iraq. En muchos casos, la prisión de civiles en
masa, arbitraria o prolongada, no estuvo siquiera justificada por
consideraciones de necesidad militar y, en una gran mayoría de los casos, las
detenciones se practicaron con violación de los derechos de procedimiento
garantizados por el Cuarto Convenio de Ginebra, que también prohibía la
deportación de civiles al Iraq. Además, se deportó a un número considerable
de nacionales de terceros países al Iraq, donde algunos de ellos, con
violación del artículo 28 del Cuarto Convenio de Ginebra, fueron utilizados
como escudos humanos en instalaciones estratégicas. El personal diplomático y
consular de varios países quedó confinado en los recintos de sus embajadas,
con violación de principios básicos del derecho internacional.

243. En relación con la tortura y los tratos crueles, inhumanos y
degradantes, está justificado concluir que dichos métodos, que violan las
garantías básicas del derecho internacional, se utilizaron sistemáticamente en
interrogaciones de muchos de los detenidos durante la ocupación efectiva.
Según se alega, las formas más brutales de tortura se practicaron en el caso
de las personas sospechosas de pertenecer a la resistencia kuwaití.
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244. En relación con el derecho a la vida, hay muchas pruebas de múltiples
ejecuciones arbitrarias y sumarias. Según las informaciones, muchas personas
fueron ejecutadas después de haber sido torturadas. Algunas víctimas fueron
ejecutadas sin juicio previo. Cuando tuvieron lugar, los juicios no se
desarrollaron en armonía con las debidas garantías fundamentales de un proceso
equitativo, entre ellas las aplicables en tiempo de guerra. Muchas
ejecuciones se efectuaron en público o delante de las familias y los cadáveres
se expusieron en público con el propósito de difundir el terror entre la
población civil.

245. Según lo informado por las familias, más de 2.000 personas siguen
figurando como personas desaparecidas en Kuwait. Hay motivos poderosos para
creer que muchas de estas personas fueron detenidas y presas por las fuerzas
iraquíes de ocupación y jamás puestas en libertad. Además, el Iraq no ha
facilitado informaciones sobre los fallecimientos ocurridos en prisión y sobre
las penas de muerte aplicadas a los prisioneros de guerra y a los internados
civiles, según lo dispuesto en los Convenios de Ginebra Tercero y Cuarto.

246. Entre los derechos económicos, sociales y culturales, el derecho al
disfrute del más alto nivel posible de salud fue particularmente menoscabado
por el grave deterioro del sistema sanitario de Kuwait, que tuvo como
consecuencia un brusco aumento de la mortalidad en las instituciones
sanitarias. Según las informaciones, fueron causas importantes de este grave
deterioro de las instalaciones sanitarias el cierre, el desmantelamiento y el
saqueo de algunas grandes instalaciones sanitarias y el éxodo en masa de
profesionales de la salud, que partieron como consecuencia de actos de
violencia e intimidación por parte de las fuerzas iraquíes de ocupación.

No es posible determinar todavía si los daños en gran escala provocados en el
medio ambiente perjudicarán gravemente la salud de grandes sectores de la
población interesada y equivaldrán así a una violación del derecho al disfrute
del más alto nivel posible de salud que también está garantizado en las épocas
de conflicto armado; sin embargo, en todo caso dichos actos contravinieron
"los usos establecidos entre naciones civilizadas... y las exigencias de las
conciencias públicas" que, de conformidad con la cláusula Martens, se han de
seguir en todo momento y sin excepción.

247. Otros derechos económicos, sociales y culturales y las correspondientes
garantías del Cuarto Convenio de Ginebra fueron violados principalmente por el
desmantelamiento, el saqueo y la destrucción sistemáticos de instituciones de
enseñanza, investigación y cultura, así como de elementos importantes de la
infraestructura de Kuwait y de bienes de propiedad privada.

248. En cuanto a la violación de otros derechos, se señalaron algunos
incidentes aislados a la atención del Relator Especial, pero no se
describieron las violaciones como actos sistemáticos o en gran escala.

B. Responsabilidad e indemnización

1. Responsabilidad del Estado

249. Según un principio sólidamente establecido del derecho internacional,
hay "hecho internacionalmente ilícito de un Estado cuando:
a) un comportamiento consistente en una acción u omisión es atribuible según
el derecho internacional al Estado, y b) ese comportamiento constituye una
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violación de una obligación internacional del Estado" (artículo 3 del proyecto
de artículos de la Comisión de Derecho Internacional sobre la responsabilidad
de los Estados, parte 1, documento A/CN.4/SER.A/1975/Add.1). Por lo general,
se reconoce también según el derecho internacional que el comportamiento de
órganos de un Estado actuando en esa calidad es atribuible a ese Estado
inclusive si en un caso concreto el órgano se ha excedido en su competencia o
ha contravenido instrucciones (véase el documento A/CN.4/SER.A/1975/Add.1,
arts. 5 y 10). Las violaciones de los derechos humanos reconocidos en el
derecho consuetudinario internacional o en el derecho de los tratados
aplicable dan origen a la responsabilidad internacional del Iraq cuando estas
violaciones se pueden atribuir al Iraq porque fueron cometidas por sus
órganos.

250. Más concretamente, se dispone en el artículo 131 del Tercer Convenio de
Ginebra y en el artículo 148 del Cuarto que en el caso de infracciones graves
"ninguna Parte Contratante podrá exonerarse... de las responsabilidades en que
haya incurrido ella misma... a causa de las infracciones". Según el
artículo 147 del Cuarto Convenio de Ginebra, son infracciones graves "las que
implican uno cualquiera de los actos siguientes, si se cometen contra personas
o bienes protegidos por el Convenio: el homicidio intencional, la tortura o
los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos, el hecho de
causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la
integridad física o la salud, la deportación o el traslado ilegal, la
detención ilegal, el hecho de forzar a una persona protegida a servir en las
fuerzas armadas de la Potencia enemiga, o el hecho de privarla de su derecho a
ser juzgada legítima e imparcialmente según las prescripciones del presente
Convenio, la toma de rehenes, la destrucción y la apropiación de bienes no
justificadas por necesidades militares y realizadas en gran escala de modo
ilícito y arbitrario". El artículo 130 del Tercer Convenio de Ginebra
contiene una lista casi idéntica de actos ilícitos cometidos contra
prisioneros de guerra.

251. El Consejo de Seguridad ha reconocido expresamente la aplicabilidad de
estos principios en el caso presente. En su resolución 687 (1991) reafirmó
que el Iraq "es responsable ante los gobiernos, nacionales y empresas
extranjeros, con arreglo al derecho internacional, de toda pérdida directa y
daño directo, incluidos los daños al medio ambiente y la destrucción de
recursos naturales, y de todo perjuicio directo resultantes de la invasión y
ocupación ilícitas de Kuwait por el Iraq" (véanse también las
resoluciones 674 (1990) y 686 (1990) del Consejo de Seguridad). Reafirmó
también "que el Cuarto Convenio de Ginebra se aplica a Kuwait y que, en su
carácter de Alta Parte Contratante en el Convenio, el Iraq... en particular es
responsable, en virtud del Convenio, por las graves transgresiones que ha
cometido" (resoluciones 670 (1990) y 674 (1990)).

252. Sobre la base de las informaciones a su alcance, el Relator Especial
concluye que el Iraq es internacionalmente responsable de las violaciones de
los derechos humanos descritas en el presente informe. Salvo en el caso de
ciertas clases de saqueo de bienes de propiedad privada y de violación, estos
actos se pueden atribuir a órganos del Estado del Iraq obrando en su carácter
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oficial. Algunos de estos actos, en especial las ejecuciones sumarias y
arbitrarias, los múltiples y sistemáticos actos de tortura, la deportación de
grandes números de civiles al Iraq, la utilización de nacionales de terceros
países como "escudos humanos" y la destrucción general de elementos
importantes de la infraestructura de Kuwait, entre ellos instalaciones
sanitarias y de enseñanza, son transgresiones graves a la luz de los Convenios
de Ginebra.

253. Acerca de la función concreta de diferentes órganos del Estado del Iraq
que violaron derechos humanos y las disposiciones correspondientes de los
Convenios de Ginebra, sólo es posible formular algunas observaciones muy
generales. El Relator Especial ha recibido muchos informes según los cuales
los Servicios Iraquíes de Información Militar, entre ellos el Servicio del
Golfo (Muhabarat al-Khalij), los Servicios de Seguridad en Kuwait (Amn
ai-Kuwait) y el Servicio de Información Militar del Golfo (Istihbarat
al-Khalij), fueron principalmente responsables de las torturas. Puede que
hayan sido también responsables de ordenar muchas de las ejecuciones sumarias
de las personas que habían sido detenidas y torturadas; con todo, las
ejecuciones realizadas según se alega en público o en presencia de las
familias corrieron casi siempre a cargo de miembros de las fuerzas armadas.
Testigos presenciales de los hechos comunicaron al Relator Especial que el
desmantelamiento de aparatos y material de hospitales e instituciones de
enseñanza o investigación y su transferencia al Iraq habían sido ordenados en
muchos casos por los correspondientes ministerios de Bagdad y por otras
autoridades civiles. Las fuerzas armadas tuvieron a su cargo otras
destrucciones, entre ellas la de los campos petrolíferos.

2. Responsabilidad individual

254. Se reconoce por lo general que existe una responsabilidad individual por
las violaciones más graves de los derechos humanos y de las normas
humanitarias, por lo menos en tiempo de conflicto armado. Conviene mencionar
al respecto el concepto de crímenes de lesa humanidad enunciado en el Estatuto
de Nuremberg (artículo 6 del Estatuto del Tribunal Militar Internacional,
Acuerdo para el enjuiciamiento y castigo de los mayores criminales de guerra
del eje europeo, 82 UNTS 280, reafirmado por resoluciones de la
Asamblea General de las Naciones Unidas) (véanse las resoluciones 3 (I)
de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946) y definido con
mayor precisión gracias a la labor de la Comisión de Derecho Internacional.

255. En su 43° período de sesiones, la Comisión de Derecho Internacional
aprobó provisionalmente, en primera lectura, varios proyectos de artículos de
un proyecto de códigos de crímenes contra la paz y la seguridad de la
humanidad (A/46/10, párrs. 60 a 176). Según el proyecto del párrafo 1 del
artículo 3, se estipula que "el que cometa un crimen contra la paz y la
seguridad de la humanidad será tenido por responsable e incurrirá en una
pena". Se dispone en el artículo 21 del proyecto de código, titulado
"Violaciones sistemáticas o masivas de los derechos humanos" que se castigará
"[al] que ejecute u ordene que sea ejecutada cualquiera de las siguientes
violaciones de los derechos humanos: asesinato; tortura; establecimiento o
mantenimiento de personas en estado de esclavitud, servidumbre o trabajo
forzoso; persecución por motivos sociales, políticos, raciales, religiosos o
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culturales de una manera sistemática o masiva; o deportación o traslado
forzoso de poblaciones". Según se dispone en el párrafo 1 del proyecto de
artículo 22 del proyecto de código, será condenado el que ejecute "un crimen
de guerra excepcionalmente grave". Se estipula en el párrafo 2 del
artículo 22 que "un crimen excepcionalmente grave es una violación
excepcionalmente grave de los principios y normas de derecho internacional
aplicables en los conflictos armados consistente en cualquiera de los actos
siguientes: a) actos de inhumanidad, crueldad o barbarie dirigidos contra la
vida, la dignidad o la integridad corporal o la salud física o mental de las
personas [, en particular, el homicidio intencional, la tortura, las
mutilaciones, las experiencias biológicas, la toma de rehenes, el hecho de
obligar a una persona protegida a prestar servicio en las fuerzas de una
Potencia hostil, el retraso injustificado de la repatriación de prisioneros de
guerra después del fin de las hostilidades activas, la deportación o el
traslado de poblaciones civiles y las penas colectivas]".

256. Si bien queda por determinar el contenido exacto de los crímenes contra
la paz y la seguridad de la humanidad, así como su calificación precisa en el
derecho internacional, son directamente aplicables en el caso presente el
artículo 129 del Tercer Convenio de Ginebra y el artículo 146 del Cuarto
Convenio. Según estos artículos, los Estados Partes en los Convenios
"se comprometen a tomar todas las oportunas medidas legislativas para
determinar las adecuadas sanciones penales que se han de aplicar a las
personas que hayan cometido, o dado orden de cometer, una cualquiera de las
infracciones graves" mencionadas en los dos Convenios según se definen en sus
artículos 130 y 147 (véase el precedente párrafo 241); tendrán también
"la obligación de buscar a las personas acusadas de haber cometido, u ordenado
cometer, una cualquiera de las infracciones graves y deberá hacerlas
comparecer ante los propios tribunales, sea cual fuere su nacionalidad" si
esas personas no han sido objeto de extradición a otro Estado Parte.

257. No corresponde al Relator Especial referirse a los individuos que, según
se alega, son responsables de infracciones graves ni es posible hacerlo con
los medios a su disposición. Por ello, el Relator Especial, totalmente
consciente de los límites de la propuesta, recomienda proceder contra los
individuos responsables de infracciones graves consistentes en violaciones de
las normas humanitarias sobre la base del artículo 129 del Tercer Convenio de
Ginebra y del artículo 146 del Cuarto Convenio. Este proceder estaría en
armonía con las resoluciones 670 (1990) y 674 (1990) del Consejo de Seguridad
que reafirman la aplicabilidad del Cuarto Convenio de Ginebra a Kuwait y la
responsabilidad, de conformidad con dicho Convenio, no sólo del Estado del
Iraq, sino también "las personas que cometan u ordenen que se cometan
transgresiones graves".

3. Indemnización

258. En virtud del párrafo 18 de su resolución 687 (1991), el Consejo de
Seguridad decidió crear "un Fondo para pagar indemnizaciones en respuesta a
las reclamaciones que se presenten con arreglo al párrafo 16" de la misma
resolución. En el párrafo 16, el Consejo de Seguridad reafirmó que, con
arreglo al derecho internacional, el Iraq era "responsable ante
los... nacionales... extranjeros, ... de todo perjuicio directo resultante de
la invasión y ocupación ilícitas de Kuwait por el Iraq".
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259. La creación del Fondo garantiza que se pagará indemnización por el daño
material causado a bienes de propiedad pública y privada en Kuwait. Ello
quiere decir que habrá indemnización por aspectos importantes de la violación
de los derechos económicos, sociales y culturales y de las garantías
correspondientes del derecho humanitario internacional, a saber, el
desmantelamiento, el saqueo y la destrucción de instituciones e instalaciones
de la sanidad, la enseñanza, la investigación y la cultura.

260. El Relator Especial recomienda que las víctimas de otras clases de
violaciones de los derechos humanos y transgresiones graves de las normas
humanitarias sean también indemnizadas por el perjuicio sufrido, con inclusión
de los daños no materiales. Estas indemnizaciones quedarían comprendidas
dentro de los términos amplios del párrafo 16 de la resolución 687 (1991) del
Consejo de Seguridad, según el cual se prevé, no sólo la indemnización por
"pérdida directa" y por "daño directo", sino también por "perjuicio
directo... a nacionales... extranjeros". Ello estaría también en armonía con
la evolución reciente del derecho internacional, en el que está cobrando
gradualmente aceptación el principio de la indemnización a las víctimas de
violaciones de los derechos humanos. Así, el Comité de Derechos Humanos,
establecido de conformidad con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, ha interpretado que la obligación de los Estados Partes enunciada
en el apartado a) del párrafo 3 del artículo 2 del Pacto, de garantizar a las
víctimas un "recurso efectivo", comprende la obligación de pagar indemnización
por las violaciones que no es posible reparar de otro modo (véase un análisis
detallado en el estudio de Theo van Boven relativo al derecho de restitución,
indemnización y rehabilitación a las víctimas de violaciones flagrantes de los
derechos humanos y las libertades fundamentales (E/CN.4/Sub.2/1991/7,

párrs. 14 a 23). Análogamente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
partiendo dé la obligación enunciada en el artículo 1 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, que garantiza a todas las personas sujetas a
la jurisdicción de un Estado Parte el libre y pleno ejercicio de las garantías
de la Convención, establece la obligación de pagar indemnización por los daños
consecuencia de violaciones de los derechos humanos (E/CN.4/Sub.2/1991/7,
párr. 29, con cita de la sentencia, Corte Interamericana de Derechos Humanos,
serie C, № 4/1988, párr. 166). En armonía con el artículo 50 del Convenio
Europeo de Derechos Humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos
"concederá, si hay lugar a ella, a la parte lesionada, una satisfacción
equitativa".

261. Se debe conceder indemnización a las víctimas de violaciones de los
derechos humanos, independientemente de su nacionalidad y de su condición
actual en Kuwait, para garantizar que queden también equitativamente
indemnizadas las víctimas de violaciones de los derechos humanos cometidas por
el Iraq que hayan partido de Kuwait desde el 26 de febrero de 1991 o que sean
apatridas.
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С. Recomendaciones

262. El Relator Especial recomienda que los órganos competentes de las
Naciones Unidas:

a) exhorten al Gobierno del Iraq a que cumpla íntegramente con la
resolución 46/135 de la Asamblea General, titulada "La situación de
los derechos humanos en Kuwait bajo la ocupación iraquí" (véase el
anexo III) y, en especial,

i) a que proporcione información sobre todas las personas
deportadas de Kuwait entre el 2 de agosto de 1990 y el 26 de
febrero de 1991 que aún estén recluidas y que ponga en libertad
inmediata a esas personas, de conformidad con sus obligaciones
en virtud del artículo 118 del Tercer Convenio de Ginebra y de
los artículos 133 y 134 del Cuarto;

ii) a que, con arreglo a sus obligaciones en virtud de los
artículos 120 y 121 del Tercer Convenio de Ginebra y de los
artículos 129, 130 y 131 del Cuarto, suministre información
detallada sobre todas las personas detenidas en Kuwait entre
el 2 de agosto de 1990 y el 26 de febrero de 1991 que hubieran
fallecido en reclusión durante ese período o después de él, así
como información sobre la localización de sus sepulturas;

iii) a que, con arreglo a sus obligaciones en virtud de los
artículos 101 y 107 del Tercer Convenio de Ginebra y de los
artículos 74 y 75 del Cuarto, suministre información detallada
sobre todas las ejecuciones de personas detenidas en Kuwait
entre el 2 de agosto de 1990 y el 26 de febrero de 1991 que se
hubieran llevado a cabo en Kuwait o en el Iraq durante ese
período o después de él y a que suministre información acerca
del lugar en que se encuentran sus cadáveres;

iv) a que busque a las personas que continúan desaparecidas y a que
coopere con las organizaciones humanitarias internacionales,
como el Comité Internacional de la Cruz Roja, a este respecto,
así como a que facilite la labor de dichas organizaciones para
la búsqueda y la repatriación consiguiente de todas las
personas desaparecidas;

b) exhorta a los gobiernos interesados a que hagan posible la
repatriación al país de su anterior residencia habitual de toda
persona deportada de Kuwait al Iraq;

c) inviten al Gobierno de Kuwait a adoptar todas las medidas que estén
a su alcance y a cooperar con las organizaciones internacionales
para la identificación de todas las personas muertas en Kuwait que
aún no hubieran sido identificadas, con el objeto de aclarar esos
casos de personas desaparecidas a sus familiares;
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d) exhorten al Gobierno del Iraq a que ponga todas las leyes, decretos,
reglamentos y órdenes relativos al trato de civiles por las fuerzas
de seguridad y las fuerzas armadas en armonía con los instrumentos
internacionales para la protección de los derechos humanos en que el
Iraq es Parte y a que dé formación a este respecto a los miembros de
dichas fuerzas;

e) inviten a todos los Estados interesados a proceder contra los
individuos responsables de infracciones graves de las normas
humanitarias cometidas por las fuerzas iraquíes de ocupación, sobre
la base del artículo 129 del Tercer Convenio de Ginebra y del
artículo 146 del Cuarto;

f) abonen indemnización, por conducto del Fondo de indemnización
establecido de conformidad con la resolución 687 (1991) del Consejo
de Seguridad, a las víctimas de violaciones de los derechos humanos
y de infracciones graves de las normas humanitarias cometidas por
las fuerzas iraquíes de ocupación, independientemente de su
nacionalidad y de su condición actual.
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Anexo I

LUGARES DE DETENCIÓN EN KUWAIT

Se confeccionó la siguiente lista de lugares de detención a partir de un
análisis de cerca de 150 entrevistas con ex detenidos realizadas por el
Relator Especial o por la Asociación de Kuwait para la Protección de las
Víctimas de Guerra. El asterisco indica que en ese lugar las personas
entrevistadas han sido objeto de torturas o malos tratos:

Comisaría del sector de Abdullah al Salem*
Escuela secundaria de Abdullah Salem*
Escuela secundaria de Abdullah Mobarak*
Cárcel de menores de Al Ahdath*
Comisaría de Arridiyah
Palacio de Bar Mashraf*
Comisaría de Bayan*
Escuela Bishr Al Roumi de Dahia
Comisaría de Dahia*
Comisaría de Dashma
Escuela primaria de Doha
Comisaría de Fahaheel*
Gobierno civil de Farwaniya*
Comisaría de Farwaniya*
Comisaría de Fintas*
Comisaría de Firdaws*
Comisaría de Harissa
Comisaría de Hawalli*
Casa de Abul Abbas en la calle Amman (detrás del Centro de Bellas Artes)*
Casa situada detrás del complejo de Bibi Salim
Casa en Share Askandariya
Casa del jeque Hamoud Al Sabah*
Edificio de la Embajada iraquí*
Sector de Información de Jaberiyah
Jahra: municipio*; comisaría*; local de la Asociación de Maestros*
Comisaría de Jalib Al Shuwaikh*
Comisaría de Khitan*
Academia Militar y Academia de Policía de Kuwait*
Mashtel en Rabiah*
Palacio Nayef (gobierno civil/Al Mohafaza)*
Comisaría de Nogra*
Palacio de Justicia*
Qadissiyah: comisaría*; Club Qadissiyah*
Comisaría Rumaithiya*
Comisaría de Sabah Al Salem*
Comisaría de Sabah en el centro urbano*
Comisaría de Salibiyah*
Comisaría de Salmiyah*
Comisaría de Salwa
Hotel Sheraton*
Shuwaikh: comisaría*; escuela secundaria*
Comisaría de Shuweh
Comisaría de Sulaibikhat.
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Anexo II

DOCUMENTOS HALLADOS AL PARECER EN EL KUWAIT
DESPUÉS DE LA RETIRADA IRAQUÍ

Como el Relator Especial ha podido comprobar directamente, en los locales
utilizados por las fuerzas de ocupación iraquíes en Kuwait apareció gran
cantidad de documentos iraquíes. El Relator Especial recibió los siguientes
documentos, traducidos al árabe, de manos de órganos gubernamentales y no
gubernamentales de Kuwait. El texto completo en árabe y la traducción inglesa
pueden obtenerse en el Centro de Derechos Humanos. El Relator Especial ha
incluido estos documentos sin emitir opinión alguna sobre su autenticidad.

Documento № 1 (Extractos)

Partido Socialista Arabe Baath

Oficina de Organización Meridional

Réf.: S/97 Fecha: 22 de febrero de 1991

A: Secretario de la Jefatura de Distrito de Misan
Segundo Jefe de la región meridional
Gobernador de Misan

Asunto: Custodia de presos

Se le ruega que disponga lo necesario para el internamiento (provisional)
de 750 personas detenidas en la provincia de Kuwait. Llegarán al campamento
del ejército popular de Misan mañana a las 13.00 horas.

Se prepararán locales para su internamiento en el campamento del ejército
popular o en otros lugares que juzgue adecuados. Serán tratados como
prisioneros y se les pondrán centinelas fuertemente armados.

La tarea de alimentarlos, etc., será compartida por las jefaturas de
distrito de esa provincia...

Para información y ejecución

(Firmado): Camarada Abdul Ghani Abdul Ghaffour
Miembro de la Jefatura Local y Jefe del
Ejército Popular de la región meridional

(Nota del Relator Especial: se recibió un documento idéntico con la
misma fecha y de la misma procedencia en el que se anunciaba el traslado a
Basra de otros 500 detenidos.)
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Documento № 2

A la Jefatura de las Fuerzas de Policía de Kuwait

Réf.: 1817 Fecha: 28 de septiembre de 1990

Л: Lista A

Orden de detención

De conformidad con la carta № Sh S/910 de 22 de septiembre de 1990 de la

Dirección de Seguridad de la provincia de Kuwait, en la que se hace referencia
a la carta № 73 de 18 de septiembre de 1990 de la Organización de Información
del Golfo por la que se notifica que un individuo que conducía un Chevrolet
blanco de matrícula № 5614 F distribuía folletos en el surtidor de gasolina
situado frente al cuartel de bomberos de Salimiya y que uno de esos folletos,
que cayó en nuestras manos, contenía un texto titulado "¿Quién es Saddam?", se
le comunica que proceda a la busca del vehículo antedicho y detenga a sus
ocupantes a la mayor brevedad. Se ruega nos mantengan informados.

(Firmado): Comandante General Suriyan Tawfig Hussein
Jefe de las Fuerzas de Policía de Kuwait

ce: Dirección de Seguridad de la provincia de Kuwait, con referencia a la
carta antedicha.
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Documento № 3

República del Iraq

Ministerio de Sanidad

Departamento; Sanidad kuwaití - Sección: Asuntos Administrativos

Ref: 739 Fecha: 15 de septiembre de 1990

A: Camarada Ali Hassan al-Majid, miembro de la jefatura local

Asunto: Transferencia de centros sanitarios

Sobre la base del estudio de las necesidades en materia de centros
sanitarios en la provincia de Kuwait, se ha decidido clausurar los centros
sanitarios que figuran en la lista adjunta y, previa consulta con el Ministro
de Sanidad, se ha juzgado oportuno transferir el instrumental, la maquinaria,
el mobiliario y los medicamentos a Bagdad. En la seguridad de que esta medida
cuente con su aprobación, le saluda atentamente.

(Firmado): Dr. Abdul Jabbar Abdul Abbas
Director General Inspector del

Departamento de Sanidad de Kuwait

ce: Ministerio de Sanidad (Gabinete del Ministro, para su información)
Gabinete del Director General
Sección de Asuntos Administrativos/Servicios Administrativos
Sr. Hassan Ja'az, con los textos originales...

(Nota del Relator Especial: en la lista adjunta al presente documento
figuran 36 centros sanitarios inactivos.)
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Documento № 4 (Extracto)

Muy confidencial

Cuartel General de operaciones del 18° Batallón de Ingenieros

Ref: Ops/6/323 Fecha: 2 de diciembre de 199C

Asunto: Instrucciones para la demolición de los pozos preparados con miras a
un posible sabotaje.

Con referencia a la carta confidencial № 2306 de fecha 28 de noviembre

de 1990 del Jefe del Tercer Cuerpo de Ingenieros.

Habida cuenta la máxima importancia de los pozos de petróleo, habrán de
adoptarse las disposiciones oportunas para su demolición con anterioridad a la
emisión de la orden en ese sentido. Las siguientes instrucciones tienen por
objeto el desempeño satisfactorio de esa misión.

1. La carga explosiva deberá situarse en contacto inmediato con el
pozo, en el lugar indicado en el plano que se le remite en unión de
nuestra carta confidencial № 213 de fecha 19 de noviembre de 1990.

2. No se utilizará una cantidad de explosivos inferior a 30 libras por
cada pozo.

3. Deberá utilizarse más de un dispositivo para provocar la explosión
de los pozos.

4. Hay que garantizar la seguridad por el momento de los objetivos
señalados para su destrucción.

5. Los cables de demolición deberán depositarse en un lugar próximo
a los pozos.

6. Cada grupo de pozos estará conectado a un circuito único.

7. El jefe de cada equipo preparará por adelantado un plan para volar
los pozos, plan que explicará con toda claridad a todos los miembros
del equipo.

10. Se tendrá en cuenta la dirección del viento dominante y el grupo de
pozos situado más a sotavento será volado en primer lugar, a
continuación, el grupo inmediato etc., con objeto de evitar que las
nubes de humo de los pozos incendiados se extiendan sobre el grupo
inmediato.



Е/СЫ.4/1992/26

página 81

16. Habrá una coordinación constante con el jefe del destacamento de
demolición y el dispositivo detonante se colocará cerca del puesto
de mando del jefe del destacamento de demolición.

17. El oficial al mando del equipo de demolición estará a las ordenes
del jefe del destacamento de demolición, quien firmará el parte
especial cuando se reciba la orden.

(Firmado)t Capitán Nabhan Fa'iq Hassan
Jefe del 18° Batallón

de Ingenieros
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Documento № 5

Gabinete de la Presidencia de la República

Secretaría

Dirección de Seguridad Pública - Dirección de Seguridad
de la provincia de Kuwait

Réf.: Sh S/1525 Fecha: 16 de octubre de 1990

Muy confidencial

Л: Todos los Directores de Seguridad de Distrito

Fenómeno

Muchas gentes hablan de un nuevo fenómeno que se da en las unidades de
vigilancia del tráfico y rescate de la policía que, cuando quieren saquear una
tienda cierran la calle y ordenan a unos cómplices que hagan disparos para
despejar la vía pública mientras el saqueo se lleva a cabo. Se ruega tomen
nota y repriman esa estratagema, que redunda en perjuicio de la imagen del
Iraq y de sus fuerzas armadas.

(Firmado): Director de Seguridad de
la provincia de Kuwait

16 de octubre de 1990

c e : Jefatura de las Fuerzas Especiales y Directores de los Servicios de
Información del Golfo.

(Nota del traductor: existe una acotación manuscrita: "Sí, es un nuevo
juego de pelota".)
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Anexo III

RESOLUCIÓN 46/135 DE LA ASAMBLEA GENERAL

La situación de los derechos humanos en Kuwait
durante la ocupación iraquí

La Asamblea General,

Recordando su resolución 45/170, de 18 de diciembre de 1990,

Guiada por los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas,
la Declaración Universal de Derechos Humanos, los Pactos Internacionales de
Derechos Humanos y los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949.

Consciente de su deber de promover y estimular el respeto de los derechos
humanos y las libertades fundamentales de todos, y resuelta a mantenerse
vigilante respecto de las violaciones de los derechos humanos dondequiera que
ocurran,

Reafirmando que todos los Estados Miembros tienen la obligación de
promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales y de
cumplir las obligaciones que han contraído libremente en virtud de distintos
instrumentos internacionales.

Expresando su profunda preocupación por las graves violaciones de los
derechos humanos y las libertades fundamentales cometidas durante la ocupación
de Kuwait.

1. Toma nota con satisfacción de la resolución 1991/67 de la Comisión
de Derechos Humanos, de б de marzo de 1991;

2. Expresa su agradecimiento al Relator Especial encargado de examinar

la situación de los derechos humanos en Kuwait durante la ocupación iraquí,
por su informe preliminar;

3. Expresa su profunda preocupación por los nacionales de Kuwait y de
terceros países detenidos y desaparecidos en el Iraq;

4. Pide al Gobierno del Iraq que proporcione información sobre todos
los nacionales de Kuwait, y de terceros países que fueron deportados de Kuwait
entre el 2 de agosto de 1990 y el 26 de febrero de 1991 y que aún pueden estar
detenidos, y que los ponga en libertad sin dilación de conformidad con las
obligaciones contraídas en virtud del artículo 118 del Convenio de Ginebra
relativo a los prisioneros de guerra y al artículo 134 del Convenio de Ginebra
relativo a la protección de personas civiles en tiempo de guerra;

5. Pide asimismo al Gobierno del Iraq que, de conformidad con las
obligaciones contraídas en virtud de los artículos 120 y 127 del Convenio de
Ginebra relativo a los prisioneros de guerra y de los artículos 129 y 130 del
Convenio de Ginebra relativo a la protección de personas civiles en tiempo de
guerra, proporcione información detallada acerca de las personas arrestadas en
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Kuwait entre el 2 de agosto de 1990 y el 26 de febrero de 1991, que puedan
haber muerto durante ese período o después de él mientras se hallaban
detenidas, así como información sobre el lugar en que están enterradas;

6. Pide además al Gobierno del Iraq que emprenda la búsqueda de las
personas que siguen desaparecidas y que coopere con las organizaciones
humanitarias internacionales, como el Comité Internacional de la Cruz Roja, a
ese respecto;

7. Pide también que el Gobierno del Iraq coopere y facilite la labor de
las organizaciones humanitarias internacionales, especialmente la del Comité
Internacional de la Cruz Roja, en lo que respecta a la búsqueda y oportuna
repatriación de los nacionales de Kuwait y de terceros países detenidos y
desaparecidos.


